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PRÓLOGO

El año que viene se cumplen 100 años de la aprobación de la ley de 8 horas en Uruguay. 
En 1915 quedaba atrás un régimen de trabajo agobiante, de 12 y 14 horas diarias, a des-
tajo, de relaciones de dependencia casi feudales. Las intensas luchas de los obreros en 
Europa, Estados Unidos y en nuestro propio país daban sus frutos, Uruguay adecuaba las 
normas laborales y la organización del trabajo a jornadas de ocho horas. 

Sin duda esa fue la primer gran conquista de los trabajadores uruguayos, la que conte-
nía implícito un gran cambio en el trabajo a favor de los asalariados, quienes mejoraban 
sustancialmente su calidad de vida. Casi un siglo ha pasado desde que se aprobó la ley de 
8 horas, con la que se puede decir que daba comienzo la era moderna en las relaciones 
laborales del país y es sin duda el primer gran mojón en nuestra historia, que aún hoy es 
piedra angular en la organización del trabajo regulando la jornada laboral.

Si la ley de 8 horas fue el primer gran cambio en la historia de las relaciones laborales en 
Uruguay, la década del 40 del siglo pasado trajo aparejados cambios en el mundo y en el 
país que bien pueden catalogarse como la segunda gran reforma en la historia moderna 
de las relaciones de trabajo.

En 1949 la Organización Internacional del Trabajo (OIT) aprueba los convenios inter-
nacionales sobre la negociación colectiva (Convenio 98) y sobre las libertades sindicales 
y la protección del derecho de sindicación (Convenio 87). Estos convenios son la base 
primordial para garantizar a los trabajadores derechos fundamentales.

Los derechos sindicales constituyen una categoría de los derechos fundamentales del 
hombre, que por su trascendencia y su jerarquía, merecen un tratamiento especial. Sin 
libertad sindical no es posible el diálogo social ni construir sociedades más justas, sólo 
su existencia garantiza la posibilidad de que los trabajadores expresen sus aspiraciones. 

La lucha de los trabajadores por el derecho a defender sus intereses mediante sindica-
tos independientes se inició en el siglo XIX y se prosigue en nuestros días, siendo aún 
muchos los trabajadores que actualmente en el mundo se ven privados de este derecho 
fundamental y son objeto de persecución, despido y encarcelamiento; muchos incluso 
entregan su vida en esta lucha.

La ley de Consejos de Salarios de 1943 fue el segundo gran mojón en el país. 28 años 
después de la ley de 8 horas el país aprobaba la norma que regularía las relaciones co-
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lectivas de trabajo. Impulsado por una floreciente economía producto de las condiciones 
generadas por las guerras mundiales y la sustitución de importaciones, el país comienza 
un proceso de industrialización incipiente. La organización del trabajo sufre profundos 
cambios, la cadena de montaje y la sistematización suplen gran parte del trabajo arte-
sanal. Las reivindicaciones dejan de reclamarse por profesión, pasando a hacerse por 
sectores de actividad. Así aparecen los grandes sindicatos de rama: construcción, metal, 
textil, etc. La ley de Consejos de Salarios logra resumir los cambios producidos en ese 
tiempo. Con mucha visión, la misma crea un sistema de relaciones laborales basado en la 
negociación colectiva tripartita (Estado, trabajadores y patrones) por rama de actividad, 
sistema a imagen y semejanza de la OIT.

Después vino la etapa más oscura del país, producto de malos gobiernos, de crisis eco-
nómicas y de modelos neoliberales, que con el culto al libre mercado fueron provocando 
regresión y concentrando la riqueza a grandes niveles, llevando a la pauperización a cien-
tos de miles de compatriotas, generación tras generación.

Vino la dictadura con todo su horror, se desmanteló el modelo social de inclusión, que 
continuó en democracia con gobiernos que profundizaron relaciones económicas y labo-
rales regresivas. Se abandonó la negociación colectiva, los Consejos de Salarios dejaron 
de existir, se flexibilizaron los contratos de trabajo, se tercerizaron actividades enteras, 
decenas de miles de trabajadores debieron pasar a ser empresas unipersonales. No se 
sabía bien cuál era el salario mínimo ni cuando se ajustaba, no había categorías, las condi-
ciones de trabajo eran totalmente precarias y ni hablar de organización sindical.

Este proceso se agudizó en la década del 90, llegando a límites muy graves y estallando a 
finales de la década la peor crisis económica que el país recuerda, afectando el empleo de 
miles y empujando a la pobreza a más de un millón de uruguayos. El modelo desregula-
do, el paradigma del libre mercado a ultranza y el abandono de la negociación colectiva 
trajeron la mayor quiebra social del Uruguay moderno, expulsando del país a cientos de 
miles de compatriotas y sumiendo en la exclusión social a generaciones enteras.

Los desastres ocasionados, el agotamiento de un modelo económico sumamente rapaz, el 
papel de los sindicatos y las luchas populares, produjeron en 2005 un cambio en la orien-
tación política del país y el comienzo de un proceso de importantes reformas. 

En 2005 se inicia una etapa de cambios en las relaciones laborales en forma ininterrum-
pido hasta el presente, el mismo es de una magnitud y profundidad que comienza a gestar 
un nuevo sistema de relaciones laborales, que de continuar y consolidarse podría llegar a 
tener igual o más importancia en la historia del país, que la ley de 8 horas o la de Conse-
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jos de Salarios del año 43. Hay momentos en que ciertas definiciones tienen efectos muy 
importantes para las sociedades y moldean características para muchos años.

El trabajo que presentamos a continuación Relaciones Laborales en el Uruguay, 10 años de 
cambios se trata de eso; pretende ser un estudio que analice el desarrollo de este proceso 
de transformaciones tanto en la cantidad como en la calidad de las mismas, enmarcado 
naturalmente en el contexto histórico que se realizan. Pretende abordarlo desde distintas 
miradas, en lo social, en lo económico, en los derechos, en lo normativo y en lo sindical. 
Pretende ser un análisis basado en una investigación rigurosa, sometido a la crítica y al 
permanente estudio comparativo con otros procesos realizados en diferentes países del 
mundo y naturalmente con nuestra propia historia. Quiere además plantear interrogan-
tes, nuevos desafíos y temas no resueltos, incluso aquellos que se abordaron y fracasaron. 

Es un trabajo realizado por un Instituto (Cuesta Duarte) que es de los trabajadores y para 
los trabajadores, es decir, es un estudio realizado desde esta perspectiva, abordado con 
mucha rigurosidad y seriedad, pero a favor y en defensa de los intereses y el bienestar de 
la inmensa mayoría de los uruguayos que son sus trabajadores, hombres y mujeres que 
todos los días construyen el Uruguay.  

Ahora, sin más, los invitamos a sumergirse en Relaciones Laborales en Uruguay, 10 años de 
cambios.
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PARTE I

1. Sistema uruguayo de relaciones laborales: formación y principales 
rasgos distintivos

Período inicial

En un informe sobre las Relaciones de Trabajo en el Uruguay del año 1987 se señalaba 
que “La política laboral y las relaciones de trabajo tal como hoy son entendidas surgen con el Uru-
guay moderno, comenzando a fines del siglo XIX y manifestándose sobre todo en los albores del siglo 
XX”. (OIT, 1987, p. 23)

Será precisamente con los cambios que comienzan a procesarse en el decurso del último 
cuarto del siglo XIX que se manifiestan los primeros síntomas que caracterizan las rela-
ciones de trabajo.

En el transcurso de esos años una serie de transformaciones marcarán el fin de un “mo-
delo económico semi pastoril” y el inicio de un proceso de industrialización y urbanización. 
Un flujo migratorio importante (que aportará al país una mano de obra necesaria tanto 
desde el punto de vista cuantitativo cuanto cualitativo); la extensión de los saladeros (an-
tecedente de la industria frigorífica); la inauguración de servicios públicos (ferrocarril, 
tranvía, aguas corrientes, gas, telégrafo); alambramiento de los campos, introducción de 
ganado ovino y nuevas formas de encarar la explotación agraria (superación de la estancia 
cimarrona); aparición de una industria incipiente; surgimiento de las primeras organiza-
ciones sindicales y de entidades gremiales empresariales.

En ese contexto, fundamentalmente a partir de los primeros años del siglo XX, durante 
los cuales se desarrolla un movimiento obrero de importancia en Montevideo, debido 
a la acentuación de la industrialización y a la urbanización, aflorarán las protestas y rei-
vindicaciones en procura de mejores condiciones de trabajo (jornada, salario, descansos, 
seguridad, etc.). Lo cual será la expresión de que el conflicto social –aún sin la agudeza 
alcanzada en otras latitudes– emergía con cierta fuerza en el país.

Ante los desafíos planteados por la “cuestión social” crecerá la corriente de opinión partidaria 
de la intervención legislativa directa. Destaca Barbagelata, refiriéndose a este período, que: 
“La legislación laboral en que cristaliza esta nueva corriente surgió y se desarrolló en el Uruguay en 
forma no muy ordenada, pero siguiendo líneas de singular coherencia.” (Barbagelata, 1995, p. 18) 
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Sistema uruguayo de relaciones laborales: formación y principales rasgos distintivos.

De la confianza en la ley como instrumento de cambio y de modernización nacerá una 
legislación altamente protectora del trabajo y de los trabajadores, aunque asistemática, 
fragmentaria e incompleta. Una legislación enmarcada en una concepción en la que “la 
política económica se supedita a la política social”. Rasgo distintivo y piedra angular sobre la 
cual se asentará el edificio socio laboral por espacio de más de 60 años.

Son de este período, entre otras, la Ley 3299 de 25/VI/1908 (protección del salario), la 
Ley 5032 de 21/VII/1914 (obligación de resguardo y seguridad laboral), la Ley 5350 de 
17/XI/1915 (jornada laboral de 8 horas), la Ley 6102 de 10/VII/1918 (ley de la silla), 
la Ley 6962 de 6/X/1919 (Ley Carnelli por la cual se creó la Caja de Jubilaciones y Pen-
siones de Empleados y Obreros de Servicios Públicos),1 la Ley 6874 de 12/II/1919 (crea 
el régimen de pensiones a la vejez e invalidez), la Ley 7318 de 10/XII/1920 (descanso 
semanal) y la Ley 7812 de 16/I/1925 (tiempo libre para votar). 

Al tiempo que es “agudamente intervencionista y protector” del trabajador en la esfera de 
las relaciones individuales de trabajo, el Estado se mostrará abstencionista en el campo 
colectivo. La singularidad que distinguirá a Uruguay del resto de los países latinoameri-
canos será la cuasi ausencia de normas que regulen las relaciones colectivas de trabajo.

Abstencionismo que por otra parte no será impedimento para que el Estado –funda-
mentalmente a partir del cambio de rumbo que se produce en los años iniciales el siglo 
XX– tenga un rol arbitral en los conflictos laborales, procurando el equilibrio entre los 
actores sociales en pugna.

El relacionamiento obrero patronal en estos primeros tiempos estará signado por lo con-
frontativo. La acción sindical se enmarcará en una praxis que prioriza el enfrentamiento 
y el conflicto, en una etapa en que –sin perjuicio de un cambio de rumbo hacia un rol 
más arbitral de los conflictos sociales– el Estado intervendrá más de las veces a favor del 
sector empresariado.

Salvo la existencia de “pactos” o “acuerdos” –compromisos o simples acuerdos tácitos, muy 
rudimentarios y que no se instrumentaban en convenios escritos– los que tenían por 
objeto poner fin a un período de protesta o huelga, la negociación colectiva como la 
conocemos hoy no existía. Sin embargo, como lo ha señalado la doctrina, esos tratos ru-
dimentarios constituirán el germen de la negociación colectiva en Uruguay. (Barbagelata, 
1973) 

1 Ampara determinado sector de trabajadores privados, con el correr del tiempo y la ampliación del ámbito de aplicación 
subjetivo, se transformaría en la Caja de Industria y Comercio. 
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Sistema uruguayo de relaciones laborales: formación y principales rasgos distintivos.

El movimiento sindical, fuertemente influido por las corrientes anarquistas, se mostrará 
refractario a toda acción intervencionista del Estado. Ideológicamente imbuido de una 
desconfianza hacia los partidos políticos y el Estado –al que ven como representante de la 
burguesía explotadora– y contrario a una legislación laboral a la que considera inútil. Se 
reivindica la lucha de clase, la acción directa y la huelga. La esencia de la acción sindical 
no es mejorar el sistema capitalista sino su sustitución; el objetivo es la emancipación de 
la clase obrera a través de la revolución social.2

En cuanto a los empresarios, el fortalecimiento de la acción de oposición y resistencia 
del movimiento sindical reclamando mejoras para la clase obrera (limitación de jorna-
da, mejores salarios, descanso, seguridad e higiene, etc.), llevará a que éstos sintieran la 
necesidad de organizarse para defender sus intereses frente a las reivindicaciones de los 
trabajadores. (OIT, 1995)

Aunque con finalidades ajenas a lo laboral el “asociacionismo empresarial” en Uruguay sur-
ge con la fundación de las primeras gremiales a fines del siglo pasado. En 1867 se funda 
la Cámara de Comercio, en 1871 la Asociación Rural del Uruguay y en 1898 la Unión 
Industrial Uruguaya (entidad gremial que posteriormente pasará a denominarse Cámara 
de Industrias del Uruguay).3 

Justamente esta última gremial estará llamada a desempeñar un papel importante. Se con-
vertirá en un actor social de creciente protagonismo al asumir las reivindicaciones obreras 
como un dato de la realidad, desconocidas por el empresariado de la época, y buscará la 
eliminación de la conflictividad instalada mediante la intervención legislativa del Estado. 

En síntesis y a modo de corolario puede afirmarse que durante la etapa fundacional se 
delinean las principales características del sistema. 

Etapa ulterior

La década del 30 será un tiempo de quiebre e inflexión. Azotado por el vendaval de la 
crisis económica que se desata a fines de los años 20 –y que pone en jaque a las economías 
capitalistas– Uruguay ingresará a una nueva etapa de su historia. 

2 La primera organización sindical data de 1865 (la Sociedad tipográfica) y la primera central sindical, la  Federación Obrera 
Regional Uruguaya (FORU) de tendencia anarquista, será creada en 1905. Hasta 1923 en que se funda la Unión Sindical 
Uruguaya (de mayoría anarcosindicalista) será la única central obrera de dimensión nacional. Con la creación en 1929 de la 
Confederación General de Trabajadores del Uruguay, de orientación comunista, comenzará la etapa de declive de la hege-
monía del pensamiento ácrata en el movimiento obrero. 

3 Asimismo se crean una serie de asociaciones o entidades gremiales representativas de intereses sectoriales o de rama, tanto 
en el ámbito de la producción rural como de la industria y el comercio. La Federación Rural del Uruguay se crea en 1915.
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Quedarán al desnudo las debilidades del modelo económico y político  imperante. La 
economía uruguaya basada fundamentalmente en la exportación de materia prima (carne 
y lana) sufrirá en forma dramática el impacto de la gran depresión que sigue al crac de la 
Bolsa de Nueva York. Una drástica contracción de los volúmenes de exportación, la re-
ducción de los precios de la carne y la lana, las barreras proteccionistas de los mercados 
europeos (esencialmente el británico, destino principal de las exportaciones del país), 
sumado a la desaparición de los capitales externos para la inversión, tendrán efectos ne-
gativos en el empleo (crece la desocupación), en el salario (caída del salario real) y en el 
costo de vida (carestía, depreciación monetaria, etc.).

Crisis económica que rápidamente erosiona el consenso político y social, generándose una 
polarización social que se decantará a favor de las fuerzas conservadoras.4 Una “reacción con-
servadora” que conducirá al quiebre institucional de 1933, poniendo fin al Uruguay liberal y 
democrático e instalando en el país la primera dictadura del siglo XX. 

Para el movimiento sindical estos también serán tiempos aciagos. Dividido, enfrentado 
ideológicamente –coexistían tres pequeñas centrales obreras que en su conjunto no supe-
raban los diez mil afiliados, cuya esfera de actuación se circunscribía fundamentalmente a 
Montevideo y unos pocos centros urbanos en el resto del país–5 y debilitado por los efectos 
de la crisis y la represión que se desata,6 el movimiento sindical carecerá de capacidad de 
movilización y lucha para enfrentar con cierta efectividad el régimen dictatorial que se ins-
talará a partir del 31 de marzo de 1933.7 

Una etapa sombría para las relaciones colectivas de trabajo, años de abusos patronales, 
durante los cuales se produce una verdadera redistribución en beneficio del capital. La 
clase empresarial, favorecida por el contexto político, impondrá sus condiciones al con-
junto de los asalariados. No obstante, ese panorama tenderá a modificarse hacia finales 
de la década, primordialmente a partir de los cambios que comienzan a procesarse con 
la llegada de Alfredo Baldomir a la Presidencia de la República y que culminarán con la 
normalización institucional (1938-1942). 

4 Constituida por un conglomerado de fuerzas donde confluían sectores conservadores de la sociedad y de los partidos tradi-
cionales y los intereses económicos financieros (cámaras empresariales).

5 La Federación Obrera Regional Uruguaya (FORU) anarquista, la Unión Sindical Uruguaya (USU) anarcosindicalista y la 
Confederación General del Trabajo del Uruguay (CGTU) con preponderancia comunista.

6 Cierre de locales sindicales, clausura de la prensa obrera, prisión y expulsión del país de dirigentes y activistas sindicales, 
despidos masivos, listas negras, etc.

7 Ese día el Presidente Constitucional, Dr. Gabriel Terra, instalado con sus partidarios en el Cuartel de Bomberos dispone la 
disolución del Consejo Nacional de Administración (Poder Ejecutivo), de las Cámaras Legislativas y decreta la prisión de los 
dirigentes políticos opositores.
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Durante el transcurso de esta década y los primeros años de la siguiente se gestarán cam-
bios políticos, económicos y sociales que tendrán hondas repercusiones en el sindicalis-
mo y en lo que hace a la relación capital trabajo.

Como consecuencia de la aplicación de una política de apoyo y protección de la industria 
nacional (política de sustitución de importaciones) se producirá cierto desarrollo indus-
trial y por consiguiente un aumento en el número de la masa trabajadora del componente 
obrero. Ello sumado al sensible crecimiento de los empleados públicos (efecto de las me-
didas implementadas para paliar la desocupación), al desplazamiento de la mano de obra 
rural a la ciudad y a la detención del flujo migratorio externo (fruto de una política deli-
beradamente hostil a la inmigración) serán factores que tenderán a transformar la com-
posición de la clase obrera uruguaya. Clase que además del incremento del componente 
obrero irá perdiendo su rasgo cosmopolita y adquiriendo un carácter más vernáculo.

Asimismo, en el plano ideológico, se destacará el declive de la influencia anarquista y 
una progresiva importancia de las corrientes marxistas. Este giro  en la matriz ideológica 
tendrá consecuencias trascendentes en el movimiento sindical uruguayo.

El movimiento sindical, a partir de mediados de los años 30, ingresará en un proceso 
de transición en el transcurso del cual se pondrá fin al viejo sindicalismo de raigambre 
ideológica anarquista (estructurado por oficios y de carácter finalista), dando lugar al 
sindicalismo de masa, de carácter “dualista” que combina los objetivos últimos de trans-
formación social con metas más inmediatas (las reivindicaciones económicas y laborales 
de la clase obrera). Este sindicalismo se destacará por nuevas formas de organización (sin-
dicatos de ramas o sector de actividad, la afiliación sin considerar el oficio o la calificación 
laboral) y maneras diferentes de encarar la acción y la lucha sindical. En la perspectiva 
de este nuevo sindicalismo la legislación laboral y la negociación colectiva no son vistas 
como medios opuestos a la acción sindical.    

Si bien la actividad legislativa laboral carecerá de la vitalidad del período anterior, en esta 
etapa se producirá la ratificación de los primeros convenios internacionales del trabajo8 y 
la aprobación de algunas normas de importancia. Normas sobre el trabajo de los menores 
(Código del Niño de 1934), la extensión a algunas actividades privadas del derecho de 
vacaciones anuales remuneradas (Decreto Ley 9000 de 1933), la regulación de horarios 
comerciales (Decreto Ley 9347 de 1934), la organización de los servicios previsionales 
de jubilaciones y pensiones (Decretos Leyes 9154 de 1933 y 9196 de 1934) y la que 
consagra fuerza obligatoria para los patrones afiliados o no de los convenios colectivos 

8 Decreto Ley 8950 de 5/IV/1933 ratifica los Convenios números 1 a 27, 30, 32 y 33.
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suscritos por mayoría por la Liga de la Construcción o entidades afiliadas (Ley 9675 de 
4/VIII/1937).9

Un hito trascendente lo constituirá la nueva Constitución de 1934 la que, en palabras de 
Barbagelata, significará “el acceso del trabajo al plano de los derechos fundamentales”.10 Se eleva 
al rango de derecho fundamental la promoción y protección del trabajo (artículos 7º, 53º 
y 54º) y la sindicalización y la huelga (artículo 57º).

El nuevo orden constitucional al institucionalizar el derecho sindical, colocándolo dentro 
de la categoría de los derechos fundamentales, jalonará en términos de progreso jurídico 
un avance cualitativo.

Fase de desarrollo y consolidación

En el decurso del tiempo comprendido entre la década del 40 y buena parte de los años 
60, el sistema uruguayo de relaciones laborales se desarrollará y consolidará. Durante esta 
fase de su evolución terminarán de moldearse las principales características del sistema. 
Un sistema que exhibirá en lo colectivo, contrastando con lo que ocurre respecto de las 
relaciones individuales de trabajo, un abstencionismo regulador del Estado; campo en que 
prevalecerán la autonomía colectiva y la autotutela y autorregulación sindical, coexistiendo 
en términos dialécticos el binomio conflicto/negociación colectiva. 

Estos años estarán jalonados por una serie de acontecimientos nacionales e internaciona-
les; hechos que darán una singular particularidad a este período histórico de la vida del 
país: la Segunda Guerra Mundial, la vuelta a la institucionalidad democrática; el abando-
no de la política de neutralidad y el ingreso de Uruguay a la zona de influencia estado-
unidense; los intentos por superar la fragmentación y debilidad sindical (la experiencia 
de la UGT y de los “gremios solidarios”); la restauración batllista (el “neobatllismo”); 11 la 
guerra de Corea y las primeras secuelas de la “Guerra Fría”; el agotamiento del modelo 
económico y los primeros síntomas de la larga crisis que afectará al país por más de 50 
años; las repercusiones de la Revolución Cubana;  el ascenso del Partido Nacional y fin de 
la era neobatllista; firma de los primeros acuerdos con el Fondo Monetario Internacional 

9 Norma que es aprobada por el Parlamento como consecuencia del diferendo suscitado entre las patronales ante la amenaza 
de huelga en la industria de la construcción (De Ferrari, 1974).

10 Contrariamente a lo que podría haberse esperado –dado el contexto político y preponderancia de las fuerzas conservadoras 
en la Constituyente– la reforma del 34 se alinea a la tendencia de incorporar en la Constitución derechos de carácter social, 
siendo pioneras las Constituciones de Querétaro (México 1917) y de Weimar (Alemania 1919). 

11 Movimiento político cuya figura principal era Luis Batlle Berres (sobrino de José Batlle y Ordoñez) y que, en cuanto a sus 
postulados centrales, comportaba un retorno a la esencia del batllismo de la primera hora.
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(FMI); agravamiento de la crisis económica; el Congreso del Pueblo y la culminación del 
proceso que llevó a la unidad del movimiento sindical (creación de la Convención Nacio-
nal de Trabajadores - CNT); la agudización de los conflictos sociales y la profundización 
de la crisis (crisis económica que se transformará en una crisis social, política e institu-
cional); el surgimiento de la guerrilla urbana (Tupamaros); el advenimiento del autori-
tarismo y finalmente el Golpe de Estado del año 1973. A este listado debe agregarse que 
durante este lapso se produjeron tres reformas constitucionales (1942, 1959 y 1967). 

Una etapa en que el talante político reformador cobra ímpetu. Hay un retorno a la inter-
vención legislativa; una revalorización de la ley en cuanto instrumento de cambios y de 
mejoramiento de las condiciones sociales. 

Entre 1940 y 1947, principalmente durante los años 1943 y 1944, se sancionarán 
varias leyes importantes, tales como las referidas a la fijación de salarios mínimos 
y al cese por despido. Se aprueban, entre otras disposiciones legales, las leyes 
sobre trabajo a domicilio (Ley 9910 de 5/I/1940); arroceras (Ley 9991 de 20/
XII/1940); accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (Ley 10.004 de 
28/II/1941); Consejos de Salarios (Ley 10.449 de 12/XI/1943);12 indemnización 
por despido (Ley 10.489 de 6/VI/1944);13 y vacaciones anuales (Ley 10.684 de 
17/XII/1945). 

Ulteriormente, entre los años 1948 y 1968, el país asistirá a un nuevo impulso legislativo 
en lo que se considerará, al menos en su primera fase, un retorno a la concepción de los 
tiempos fundacionales; por estos años se adoptarán una serie de leyes relativas al trabajo 
y la seguridad social que terminarán por configurar el marco jurídico positivo.14 

La reactivación de la economía, producto de la recuperación de la economía internacional 
y de la reestructuración productiva y social del país, hará resurgir o emerger a la superfi-
cie la “cuestión obrera” (Bértola, 2004). Existencia de magros salarios, de remuneraciones 
inferiores para el trabajo femenino, la irregularidad en la paga del trabajo calificado, la 

12 Esta norma además de crear los Consejos de Salarios, instituye un sistema de salarios mínimos múltiples y consagra por 
primera vez en el país un régimen de asignaciones familiares. 

13 Esta ley será extendida por otras leyes del mismo año (Ley 10542 de 20/X/1944 y Ley 10570 de 15/XII/1944). También 
serán de esta etapa la Ley 10471 de 3/III/1944 (Montes, bosques y turberas), la ley que instituye el subsidio de paro para la 
industria frigorífica (Ley 10562) y la que consagra el primer Estatuto del Trabajador Rural (Ley 10809 de 16/X/1946). 

14 De esta etapa pueden citarse las siguientes normas: la Ley 12590 de 23/XII/1958 (feriados y licencia anual); la Ley 12840 
de 22/XII/1960 (aguinaldo); la Ley 13426 de 2/XII/1965 (jornada de trabajo en granjas, quintas, jardines y otras activi-
dades); la Ley 13556 de 26/X/1966 (sujetos legitimados para celebrar convenios colectivos de licencia); y la Ley 13619 de 
10/X/1967 (aguinaldo trabajador rural). Así como las leyes sobre el seguro de paro, salario por maternidad y beneficios 
jubilatorios, régimen de viajantes y vendedores de plaza y la que ratifica los Convenios 87 y 98 de la OIT (Ley 12030 de 27/
XI/1953).  
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generalización de trabajos extenuantes y carencias de condiciones mínimas de seguridad 
e higiene constatadas en muchos establecimientos, todas cuestiones que provocarán en la 
masa obrera un estado de malestar y agitación. 

Por otra parte, si bien la negociación colectiva no era desconocida, distaba mucho de ser 
una práctica generalizada –contribuyendo a ello la debilidad sindical–, lo cual hacía de 
ésta un instrumento poco efectivo para canalizar el conflicto en ciernes. Eran reducidas 
las actividades en que los trabajadores podían negociar condiciones de trabajo; en estas 
circunstancias la negociación colectiva se revelaba como un “método marginal” para la 
resolución de las reivindicaciones obreras. 

Ante la necesidad de mejorar las condiciones de vida de la clase obrera y descomprimir 
la conflictividad en ascenso, en 1943 se crean los Consejos de Salarios, que comienzan 
funcionar al año siguiente. El régimen instaurado por la Ley 10449 de 12 de noviembre 
de 1943, descansa en un conjunto de pilares o principios: a) instalación de consejos de 
salarios cuyo cometido principal es fijar el monto mínimo de los salarios que debían 
percibir los trabajadores del sector privado (quedan excluidos los trabajadores rurales, 
del servicio doméstico y los empleados públicos); b) los consejos se establecen por ra-
mas de actividad económica (“grupos”) clasificadas por el Poder Ejecutivo;15 c) órganos 
de composición tripartita, cada consejo se integra con siete miembros: tres delegados 
designados por el Poder Ejecutivo, dos por los empleadores y dos por los trabajadores 
(la designación de éstos debía hacerse mediante elección por voto secreto); d) las de-
cisiones se adoptan por acuerdo o por mayoría simple conforme a un procedimiento 
de votación establecido; e) cada consejo debe hacer una clasificación por profesiones 
(subgrupo) y categorías laborales; f) cada consejo fija los salarios dentro de su respec-
tiva jurisdicción. 

El régimen diseñado por el legislador que, como se ha señalado, tenía su inspiración en 
el Convenio núm. 26 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT),16 instituye un 
mecanismo de fijación de salarios mínimos múltiples (en función de la categoría laboral 
y de la rama de actividad). Una reglamentación heterónoma que impone –en materia 
salarial– un tipo de negociación colectiva (tripartita, obligatoria y procedimentalizada) 
que se aparta de la negociación colectiva “pura, bilateral y libre”. 

15 Clasificación que variará con el correr del tiempo. En los inicios serán 57 grupos.
16 Este convenio establecía la obligación de los Estados Miembros que lo ratificarán a establecer o mantener métodos que 

permitieran la fijación de salarios mínimos para los trabajadores de la industria y el comercio, cuando no existiera un régi-
men eficaz para la fijación por convenios colectivos u otro sistema y los salarios fueran excepcionalmente bajos. Convenio 
ratificado por Ley 8950.



17

Sistema uruguayo de relaciones laborales: formación y principales rasgos distintivos.

Contra ciertos vaticinios adversos, además de provocar un mejoramiento salarial impor-
tante, los Consejos de Salarios contribuirán al fortalecimiento de organizaciones sindica-
les y al afianzamiento de la negociación colectiva. Los Consejos de Salarios serán el cauce 
por el cual fluirá la negociación colectiva, adquiriendo un vigor y una extensión que hasta 
ese momento no poseía. Al respecto –expresa Ermida Uriarte– “Sucede que en los hechos, 
los Consejos de Salarios,…fueron llamados, en la dinámica de las relaciones laborales a convertirse 
en un tipo de negociación colectiva y –más aún– en un instrumento promotor y conformador de la 
estructura sindical y de la negociación colectiva.” (Ermida Uriarte, 2004, p.85)

A partir de una costumbre generalizada de incluir en las decisiones de los Consejos de 
Salarios temas no salariales –práctica que muchas veces suponía negociar bilateralmente 
convenios colectivos de rama de actividad para luego incorporarlos a los laudos, logran-
do así que éstos tuvieran efectos erga omnes– se desarrollará un modelo de negociación 
donde se combinan y conviven la negociación colectiva “atípica” con la negociación colec-
tiva “típica” o clásica. (Barbagelata y otros, 1998)

Asimismo, como lo destacan diversos autores, el régimen de Consejos de Salarios conso-
lida la “estructura centralizada” de los sindicatos y de la negociación colectiva (organización 
sindical por rama o sector de actividad y preeminencia de la negociación colectiva de 
rama).17 

También los Consejos de Salarios influirán en la vertebración de las organizaciones em-
presariales. La clasificación por grupos de actividad determina que los empresarios, a 
fin de hacer valer sus intereses sectoriales, busquen agruparse en función de los grupos 
de actividad clasificados; organizándose en entidades gremiales que representen a los 
empresarios de la rama comprendida en la jurisdicción del Consejo de Salarios del res-
pectivo grupo de actividad. 

El régimen de los Consejos de Salarios tendrá un funcionamiento continuo por más 
de 25 años, etapa durante la cual se produce, en términos generales, un mejoramiento 
de las condiciones de trabajo y de vida de las clases populares. La primera etapa de los 
Consejos de Salarios finalizará en 1968, año en que se decretará “la congelación de salarios”, 
dando inicio así a un período que se caracterizará por un cambio de rumbo en materia 
de política social. 

17 Obsérvese que entre 1930 en que se crea FUECI (hoy FUECYS) y 1949, año de creación de la UNTMRA, se crearon la 
mayoría de los sindicatos y federaciones que integran hoy el PIT-CNT (SUNCA, AEBU, FUM, APU, FOEB, FOEMYA, 
Federación de la Carne, FOSSE, etc.). Surgen en este período diversos sindicatos de trabajadores no obreros (entre otros 
bancarios, maestros y empleados públicos).   
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Período autoritario: 1968-1985

Estos años estarán caracterizados por el desmoronamiento de las instituciones democrá-
ticas y la instalación en el poder de las fuerzas conservadoras; a una etapa política marca-
da por un creciente autoritarismo le seguirá un largo período dictatorial. 

A medida que se agudiza la crisis económica las tensiones sociales y políticas adquie-
ren ribetes dramáticos. Tras la muerte del Presidente Oscar Gestido en diciembre de 
1967 asumirá el cargo Jorge Pacheco Areco y con éste la instauración de un estilo de 
conducción que se apartará de la tradición política uruguaya. Durante el gobierno de 
Pacheco Areco –signado por una conflictividad social y un clima político agitado– se 
apeló de manera recurrente al decreto para gobernar (verbigracia: medidas prontas 
de seguridad, censura de la prensa, ilegalización de partidos y movimientos políticos 
y militarización de funcionarios públicos en huelga), prescindiendo o eludiendo de 
esta forma tanto la mediación partidaria como parlamentaria. (Bucheli y Harriett, 
2012)

Con Pacheco Areco se profundizará la política económica de inspiración fondomoneta-
rista. Debe recordarse que el cambio de Ministro de Economía en noviembre de 1967 
había significado un retorno a las prácticas dictadas por el FMI.18 Para enfrentar los prin-
cipales problemas que aquejaban la economía –elevado déficit fiscal, importantes niveles 
de endeudamiento y un proceso inflacionario en alza– los objetivos de la política eco-
nómica pasarán a ser la búsqueda del equilibrio externo y la estabilización del nivel de 
precios. (Dassatti y Márquez, 2012)

Con el objetivo de atacar la inflación, en el marco de la implementación de un plan de es-
tabilización, en junio de 1968, se decreta la congelación de precios y salarios. El Decreto 
420/968, de 28 de junio de 1968, dictado previo al ajuste salarial previsto determinó una 
fuerte depresión del salario real. 

Además de establecer la suspensión de los Consejos de Salarios –suspensión que durará 
hasta 1985 y que comportará un cambio en la práctica de fijación de salarios– dicho 
decreto dispuso que las tasas salariales no podían ser fijadas por laudos de Consejos de 
Salarios ni por negociación colectiva bilateral, confiriendo al Estado la potestad exclusiva 
de determinar los salarios mediante decreto. 

18 El 1º de noviembre de 1967 asume como Ministro de Economía del gobierno del Gral. Gestido el Dr. César Charlone sus-
tituyendo al Dr. Amílcar Vasconcellos cuya gestión se había caracterizado por una orientación apartada de los lineamientos 
fondomonetaristas. 
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Posteriormente, en diciembre de ese mismo año, se sancionará la Ley 13720 de 11/
XII/1968, por la cual se crea la Comisión de Productividad, Precios e Ingresos (CO-
PRIN) con la finalidad de “…articular medidas encaminadas a contrarrestar los actuales factores 
inflacionarios, promover niveles óptimos en la producción nacional y lograr una equitativa distribu-
ción del ingreso…” (artículo 1º). 

La COPRIN se integraba con cinco miembros designados por el Poder Ejecutivo, dos 
miembros propuestos por el sector empresarial y dos miembros propuestos por el sec-
tor laboral; tenía como cometidos principales –establecidos en el artículo 3º– formular 
categorías uniformes de actividades, fijar periódicamente las remuneraciones mínimas y 
máximas para cada una de las categorías salariales, ajustar las normas de los convenios 
colectivos y laudos de los Consejos de Salarios, fijar precios máximos de los bienes y 
servicios, actuar como órgano de consulta del Poder Ejecutivo y órgano de conciliación 
en los conflictos colectivos.19 

El régimen establecido vino a desplazar a los Consejos de Salarios, asumiendo gran parte 
de las funciones atribuidas a éstos por la ley de 1943. Constituyó un mecanismo centra-
lizado y fuertemente supeditado al gobierno, lo cual se reflejaba en la composición de 
la Comisión –una integración que aseguraba de antemano la mayoría a la representación 
gubernamental– y en que las resoluciones adoptadas quedaban sometidas a la considera-
ción y decisión final del Poder Ejecutivo. 

Con las modificaciones introducidas en 1974 por el gobierno de facto,20 el régimen de 
la Ley 13720 se mantendrá vigente hasta la aprobación del Decreto Ley 14791 de 21/
VI/1978.21 Esta norma –dictada en plena dictadura– elimina la COPRIN y la reemplaza 
por la Dirección Nacional de Costos, Precios e Ingresos (DINACOPRIN). Creada como 
“Unidad Ejecutora” dentro del Ministerio de Economía y Finanzas tendrá los cometidos 
asignados en los literales b y c del artículo 1º de la ley, entre otros, regular los precios de 
los bienes y servicios de la actividad privada. Supuso por un lado una centralización mayor 
de la que ya existía, en el marco de la política de precios e ingresos será el Poder Ejecutivo, 
a través del Ministerio de Economía y Finanzas, quién fijará directamente, mediante acto 
administrativo, salarios para la actividad privada.22 

19 Además esta norma establece que ninguna medida de huelga o “lock out” será considerada lícita si no media un preaviso de 
no menos de siete días de anticipación a la Comisión creada; asimismo regula la esencialidad en caso huelga y el “lock out” 
en los servicios públicos. 

20 Se suprimió la participación de los representantes sectoriales en la Comisión.
21 El Decreto 371/978 de 30/VI/1978, reglamenta esta ley.
22 Aunque, como se señala en el informe precitado, entre 1978 y 1983 los reajustes salariales decretados adoptarán la forma 

de resoluciones de la DINACOPRIN (Relaciones laborales en el Uruguay…obra citada…p. 197).
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Durante este período el derecho a la negociación colectiva y los derechos sindicales en 
general serán gravemente cercenados; de las restricciones de los primeros años se pasará, 
con la instauración del régimen cívico militar, a un período signado por la conculcación 
de esos derechos (prohibición de la actividad sindical y proscripción de sindicalistas). 

Se produce un brutal retroceso no sólo en materia de derechos y libertades sino también 
en cuanto a las condiciones de vida de la clase trabajadora; habrá un pronunciado deterioro 
del salario real a consecuencia de una política fuertemente constrictiva en materia salarial. 

No obstante, en el plano de las relaciones individuales de trabajo, se introducirán cambios 
en la normativa laboral, algunos de los cuales no implicarán necesariamente un retroce-
so, en tanto que otros sí supusieron rebajas en los niveles de protección o de beneficios. 
Ejemplos del primero son los Decretos Leyes 14159 de 21/II/1974 (establece plazo para 
el pago de salarios) y 14188 de 5/IV/1974 (además de una disposición sobre despido 
estatuye por primera vez en el país un procedimiento laboral autónomo); en cuanto a los 
segundos pueden citarse los Decretos Leyes 14407 de 22/VII/1975 (seguro por enfer-
medad común),14785 de 19/V/1978 (trabajo rural) y 15180 de 20/VIII/1981 (seguro 
de paro).23 También son ejemplo de los segundos las normas dictadas en el tramo final 
del gobierno de facto por las cuales se reglamentaba la actividad sindical, la huelga y la 
negociación colectiva. 

En resumidas cuentas, un período que marcará el fin de un ciclo histórico y el eclip-
samiento de una concepción política pautada por la preeminencia de lo social sobre lo 
económico; una etapa signada por un retroceso en materia de libertades civiles y políticas 
y derechos sindicales, un predominio del capital y una redistribución de la riqueza que 
favoreció a una elite vinculada a los grandes capitales. 

Último cuarto de siglo y primer lustro del presente 

Tramo histórico que puede subdividirse en dos ciclos; uno que se extiende desde marzo 
de 1985 hasta mediados de 1992 y otro que va desde este año hasta principios de 2005. 

El primer ciclo está asociado en lo político a la restauración institucional y a la primera 
presidencia del Dr. Julio María Sanguinetti (Partido Colorado) y, en lo que respecta a 
las relaciones laborales, al retorno de los Consejos de Salarios y con ellos la negociación 
colectiva. 

23 La mayoría de estas normas están vigentes y algunas como la del seguro de paro han sido objeto de modificaciones posterio-
res. 
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Una etapa en la cual, tras años de ostracismo y clandestinidad, resurgirá un movimiento 
sindical fortalecido y combativo; el papel desempeñado en la lucha contra la dictadura 
le otorga visibilidad y una legitimidad que hacen de éste un protagonista político y social 
relevante en el escenario nacional.24 

Años de postergación y contención de los reclamos de los trabajadores amenazaban, sino 
se adoptaban medidas rápidas, con desembocar en una conflictividad laboral de insos-
pechada consecuencia para la economía y la estabilidad de la débil democracia naciente. 
De allí que una de las cuestiones centrales a resolver por el gobierno que asume el 1º de 
marzo de 1985 será “la cuestión salarial”. 

Presentándose como el objetivo prioritario de la política económica el mejoramiento del 
salario real, no había acuerdo en cuanto al camino a seguir. Los sindicatos reivindicaban 
una rápida recuperación de los salarios mediante la redistribución de ingresos; para el 
sector empresarial la recuperación salarial tenía que estar supeditada a la reactivación 
económica y el mejoramiento de la productividad y, a diferencia del movimiento sindical, 
consideraban que la fijación de los salarios por convenios colectivos resultaba inconve-
niente por que favorecía la conflictividad (se mostraban más bien partidarios de conti-
nuar con el mecanismo administrativo de fijación de salarios). Por último, en cuanto al 
gobierno, su preocupación principal era que el mejoramiento salarial no provocara una 
espiral inflacionaria. 

En este contexto se reinstalaron los Consejos de Salarios, los que tendrán un funciona-
miento atípico o “sui generis” que los distingue de la primera época. En esta etapa hay un 
apartamiento del régimen legal en cuanto al mecanismo de designación de los represen-
tantes sectoriales (se deja de convocar a elecciones y los delegados son designados por el 
Poder Ejecutivo previa nominación realizada por las respectivas organizaciones sindicales 
y empresariales) y respecto de los laudos (las resoluciones adoptadas en el Consejo de 
Salarios del respectivo grupo o subgrupo son recogidas en un decreto). 

Asimismo, en lo que se señala como una diferencia sustancial, entre el régimen previsto 
por la Ley 10449 y el que se aplica en esta segunda época, tiene que ver con el rol prota-
gónico que asume el Estado en la negociación salarial. Esto se proyecta en tres aspectos: 
el Poder Ejecutivo, a través de sus delegados, se constituye en una parte más en la ne-

24 El movimiento sindical participa de la instancia de concertación que tiene lugar en 1984 conjuntamente con otras fuerzas 
sociales y políticas (la CONAPRO); allí se abordaron una serie de temas (cuestiones políticas y de derechos humanos, 
económicas, sociales y laborales) con el fin de elaborar propuestas que pudieran ser implementadas por el gobierno que asu-
miera el 1º de marzo de 1985. La mayoría de los acuerdos logrados en este ámbito no tuvieron aplicación práctica, aunque 
algunas medidas adoptadas por el nuevo gobierno estarán inspiradas en esos acuerdos (verbigracia: anulación de las leyes 
restrictivas sobre sindicatos adoptadas por el régimen militar).  
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gociación; la negociación salarial se enmarca dentro de las “pautas” fijadas por la política 
económica; y el poder de veto que se arroga el Poder Ejecutivo en caso de que el laudo 
se aparte de esas pautas (no decretando el contenido del laudo).25 

Más allá de las críticas formuladas sobre la aplicación del régimen de los Consejos de 
Salarios, su reinstalación determinará el regreso de la negociación colectiva y de la acti-
vidad sindical, en otras palabras, el restablecimiento de las relaciones colectivas de traba-
jo. Sin lugar a dudas, durante esta segunda etapa de funcionamiento de los Consejos de 
Salarios, habrá un sensible mejoramiento en lo que hace a lo salarial y demás condiciones 
de trabajo. 

Los actores sindicales y empresariales interactuarán, en un marco económico y político 
no exento de interferencias estatales, mediante el conflicto y la negociación colectiva, 
dentro de una relativa paridad o equilibrio de fuerzas. 

En lo que concierne a la legislación habrá un cierto impulso reformador que se refle-
jará en la aprobación de diversas normas laborales; así tenemos, por ejemplo, las leyes 
de restitución de los funcionarios públicos destituidos por la dictadura (Ley 15783 de 
28/XI/1985); la ley de reinstitucionalización del Banco de Previsión Social (Ley 15800 
de 17/I/1986); la ley que establece un nuevo régimen de prescripción laboral (Ley 
15837 de 28/X/1986); la ley de horas extras (Ley 15996 de 17/XI/1988); la ley sobre 
discriminación por razones de género (Ley 16045 de 2/VI/1989); la ley de modifica-
ción al régimen de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (Ley 16074 de 
10/X/1989) y la ley que instituye con carácter general el salario vacacional (Ley 16101 
de 10/XI/1989).26 

En el año 1990 asume como Presidente de la República el Dr. Luis Alberto Lacalle (Par-
tido Nacional) y con él se da inicio a un ciclo marcado por el predominio de políticas 
claramente regresivas en materia social y laboral.27 

Si bien el país tenía una larga experiencia en la aplicación de políticas de corte liberal 

25 Por esa época se constituyó el Consejo Superior de Salarios –órgano ad hoc de carácter consultivo– con el objetivo de in-
tentar que las pautas fijadas tuvieran un cierto nivel de consenso. No tuvo mucho eco, más bien constituyó un intento que 
fracasó por agudas discrepancias que imposibilitaron todo acuerdo.     

26 Además, durante esta época, fueron ratificados varios convenios internacionales del trabajo (Convenios 100, 111, 141, 144, 
148, 150, 151, 153, 154, 156, 159 y 161); así como la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José 
de Costa Rica”. El Poder Ejecutivo también presentó varios proyectos de ley que versaban sobre diversos tópicos laborales 
(protección del fuero sindical, creación de un fondo de garantía de los créditos laborales, modificación al régimen de seguro 
de paro, etc.) los que no tuvieron andamiento parlamentario.

27 Llevará a cabo un ajuste fiscal de clara inspiración neoliberal y monetarista.
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economicista, será con el gobierno del Partido Nacional (1990–1995) que la ideología 
neoliberal permeará con mayor fuerza la vida del país; a partir de la asunción del Dr. 
Lacalle se instala una elite gobernante con una clara y definida concepción neoliberal. 
Al tiempo que propugnan un retraimiento del Estado en materia social y económica, 
impulsan políticas de flexibilización y desregulación del mercado de trabajo y de los me-
canismos de tutela sociolaborales. 

Los gobiernos posteriores, no obstante corresponder al Partido Colorado, no introduje-
ron mayores cambios sino que, en puridad, continuaron con la aplicación de las políticas 
instauradas por el gobierno del Partido Nacional.28 

La flexibilización y desregulación laboral tendrá repercusiones en diversos planos. 

En primer lugar, hay un debilitamiento del rol del Estado y, en particular, del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social. Una clara subordinación de lo social a lo económico lo 
cual determinará que, en los hechos, ese ministerio tuviera escasa o nula incidencia en 
las políticas generales; fundamentalmente con aquellas que tienen que ver con el empleo 
y la determinación de los salarios. Respecto a los mecanismos administrativos de fiscali-
zación y contralor de la normativa laboral, éstos sufrirán un fuerte deterioro debido a la 
carencia de recursos materiales y de personal suficiente; y, sobre todo, por la aplicación 
sistemática de una política desproteccionista del trabajo y de los trabajadores.29 

Desde el punto de vista legislativo, a diferencia de otras experiencias en América Latina y 
el mundo, la flexibilización se llevará a cabo más bien por la no aprobación de nuevas nor-
mas que por la adopción de leyes desreguladoras,30 ello sin perjuicio de haberse aprobado 
algunas normas de claro contenido desregulador (verbigracia, la ley que reduce el plazo de 
prescripción de los créditos laborales y la que otorga estatus legal a las denominadas “Em-
presas unipersonales”). Las propias características del derecho laboral uruguayo, sumado a una 
política prescindente, llevarán a que el proceso de flexibilización y desregulación fuera más 
de hecho que de derecho; lo cual además, fue coadyuvado por una informalidad creciente 
y altos índices de desocupación. 

28 Dr. Julio María Sanguinetti (1995-2000) y Dr. Jorge Batlle (2000-2005). Un detalle no menor es que durante todo ese 
período, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, estuvo a cargo de un ministro perteneciente al Partido Nacional.

29 Uruguay fue observado en la Conferencia Internacional del Trabajo del año 2002 por incumplir con el Convenio 81 sobre 
Inspección de Trabajo.

30 No sólo no habrán iniciativas en el sentido de generar normas laborales con un sentido tuitivo por parte del gobierno, sino 
que todo intento de la oposición por legislar en materia laboral será bloqueado en el Parlamento por la bancada oficialista. 
Por otra parte, en los primeros años de la década del 90, el gobierno intentará regular la huelga, iniciativa que no prosperará 
por falta de apoyo parlamentario y una férrea oposición del movimiento sindical y gran parte de la doctrina laboralista.    
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A partir del año 1992 el gobierno deja de convocar a los Consejos de Salarios lo que pro-
vocará, salvo en ciertas ramas de actividad como la banca, el transporte, la salud privada 
y la construcción, un retraimiento y posterior declive de la negociación colectiva. 

Una situación que tendrá consecuencias directas en el sistema de relaciones de trabajo; 
por un lado alentará la negociación por empresa en menoscabo de la negociación por 
rama y, por otro, favorecerá la liberalización salarial provocando una pronunciada caída 
del salario real.31 En un país donde casi el 90% de las empresas son catalogadas de me-
dianas o pequeñas, en las cuales se torna difícil organizar un sindicato, la negociación por 
empresa significaría para la gran mayoría de los trabajadores que la determinación de los 
salarios quedará sujeta al arbitrio de los empleadores.32 

Por otra parte, la ausencia de mecanismos efectivos de protección de la actividad sin-
dical, aunado a la existencia de una clase trabajadora cada vez más fragmentada por 
los cambios operados en el mundo de la producción y el trabajo, provocará un fuerte 
debilitamiento de las organizaciones sindicales. El surgimiento de formas nuevas o 
“atípicas” de trabajo, la precarización del empleo, la tercerización y la descentralización 
empresarial son elementos que vinieron a contribuir a una creciente individualización 
de las relaciones de trabajo y al predominio de lo individual frente a lo colectivo, en 
detrimento de la sindicalización y la negociación colectiva. 

Asimismo, en estos años, asistiremos a influjo del pensamiento neoliberal a un quiebre en la 
doctrina ius laboralista, generándose una corriente doctrinal y jurisprudencial cuestionadora 
y adversa a los postulados fundamentales sobre los cuales se erigió el derecho del trabajo 
uruguayo. Tendencia que por otra parte es acompasada por una evolución –o involución– de 
la jurisprudencia hacia orientaciones civilistas o refractarias a los principios de protección y 
desigualdad compensatoria, de irrenunciabilidad y de continuidad que son pilares del derecho 
laboral. 

En el campo de la tutela social se llevará a cabo una reforma previsional inspirada en la ex-
periencia chilena, por la cual se introduce una modificación al régimen jubilatorio, creando 
un sistema donde junto al régimen de cobertura de jubilación por solidaridad generacional 
a cargo del Estado coexisten dos regímenes: uno de jubilación por ahorro individual obliga-

31 Debe recordarse que la OIT había observado reiteradamente a Uruguay por no cumplir con el Convenio 131 (relativo a la 
fijación de salarios mínimos), en virtud de que el gobierno fijaba de forma unilateral e inconsulta el salario mínimo nacional 
y el salario mínimo de los trabajadores rurales y domésticos.

32 Notaro da cuenta que de un total de 115.000 empresas formales existentes en el país, 110.000 tienen menos de 20 tra-
bajadores. Vide Jorge Notaro. La reforma laboral en el Uruguay 2005-2009.Participación para la regulación, Instituto de 
economía, Serie Documentos de Trabajo (DT 08/09), Facultad de Ciencias Económicas y de Administración (Universidad 
de la República), Diciembre de 2009, Montevideo (Uruguay), p.52.
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torio y otro de ahorro voluntario a cargo de entidades administradoras de carácter comer-
cial (Administradoras de Fondo de Ahorro Previsional –AFAP).33 

La prescindencia del Estado, el descaecimiento de la negociación colectiva y el debili-
tamiento sindical, aunado a un contexto de desempleo e informalidad, provocarán un 
reequilibrio de las relaciones laborales en favor del sector empresarial. Situación que 
redundó en un desmejoramiento en las condiciones de vida de la clase trabajadora. Al 
finalizar el período el país exhibirá un franco retroceso de los mecanismos de tutela social 
y un nivel de desprotección alarmante y escandaloso.34

33 Ley 16713 de 3/IX/1995.
34 Al final del período los niveles de pobreza y marginalización se habían incrementado sensiblemente (estimándose que la 

población en esa situación ascendía a una cifra cercana al millón de personas). Habiéndose producido un fuerte deterioro del 
salario real (se estima que en el período comprendido entre 2000 y 2004, agravado por la crisis financiera de fines de 2000 
que puso al país al borde del default, el poder adquisitivo del salario disminuyó aproximadamente 23%.
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2. La coyuntura política, económica y social de los años 90. La crisis del 
modelo y sus consecuencias.

2.1. Principales características del modelo económico

Orígenes de la aplicación de la estrategia neoliberal en Uruguay

Para ubicar los orígenes de la aplicación del modelo neoliberal en nuestro país, tenemos 
que remontarnos al menos hasta fines de la década del 50. En el marco de la fuerte re-
ducción en los flujos comerciales internacionales acaecida fruto de la Gran Depresión y 
la Segunda Guerra Mundial, nuestro país había experimentado una fase de crecimiento 
económico muy significativo en base al llamado modelo de industrialización por sustitu-
ción de importaciones. El producto interno bruto (PIB) uruguayo se expandió en térmi-
nos reales 91,1% entre 1944 y 1957, lo que representa una tasa promedio anual de 6,5%. 
Hacia finales de la década del 50 se asiste al agotamiento de este modelo de acumulación 
y se inicia una etapa de estancamiento productivo generalizado: en los años que van de 
1958 a 1968, la producción total del país apenas se incrementó 1,9% en términos reales 

(Bértola, 1991). 

El estancamiento de la economía uruguaya tiene diversas explicaciones según el enfoque 
desde el cual se aborde. Desde el Instituto de Economía de la Facultad de Ciencias Eco-
nómicas y de Administración, el planteo estuvo vinculado a la no existencia de una tasa 
de rentabilidad atractiva para la inversión en el agro y la industria manufacturera, cortan-
do el proceso de reproducción ampliada y conduciendo a los capitalistas a priorizar las 
inversiones en el sector financiero y la fuga de capitales (Instituto de Economía, 1969). 
La Comisión de Inversiones y Desarrollo Económico (CIDE), institución creada por el 
gobierno en 1959, elaboró un pormenorizado estudio sobre la estructura económica 
nacional, concluyendo en la necesidad de reformas estructurales que contribuyeran al 
desarrollo capitalista en el país (CIDE, 1963). Finalmente, la interpretación del Banco 
Mundial en base a un enfoque liberal del funcionamiento económico, situaba la causa 
fundamental de la crisis productiva en las distorsiones provocadas por la excesiva inter-
vención del Estado en la economía, particularmente en la fijación de precios de bienes y 
servicios, los salarios, las tasas de interés del sector financiero y los impuestos al comer-
cio exterior.

En el año 1959 el gobierno del Partido Nacional implementa la Reforma Monetaria 
y Cambiaria, norma a partir de la cual se establece la liberalización del mercado cam-
biario (que previamente funcionaba en forma muy segmentada, en base al control de 
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cambios) y se determina como objetivo prioritario de la política económica la estabi-
lidad monetaria como forma de controlar la inflación. En el año siguiente el gobierno 
uruguayo firma la primera Carta de Intención con el Fondo Monetario Internacional 
(FMI). 

Concreción del modelo de acumulación capitalista en Uruguay

A partir de la investidura de Jorge Pacheco Areco como Presidente de la República en 1968, 
se inicia una etapa de agudización de la lucha de clases en el país, que culmina con el Golpe de 
Estado de junio de 1973 y el inicio de la dictadura cívico militar. El Estado batllista (basado en 
el intento permanente de equilibrar los intereses de las clases y fracciones de clase) resultaba 
incompatible con las necesidades del sector dominante, consistentes en la generación de las 
condiciones económicas para la reproducción ampliada capitalista en el país. Dicha estructura 
se fue desmontando en forma progresiva al cabo de estos años. Al decir de Daniel Olesker, “el 
advenimiento definitivo de la dictadura cívico-militar es, en su parte sustancial, el resultado de la necesi-
dad de reestructuración del modelo de acumulación capitalista en el país hacia un modelo concentrador y 
excluyente que exigía una profunda redistribución regresiva del ingreso, un proceso de concentración de la 
propiedad y una liberalización sin restricciones al ingreso y egreso de capitales. Todo ello no era posible en 
las condiciones de la democracia uruguaya”. (Olesker, 2001)  

Algunos meses antes del quiebre institucional, el gobierno de Juan María Bordaberry dio 
aprobación al Plan de Desarrollo Económico 1973-1977, de clara orientación liberal. 
En este documento se propone una política monetaria de corte restrictivo como forma 
de reducir la inflación, una política salarial de contención, una política fiscal que tuviera 
como objetivo la reducción del déficit de las cuentas públicas y se visualiza a la iniciativa 
privada, en el marco de una economía abierta al exterior, como principal dinamizador 
de la producción para salir del estancamiento (Demasi y otros, 2009). Los cónclaves 
gubernamentales llevados adelante poco después del Golpe de Estado ratificaron el con-
tenido del plan y establecieron mecanismos para su implementación. De todas formas, 
la política económica aplicada en el período fue pragmática, combinando instrumentos 
de estímulo a determinados sectores de la economía (por ejemplo, las llamadas exporta-
ciones no tradicionales y el sector pesquero) con políticas netamente liberales (apertura 
total a los flujos de capital financiero y retiro progresivo de la participación del Estado en 
la fijación de precios). Así, Jorge Notaro identifica diferentes etapas en el período, a las 
que da el nombre de “invervencionismo reestructurador” al principio y “liberalismo esta-
bilizador” luego de una serie de cambios implementados en el año 1978 por el gobierno 
dictatorial (Notaro, 1984).  
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El período de la dictadura cívico militar se caracterizó por la recuperación de la inver-
sión productiva y el crecimiento económico, en base a un incremento enorme de la tasa 
de ganancia del capital. En los siete primeros años de gobierno de facto (1973-1980), el 
producto se expandió 36,2% lo que supone una tasa de crecimiento del 5,2% promedio 
anual (Bértola, 1991). El salario real promedio tuvo una caída de 33,8% en el período lo 
que da cuenta del gigantesco traslado de ingresos de los asalariados al capital. Se produjo 
una gran centralización del capital y una extranjerización casi total del sistema financiero, 
tendencias que se profundizaron en la crisis de 1982-1984. 

Consolidación y profundización del modelo

Tras la restauración democrática y particularmente durante la década del 90, se consoli-
dan y profundizan las transformaciones implementadas por la dictadura, lo que termina 
de asentar el modelo que Olesker caracteriza como liberal, aperturista, concentrador y 
excluyente (LACE). Para ello se implementaron un conjunto de reformas estructurales, 
sustentadas teóricamente en el llamado Consenso de Washington.

La reforma del sector externo implicó una apertura irrestricta de la economía a los mer-
cados internacionales. En lo que refiere a los flujos financieros, el proceso de apertura se 
había completado en las décadas previas. No obstante, en los años 90 se implementaron 
normas que propendieron a estimular la inversión extranjera en el país. Respecto a las 
transacciones comerciales, en la década del 90 se consolida el proceso de eliminación 
de la protección a la industria nacional, así como la estructura de incentivos a las expor-
taciones de ciertos productos. En conjunto a la apertura irrestricta al resto del mundo 
desde el punto de vista comercial, se produjo la integración comercial regional en el 
MERCOSUR, lo cual se puede resumir en la expresión “regionalismo abierto” que entra 
en uso en este tiempo.

Otro de los elementos clave de la política macroeconómica tiene que ver con la política 
antiinflacionaria. A partir de 1990 (año en que la inflación superó con creces el 100%) se 
implementa un plan de estabilización basado en un ancla cambiaria. En concreto, se esta-
bleció una banda de flotación para el tipo de cambio, por la cual el precio de la moneda 
extranjera crecía progresivamente, pero a una tasa inferior que los precios internos. El 
objetivo era abaratar en forma paulatina los precios de los productos importados como 
mecanismo para bajar la inflación. 

En lo que refiere al mercado laboral, tras la reinstalación de los Consejos de Salarios por 
rama durante el primer gobierno posterior a la dictadura (1985-1990), el Poder Ejecu-
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tivo encabezado por Luis Alberto Lacalle resolvió el retiro del Estado de la negociación 
colectiva, política que continuaron los gobiernos de Julio María Sanguinetti (1995-2000) 
y Jorge Batlle (2000-2005). La desregulación es el concepto que vertebra la política 
hacia el mercado de trabajo durante el período. Se desarrollan un conjunto de mecanis-
mos como la subcontratación, las tercerizaciones o los contratos a término, los cuales 
contribuyen a deteriorar la calidad del empleo. La proliferación de la contratación de 
empresas unipersonales, como forma de esconder relaciones de dependencia laboral con 
el objetivo de recortar derechos, se enmarca también en este modelo.

Cabe señalar que en determinadas ramas de la actividad económica se mantuvieron los 
espacios de negociación colectiva. Se mantuvo la negociación colectiva tripartita en sec-
tores donde la evolución salarial puede incidir en las cuentas públicas o en tarifas de gran 
importancia en la canasta de consumo (salud privada, transporte, construcción, empresas 
públicas). Por su parte, en aquellos sectores donde los sindicatos tenían la suficiente forta-
leza para lograrlo, se mantuvo el funcionamiento de los espacios de negociación bipartitos 
a nivel de rama (banca, bebida, papel). No obstante, la inmensa mayoría de los trabajadores 
quedaron fuera de cualquier instancia de negociación colectiva.

Además de los cambios en la política macroeconómica y las reformas estructurales lle-
vadas adelante en el sector externo y en el mercado laboral, se implementaron otras 
transformaciones (también estructurales) en aspectos no relacionados solamente con la 
economía pero estrechamente vinculados con el funcionamiento económico. Todos estos 
procesos compartieron la misma lógica mercantilizadora. Podemos considerar la refor-
ma del Estado, orientada básicamente a la reducción del peso del sector público en sus 
funciones sociales y la disminución de la cantidad de funcionarios. En la segunda mitad 
de la década del 90, se llevaron adelante las reformas en la seguridad social y en la edu-
cación, también inspiradas básicamente en la matriz neoliberal. 

2.2 Los resultados del modelo

Desde el punto de vista de los objetivos, como modelo de acumulación capitalista, po-
demos afirmar que el mismo fue exitoso: se lograron tasas de crecimiento económico 
altas en comparación con la historia del país (el producto bruto se expandió 37% en la 
década del 90) y se redujo significativamente la inflación (del pico de 129% anual en 
1990 pasó a ubicarse por debajo del 10% en 1998). No obstante, desde el punto de vista 
social, las consecuencias de la aplicación de este conjunto de políticas fueron nefastas. El 
crecimiento económico fue muy concentrado, al punto que los salarios reales promedio 
apenas se incrementaron en la década. El combate a la inflación implicó la destrucción de 
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buena parte del aparato industrial del país. El desempleo abierto aumentó a pesar de la 
expansión económica, aumentando también las distintas formas de precariedad laboral. 
La pobreza se redujo en la primera mitad de los años 90, para luego tomar una tendencia 
ascendente y ubicarse, a fines de la década considerada, aproximadamente en los niveles 
iniciales.  

Uno de los efectos más significativos de la aplicación de este modelo fue la disminución 
sustancial del peso de la industria manufacturera en la estructura económica nacional, 
operada durante la década del 90. El peso de la industria en el producto total cayó 10 
puntos porcentuales en apenas una década (de 26,8% en 1989 a 16,7% en 1999), lo 
que implicó una pérdida de unos 90 mil puestos de trabajo industriales. Estos resultados 
se explican por la aplicación combinada de la apertura comercial externa (que expuso 
a todas las ramas de la industria a la competencia con el resto del mundo) junto a una 
política antiinflacionaria que condujo a un claro atraso cambiario (provocando una drás-
tica pérdida de competitividad). La reducción del empleo fue generalizada a todas las 
ramas de la industria manufacturera, aunque algunas de ellas se vieron menos afectadas 
(alimentación), mientras que otras sufrieron las caídas más significativas (metal, textil, 
vestimenta).

En la década del 90 la economía sufrió un proceso de significativa transnacionalización. 
El flujo anual de inversión extranjera fue en continuo ascenso, al punto que el stock 
de inversión extranjera directa (IED) acumulada pasó de 510 millones de dólares en 
1990 a 2.369 millones en 1998 (Olesker, 2001). El flujo anual de inversión extran-
jera directa en relación al producto, que en 1990 se ubicó en 0,6% pasó a ser 2% en 
1998. La mayor parte de las empresas transnacionales que se instalaron en Uruguay se 
orientaron a ramas del sector servicios, destacándose particularmente el aumento de 
la inversión en el comercio y también la caída en las inversiones extranjeras destina-
das a la industria manufacturera vinculada a la sustitución de importaciones (se siguió 
recibiendo inversión extranjera en las ramas de la industria manufacturera de base 
primaria) (Bittencourt, 2009).

Otra de las consecuencias de la aplicación del modelo fue el importante crecimiento 
de las importaciones realizadas por el país, fruto de la combinación del aumento del 
ingreso doméstico y fundamentalmente del abaratamiento de los productos importados 
provocado por el atraso cambiario. Las importaciones (medidas en dólares corrientes) se 
triplicaron al cabo de apenas ocho años, entre 1990 y 1998. En dicho período, la balanza 
comercial pasó de tener un saldo superavitario de 350 millones de dólares a un déficit 
de 1.041 millones (Olesker, 2001). En lo que refiere a la composición de la canasta de 
importaciones, se aprecia un importante incremento en la participación de los bienes 
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de consumo y una caída en la de bienes intermedios, lo que se vincula con la pérdida de 
peso de varias ramas de la industria manufacturera. El déficit comercial se financió con 
endeudamiento externo, que casi se duplicó en el correr de la década. 

Un efecto claro del modelo económico aplicado en los años 90 fue la consolidación del 
llamado desempleo estructural, sumado a un crecimiento significativo de la precariedad 
laboral. Asistimos a una década de expansión económica donde no solamente no se redujo 
la tasa de desempleo, sino que aumentó: en 1991 la tasa de desempleo abierto era de 8,9% 
mientras que en 1998 dicho guarismo ascendía a 10,1%. El aumento de la desocupación 
afectó en mayor medida a los individuos con menor nivel educativo. Además del desempleo 
abierto, se profundizaron los problemas de empleo en los trabajadores ocupados: se incre-
mentó la cantidad de ocupados sin cobertura de seguridad social, así como el número de 
subempleados e informales (cuentapropistas). Entre 1993 y 1998 la cantidad de puestos de 
trabajo cotizantes se mantuvo prácticamente estancada (BPS, 2013). Otro reflejo de esta 
realidad es la gran caída en los niveles de sindicalización en este período, proceso vinculado 
(entre otras cuestiones) a la importante reducción en el empleo industrial. 

La desigualdad económica se incrementó significativamente. Las distintas medidas que 
se pueden adoptar para medir los aspectos distributivos suscriben esta afirmación. En lo 
que refiere a la distribución funcional del ingreso (es decir, entre las propietarios de los 
factores productivos) podemos afirmar que la masa salarial perdió participación en el 
ingreso nacional. El producto total de la economía se incrementó 37% en la década, pe-
ríodo en el cual se mantuvo prácticamente estancada la cantidad de asalariados y el salario 
real promedio creció apenas 4%, de lo cual se puede deducir una fuerte concentración 
favorable a los ingresos del capital. 

De acuerdo a datos presentados por Daniel Olesker citando al Instituto Cuesta Duarte, 
entre 1990 y 1999 el ingreso nacional del país se incrementó 48,5% y la masa salarial so-
lamente 10,6%. Otro dato significativo tiene que ver con el aumento de la concentración 
a la interna de los propios asalariados (Olesker, 2001) tanto entre trabajadores de dis-
tintas ramas de actividad económica (fruto de las importantes diferencias en la fortaleza 
sindical existente en los distintos sectores) y también a la interna de los sectores, funda-
mentalmente entre empresas de mayor y de menor tamaño (con un sesgo desfavorable 
a estos últimos). Finalmente, el índice de Gini35 pasó de ubicarse en un valor apenas por 
encima de 0,41 en 1989 a casi 0,44 al cabo de 10 años. Esta tendencia al crecimiento de 
la desigualdad se vio más claramente en la segunda mitad de la década del 90. 

35 Indicador que refleja la desigualdad de ingresos personales. Varía entre 0 y 1 aumentando de valor cuánto más desigual es la 
distribución de los ingresos.
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2.3 La crisis y sus impactos

Caracterización de la crisis 1999-2002

La crisis del modelo no se inicia con la debacle financiera de mediados del año 2002. Por 
el contrario, dicho suceso fue la finalización de una crisis que había empezado bastante 
tiempo antes y que se explica por las propias características del modelo de acumulación 
de capital implementado en las décadas previas. La crisis de 1999-2002 fue el corolario 
inevitable de un modelo concentrador de la riqueza y excluyente desde el punto de vista 
económico y social. 

La crisis se gesta con el propio desarrollo del modelo, que generó pérdida de compe-
titividad de la producción nacional, aumento del desempleo, desequilibrios comer-
ciales profundos, exclusión social y económica de miles de uruguayos. Un conjunto 
de factores externos actuaron como desencadenantes de la recesión en el país. La 
devaluación del real, llevada adelante por el gobierno de Brasil (socio comercial cla-
ve de Uruguay) a principios del año 1999 tuvo un impacto directo en la economía 
uruguaya, perjudicando significativamente a las actividades exportadoras. A ello se 
sumó el inicio de la recesión en Argentina y posteriormente la aparición de un foco 
de fiebre aftosa en nuestro país, que intensificó las dificultades para las exportacio-
nes.

Según Daniel Olesker, la crisis tiene al menos cinco dimensiones que se interrelacio-
nan entre sí: productiva, laboral, distributiva social, fiscal y financiera. De acuerdo a 
su diagnóstico, la crisis distributiva social, que se expresa en un deterioro en las condi-
ciones de vida de la población, luego de agotada la etapa de “crédito fácil” al consumo 
genera una caída en las ventas del mercado interno y con ello una reducción en el 
empleo y también un desequilibrio en las cuentas públicas (reducción de los ingresos 
fiscales por IVA y aportes a la seguridad social, incremento de los gastos por seguro 
de desempleo). A su vez, la crisis productiva se vincula con la crisis laboral, dado que 
el modelo productivo genera desempleo y precariedad estructurales. A medida que se 
profundizan los problemas económicos, las empresas y los hogares comienzan a tener 
problemas para el pago de sus deudas, lo cual provoca consecuencias negativas sobre 
la estabilidad bancaria. 

Sumado a los problemas del propio modelo, se pueden señalar errores de diagnóstico 
por parte del gobierno, que agravaron las consecuencias de la crisis. Por un lado, en 
referencia a la apreciación de la coyuntura económica regional (devaluación en Brasil y 
recesión en Argentina). También en lo que refiere a las medidas para enfrentar la crisis, 
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que no hicieron más que profundizar los problemas (el ajuste fiscal tuvo consecuencias 
recesivas) (Olesker, 2012).

Otro elemento importante para explicar la crisis tiene que ver con el hecho de que la re-
gulación del sistema financiero presentaba numerosos problemas e imperfecciones (vin-
culados a la llamada garantía implícita del sector público y el riesgo moral). Buena parte 
de las instituciones financieras que actuaban en la plaza uruguaya antes de la eclosión de 
la crisis bancaria en 2002 arrastraban problemas significativos, algunos de ellos desde la 
década del 80 (Polgar, 2003).

Impactos de la crisis

La crisis implicó una reducción muy significativa de la actividad económica. El producto 
cayó 17,7% en los cuatro años que van desde 1999 a 2002. Entre 1999 y 2001 la econo-
mía se vio sumida en una recesión y la producción nacional se contrajo 7,5% mientras 
que en 2002 se produjo la debacle y el PIB se redujo 11% en apenas un año. A nivel de 
grandes sectores, los que tuvieron las caídas más importantes fueron la construcción, el 
comercio y la industria manufacturera. 

Si bien distintos sectores sociales fueron negativamente afectados, los datos nos permiten 
afirmar que la crisis cayó sobre los hombros de los trabajadores y sus familias. El salario 
real promedio comenzó a descender en el año 1999, al igual que el producto. Sin em-
bargo, a partir de 2003 la producción global inició su recuperación, pero el salario real 
continuó cayendo hasta 2004, acumulando una reducción de 23,2% en cinco años. El 
peso de los ingresos salariales como proporción del total de la riqueza generada en el país 
se redujo drásticamente, fruto de la gran caída en los salarios y en el empleo, pasando de 
representar el 34% del producto en 1998 a ubicarse en 27,1% en el año 2003 según un 
estudio del Instituto Cuesta Duarte en base a datos del Instituto Nacional de Estadística 
(INE) y el Banco Central (Cuesta Duarte, 2011). 

La tasa de desempleo abierta, que ya se había consolidado en los dos dígitos durante la 
segunda mitad de la década del 90, se disparó con la recesión y la crisis hasta alcanzar el 
17% promedio anual en 2002. En setiembre de ese año dicha tasa registró el guarismo 
mensual más alto: 20,4% de desocupación. Las limitaciones en el empleo se profundi-
zaron y los trabajadores no registrados a la seguridad social superaron el 40% del total 
de ocupados en 2004. Este fenómeno fue particularmente marcado en sectores como el 
servicio doméstico, la construcción y el comercio.

El agotamiento de las reservas del Banco Central condujo al fin del régimen de tipo de 
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cambio de bandas de flotación, vigente desde la aprobación del Plan de Estabilización 
en 1990. La devaluación de la moneda nacional hacia mediados del año 2002 fue muy 
importante, con consecuencias significativas en términos de inflación (debido al enca-
recimiento de los productos e insumos importados), trayendo enormes problemas a los 
ciudadanos con deudas en moneda extranjera. El precio del dólar prácticamente se du-
plicó entre enero y setiembre de 2002.

En los años de recesión y crisis se registró una importante caída del flujo de bienes y ser-
vicios transados con el exterior. Según los datos de cuentas nacionales, las exportaciones 
se redujeron 7,7% en términos de volumen físico entre 1998 y 2002 mientras que las 
importaciones se desplomaron 28,2% en igual período. La cuenta corriente, que en el 
2000 tuvo su registro más deficitario (566 millones de dólares), en el año 2002 tuvo un 
superávit de 382 millones de dólares producto de la enorme caída en las importaciones, 
fundamentalmente en lo que refiere a bienes (más de 1.000 millones de dólares). En el 
año 2002 la balanza de pagos cerró con un balance deficitario de más de 2.000 millones 
de dólares, fruto de la enorme pérdida de reservas sufrida por el Banco Central.

Entre 2001 y 2003 la pobreza medida por el método del ingreso creció unos 13 pun-
tos porcentuales y en 2004 se estima que aproximadamente un millón de individuos se 
ubicaban por debajo de la línea de pobreza. La indigencia o pobreza extrema36 también 
registró un incremento significativo.

La deuda pública (interna y fundamentalmente externa), que venía en ascenso fruto de 
las características del modelo de crecimiento económico implementado en los años 90, 
aceleró su crecimiento con la crisis. En el año 1999 el déficit del sector público se mos-
traba ya muy elevado, alcanzando el 3,9% del producto. En 2002 el resultado fiscal arro-
jó un déficit de 4,9% del PIB. En 2002 y 2003 el sector público se endeudó por más de 
2.000 millones de dólares. Esta realidad, sumada a la fuerte caída de la producción na-
cional, provocó que en estos dos años el ratio deuda pública producto superara el 100% 
(es decir, que toda la riqueza producida en un año no era suficiente para cubrir la deuda 
pública).

En definitiva, con la crisis de 1999-2002 la calidad de vida del pueblo uruguayo se vio no-
toriamente empeorada, con el conjunto de las variables económicas y sociales alcanzando 
niveles realmente dramáticos. 

36 Se considera indigente a aquellas personas cuyos ingresos no les permite cubrir la canasta básica de alimentos (CBA).
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PARTE II

1. Cambios en la política socioeconómica desde 2005

1.1 Cambios en la política macroeconómica 

Cambio de rumbo e instrumentación de la política macroeconómica

Al asumir el gobierno el Frente Amplio en marzo de 2005, el país recién estaba comen-
zando a recomponerse de una de las crisis más profundas de su historia, la cual había 
tenido su punto más grave en el año 2002. La situación económica, social e institucional 
a la que se enfrentaba la nueva administración era muy compleja. 

La producción había experimentado una caída cercana al 18% entre 1999 y 2002, el 
endeudamiento (tanto público como privado), que se había disparado con la crisis, se 
encontraba en niveles insostenibles y el sector financiero se encontraba en un estado de 
extrema vulnerabilidad. En el plano social, la pobreza había trepado a niveles dramáticos, 
alcanzando el millón de personas, mientras que la pobreza extrema afectaba a cerca de 
200 mil personas. El desempleo y la precariedad laboral habían aumentado a la vez que 
el poder adquisitivo del salario se contrajo en el entorno de 23% en los primeros cinco 
años de la década. 

En este contexto de fuertes desequilibrios internos y externos, la política económica del 
nuevo gobierno buscó compatibilizar el reordenamiento macroeconómico, enfrentando 
los problemas de endeudamiento –que constituían una fuerte restricción en el manejo 
de la política económica- e intentando recomponer el crecimiento de la economía, a la 
vez de dar respuesta de manera rápida a la fuerte crisis social que se había gestado en los 
años previos. 

En materia de endeudamiento se llevó adelante una estrategia que combinó el dar cum-
plimiento a las obligaciones contraídas de manera de aportar confianza y credibilidad, 
con una política de reestructuración de la deuda que redujera la dependencia y vulnera-
bilidad externa del país en materia financiera. En este sentido la política de gestión de 
la deuda buscó cambiar el “perfil” de la misma en términos de plazos, monedas y tasas, 
apuntando además a reducir la deuda condicionada contraída con los organismos inter-
nacionales por deuda soberana colocada en los mercados internacionales. 
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La política social se asumió como un puntal y no de manera soslayada a la política ma-
croeconómica, instrumentándose de manera casi urgente una batería de medidas y pro-
gramas con el objetivo de reducir la enorme deuda social. Con esta finalidad se crea el 
Ministerio de Desarrollo Social (Mides), que en una primera instancia estuvo al frente 
del Programa de Asistencia Nacional a la Emergencia Social (PANES), y más tarde pasó a 
ser el encargado de coordinar el diseño, la instrumentación y evaluación, de un conjunto 
de políticas públicas, destinadas a la protección y superación de condiciones de vulnera-
bilidad socio económica. 

Para reactivar la economía, y fundamentalmente para lograr tasas de crecimiento adecua-
das y sostenibles en el tiempo, era imprescindible rebatir los históricamente bajos niveles 
de inversión de la economía, un rasgo característico de la historia del país, usualmente se-
ñalado como el factor determinante del pobre desempeño de la economía uruguaya en el 
siglo pasado. Con esta finalidad se instrumentaron y rediseñaron distintos mecanismos e 
incentivos de manera de promover la inversión, tanto nacional como extranjera. Dentro 
de estas políticas de estímulo a la inversión, se destacan un conjunto de medidas de corte 
transversal, que en buena medida descansan en renuncias fiscales: reducción de la tasa de 
impuesto a la renta, exoneraciones temporales, devoluciones de impuestos indirectos, 
reducción de tasas de aportes patronales a la seguridad social, entre otras. 

También se puso mucho énfasis en mejorar el clima de negocios, estableciendo reglas 
claras y metas macroeconómicas que dieran cuenta de los avances logrados y fueran fá-
cilmente verificables. Esto, además de fomentar la inversión, estaba destinado a brindar 
una imagen de país serio y de manejo de la política económica responsable, un aspecto 
que siempre se había cuestionado en un posible gobierno progresista y que era central 
establecer luego del desajuste que había provocado la crisis. 

A nivel sectorial también se intentó promocionar algunas actividades no tradicionales de 
la economía local, instrumentando algunas políticas que le permitieran superar los obs-
táculos y debilidades a los que se enfrentaban, aunque el grado de articulación de estas 
políticas con la promoción de inversiones u otras políticas macroeconómicas terminó 
siendo relativamente escaso. 

Se esperaba que la reactivación de la economía, junto a un conjunto de políticas laborales 
específicas, lograra que los resultados en materia de crecimiento se tradujeran en la crea-
ción de más y mejores puestos de trabajo. Con esta finalidad, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social fue el encargado de llevar adelante políticas específicas de empleo y de 
coordinar la política salarial, la que luego de varios años volvería a organizarse bajo un 
sistema de negociación colectiva. 
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La otra herramienta relevante en relación a la política salarial sería el incremento del 
Salario Mínimo Nacional (SMN). En la medida en que en los años previos, éste había 
dejado de ser el referente para la determinación de los aportes personales y varios be-
neficios vinculados al trabajo, era posible que el mismo empezara a recuperarse de los 
niveles irrisorios en los que había permanecido durante años y volviera a cumplir el rol 
de regulador del mercado laboral, en particular en lo que atañe al sector informal ya que 
el resto de los trabajadores pasaría a estar cubierto por los salarios mínimos establecidos 
en sus respectivos Consejos de Salarios. 

La política económica de la nueva administración se completaba con una serie de reformas 
estructurales que se irían llevando adelante en el correr del primer período de gobierno 
frenteamplista, entre las que se destacaban la reforma tributaria y la reforma de la salud. 

En el caso de la reforma tributaria, se buscaba promover con ésta la inversión productiva 
y el empleo, a la vez de sustituir un sistema tributario ineficiente y complejo, con mu-
chos impuestos que recaudaban muy poco y un alto grado de evasión, y que era injusto y 
regresivo en términos distributivos, apoyado fuertemente en la presencia de impuestos 
que gravaban al consumo. 

La reforma de la salud, por su parte, tenía entre sus principales objetivos promover un sis-
tema de salud incluyente, de amplia cobertura y con un financiamiento solidario. Para esto 
se creó un Sistema Nacional Integrado de Salud tendiente a asegurar cobertura universal, 
equitativa y solidaria de salud a la población. Este sistema se basó en la constitución de un 
fondo único de carácter contributivo de los hogares, que aportarían en función de sus in-
gresos y adquirían con esto derecho a la cobertura familiar, complementado con aportes del 
Estado. A su vez los hogares tendrían derecho a la libre elección de prestadores de salud in-
tegrales públicos o privados sin fines de lucro mientras que las instituciones prestadoras de 
salud debían otorgar el Plan Integral de Atención en Salud por igual a todos sus afiliados, co-
brando al Fondo Nacional de Salud capitas ajustadas por edad, sexo y metas de prestaciones. 

La otra gran reforma proyectada pero que se llevó adelante con menor grado de conclu-
sión que las anteriores, fue la reforma del Estado. Los principios rectores de la misma 
eran la redefinición de los contenidos de los puestos de trabajo y perfil de competencias 
para acceder a los mismos, el acceso por concurso a la función pública con criterios trans-
parentes y de libre concurrencia, la capacitación permanente de los funcionarios y la de-
finición de sistemas de objetivos de desempeño, tanto individuales como colectivos, que 
luego se vincularían a las remuneraciones. Sin embargo los avances fueron más lentos, a 
pesar del impulso que buscó darle la segunda administración frenteamplista. No obstan-
te, por distintas vías se cumplieron igualmente algunos de los objetivos propuestos. 
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A diferencia de lo sucedido en las administraciones anteriores, por primera vez se situaba 
en pie de igualdad la política económica y la política social, buscando integrarlas como 
partes inseparables de una estrategia de desarrollo. En este sentido, la estabilidad ma-
croeconómica no era vista como un fin en sí mismo sino como un requisito para alcanzar 
el crecimiento sostenido de la economía, el que tenía que estar al servicio de la mejora 
en la calidad de vida de la población y debía traducirse en mejoras concretas en cuanto a 
salud, vivienda, educación y protección social (Cuesta Duarte, 2005). 

La reforma tributaria 

La reforma tributaria fue el buque insignia del primer gobierno frenteamplista. Fue per-
cibida por la población como una de las reformas más importantes llevadas adelante. En 
primer lugar porque era una reforma anunciada y debatida antes incluso de que el Frente 
Amplio ganara las elecciones, pero fundamentalmente porque fue percibida por la pobla-
ción como la reforma que más afectaría los ingresos y gastos de los hogares. 

Los objetivos centrales de la reforma eran alcanzar una mayor equidad tributaria, simpli-
ficar el sistema existente y promover la inversión productiva y el empleo. 

Con el fin de promover un sistema tributario más equitativo, se buscó asociar la carga 
tributaria a la capacidad de contribución de los distintos sectores, gravando con mayores 
tasas a los hogares que percibieran mayores ingresos, y gravando menos a quienes perci-
bieran ingresos menores y tuvieran menor capacidad de pago. Asimismo, con el objetivo 
de simplificar el sistema tributario existente se eliminaron una cantidad importante de 
impuestos, de muy baja recaudación (algunos de ellos menores incluso a sus costos de 
gestión) y de difícil fiscalización. La simplificación del sistema traería aparejados mayores 
controles –vinculados a la reforma de la administración tributaria que incluyó una re-
forma de la Dirección General Impositiva (DGI), el Banco de Previsión Social (BPS) y la 
Dirección Nacional de Aduanas (DNA)-, con lo que se esperaba un descenso de la evasión 
y en contrapartida un incremento de la recaudación. 

Un pilar fundamental de la reforma era la promoción de la inversión productiva y el em-
pleo, de modo de generar condiciones que estimularan el crecimiento económico. 

En la práctica los cambios más relevantes estuvieron asociados a la incorporación del 
Impuesto a la Renta a las Personas Físicas (IRPF) en sustitución del Impuesto a las 
Retribuciones Personales (IRP) y a la rebaja del Impuesto al Valor Agregado (IVA) 
que junto con la eliminación del COFIS –impuesto que se añadía al IVA- represen-
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taba una reducción importante de los impuestos indirectos. En el caso del IRPF, 
el mismo al ser un impuesto a la renta personal pasaba a gravar no solamente a los 
asalariados como gravaba el impuesto a los sueldos sino al resto de los ingresos de 
los hogares. El impuesto admitía una serie de deducciones que entre otros, incluía 
los gastos de salud y las contribuciones a la seguridad social y el número de hijos 
menores a cargo, y se esperaba que se fueran ampliando. La otra novedad en rela-
ción al impuesto a la renta es que el mismo planteaba tasas de aporte progresionales 
(crecientes) por tramo de ingreso –con la excepción de las rentas del capital que se 
gravaban a una única tasa- de manera que los ingresos más elevados tributaran una 
tasa mayor, a la vez que existía una primera franja de ingresos que estaba exonerada 
de aportes. Esto permitía que un número importante de personas quedaran exone-
radas del pago de impuesto a la renta mientras que bajo el régimen anterior pagaban 
impuesto a los sueldos. 

Principales resultados alcanzados en materia económica y social

En el último lustro Uruguay experimentó un período de dinámico crecimiento económi-
co en términos históricos, únicamente comparable con el registrado en el país entre los 
años 1945 y 1955. Entre 2004 y 2013, el producto se expandió 64,7%, lo que equivale a 
un crecimiento promedio anual del 5,7%. Esto fue posible por la conjunción de un con-
texto externo favorable a los productos que exporta Uruguay con un contexto interno 
dinámico impulsado por la inversión (que pasó de representar el 15% del producto en 
2004 al 23,4% en 2013) y el consumo interno sustentado en la mejora de los ingresos 
de los hogares, tanto por la vía del crecimiento del empleo como de los ingresos de los 
asalariados y demás ingresos del hogar. 

Estos resultados permitieron, en términos comparados, que la economía uruguaya creciera 
sistemáticamente por encima del promedio de las economías latinoamericanas, logrando 
posicionarse en 2013 como el país con el mayor producto per cápita de la región, con un 
ingreso promedio cercano a los 16.800 dólares al año, superando luego de varios años de 
liderazgo a Chile. 

Asimismo, el menor crecimiento de Estados Unidos y Europa Occidental, ambas regio-
nes sacudidas por la crisis financiera desatada en 2008, permitió, durante este período, 
un acortamiento de la brecha de ingresos per cápita entre Uruguay y esas regiones desar-
rolladas, aunque todavía es muy temprano para distinguir entre un fenómeno coyuntural 
o sustentado en aspectos más estructurales. 
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Gráfico 1 - Evolución del PIB a precios constantes del año 2005

Fuente: IECON - FCEyA

En cuanto a la estructura productiva, estudios recientes muestran que independiente-
mente de la medición que se utilice, las mismas han permanecido relativamente invaria-
das para el período 1998-2012 (Bértola y otros, 2013). Sin perjuicio de ello, las princi-
pales modificaciones operadas dentro del período se dieron en el sector de Transporte, 
Almacenamiento y Comunicaciones, el cual pasó de representar un 7,7% del producto 
interno bruto (PIB) en 1998 a un 17,9% en 2013, impulsado por fuertes ganancias de 
productividad. Las actividades primarias y manufactureras, si bien se expandieron a lo 
largo del período, lo hicieron a menor ritmo que el promedio de la economía, por lo que 
redujeron levemente su participación en el total.

Cuadro 1 - Descomposición del PIB por sectores de actividad a precios constantes 
de 2005

Sector de Actividad 1998 2004 2008* 2013*
Actividades primarias 9,3% 10,4% 8,4% 8,6%
Industria manufacturera 15,7% 15,7% 17,5% 14,2%
Suministro de electricidad, gas y agua 3,9% 3,5% 1,6% 2,4%
Construcción 7,2% 5,8% 6,4% 6,1%
Comercio, reparaciones, restaurantes y hoteles 17,5% 14,2% 15,5% 15,9%
Transporte, almacenamiento y comunicaciones 7,7% 8,5% 13,4% 17,9%
Otros servicios 39,4% 41,9% 37,2% 34,8%
Valor Agregado Bruto (VAB) 100% 100% 100% 100%

Fuente: BCU

Por otra parte, el crecimiento muy dinámico de países como China e India, permitieron 
un crecimiento de la demanda internacional de productos básicos y materias primas, 
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parte de los cuales Uruguay es exportador. Entre 2004 y 2013, el valor de las exporta-
ciones de bienes se multiplicó por 3,9 y el de los servicios exportados por 4,3. A nivel de 
los mercados de destino de las exportaciones uruguayas, los mismos se han diversificado 
a la vez que se ha reducido la dependencia comercial con el Mercosur (en particular con 
Argentina) y con los Estados Unidos. Por el contrario, ganaron presencia en el comercio 
exterior uruguayo socios comerciales como China, que en 2013 explicó el 16% de las 
exportaciones, ubicándose como segundo destino comercial de bienes. También operó 
cierta diversificación de la canasta exportadora de bienes, incorporándose con un peso 
muy significativo productos como la soja o la celulosa, aunque manteniendo el carácter 
primario exportador de la inserción internacional uruguaya. 

El crecimiento de la economía se dio en el marco de una política macroeconómica equili-
brada. La inflación en el período 2004-2013 se ubicó en promedio en 7,5% anual, guar-
ismos bajos para la historia inflacionaria del Uruguay, a pesar de ubicarse en los últimos 
años sistemáticamente por encima de los objetivos trazados por el Banco Central. 

El manejo del endeudamiento externo fue exitoso. Al asumir el gobierno en 2005, la 
deuda pública una vez descontadas las reservas internacionales, lo que se conoce como 
deuda neta, se ubicaba en un porcentaje cercano al 70% del PIB, a la vez que la deuda 
estaba mayormente nominada en dólares, lo que constituía una importante vulnerabili-
dad para la economía. En 2013 el endeudamiento bruto se ubicó por debajo del 60% del 
producto y los niveles récord de reservas internacionales, permitieron que la deuda neta 
representara aproximadamente 23 puntos del PIB, encontrándose el 38% nominada en 
moneda extranjera y estando el 83% colocada a tasas fijas. Esto ha sido posible y como 
consecuencia de un manejo fiscal sostenible en el tiempo, más allá de las desmejoras pun-
tuales del resultado fiscal en algunos períodos. 

En materia de recaudación impositiva, la reforma tributaria permitió una redistribución de 
los gravámenes, ganando importancia los impuestos directos (como el IRPF) que gravan 
progresivamente en función de los ingresos en desmendro de los impuestos indirectos rela-
cionados al nivel de consumo (como el IVA), con efectos beneficiosos para la distribución 
del ingreso. En este sentido, en 2003 los impuestos indirectos representaban el 72% de la 
recaudación impositiva y el 28% restante correspondía a impuestos directos mientras que 
en 2013 esos porcentaje se modificaron pasando a representar el 62% y 38% respectiva-
mente, de la mano de un crecimiento en el gravamen de la renta a las personas físicas (Val-
larino, 2004). La reforma permitió pasar de un sistema tributario regresivo a un sistema en 
conjunto progresivo, que permite ciertas mejoras en la distribución del ingreso. 
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El Gasto Público Social (GPS)37 en Uruguay transitó por una senda de crecimiento ininter-
rumpido desde el año 2004 hasta 2012. A lo largo del período el GPS se expandió 91,7% 
en términos constantes,38 registrando importantes incrementos  en todos los rubros rela-
cionados a la inversión social. El GPS aumentó 5,7 puntos porcentuales en relación al PIB y 
pasó de representar el 60,9% del gasto público total en 2004 al 75,5% en 2013, de la mano 
de la priorización fiscal que se le dio a asignar recursos hacia estos rubros.39 Además, esta 
priorización del gasto hacia la política social se dio focalizadamente, de manera de afectar a 
la población de menores ingresos. 

Cuadro 2  - Prioridad Fiscal y Macroeconómica del GPS y desagregación por funciones

Estructura Variación
2004 2012 2012 vs 04 

GPS/PIB 19,5% 25,2% …
GPS/GPT 60,9% 75,4% …

GPS por funciones
Seguridad y Asistencia Social 60,0% 49,5% 58,1%
Salud 16,3% 24,3% 186,4%
Educación 15,7% 18,3% 124,2%
Vivienda y Servicios comunitarios 7,1% 6,4% 71,0%
Gasto Público Social no convencional 0,9% 1,5% 227,5%
TOTAL GPS 100% 100% 91,7%

Fuente: MIDES

En lo que hace a la evolución del GPS por funciones, se destacan los importantes es-
fuerzos realizados en materia de Salud y Educación, dos dimensiones en las cuales la 
priorización fiscal era indispensable para comenzar a paliar situaciones de abandono en 
aspectos como la infraestructura o las remuneraciones de los trabajadores del sector. 

Estos aspectos, juntos con las mejores condiciones del mercado de trabajo, tanto en lo 
relacionado al crecimiento del empleo como de los salarios -impulsados por la negoci-
ación colectiva y las políticas de aumento del SMN-, fueron determinantes para reducir 
significativamente los niveles de pobreza e indigencia y para lograr mejoras en la distri-
bución del ingreso. La pobreza pasó de afectar a 4 de cada 10 uruguayos a prácticamente 
1 de cada 10, mientras que la indigencia se redujo a niveles cercanos a la erradicación. La 
desigualdad de ingresos por su parte, aproximada a través del índice de Gini, comenzó 
un importante proceso de disminución desde 2008 a esta parte. Todo esto demostró que 

37 El Gasto Público Social (GPS) es el conjunto de erogaciones destinadas básicamente a la seguridad y asistencia social, vivien-
da, salud y educación. 

38 Al expresar la variación en términos constantes se aisla el efecto del crecimiento de los precios, permitiendo arribar a una 
medida más cercana a la “cantidad” de bienes y servicios prestados.

39 El Gasto Público Total (GPT) como porcentaje del PIB pasó de 32% en 2004 a 33,4% en 2012.
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es posible, compatibilizar crecimiento económico con una mayor inclusión y una mejor 
distribución de los ingresos generados, único camino a transitar en pos de una estrategia 
de desarrollo integral. 

1.2 Principales cambios legislativos operados en materia laboral en el período

La llegada de la izquierda al gobierno importa un quiebre con las políticas que hasta ese 
momento se venían implementando; en particular, hay un cambio radical en cuanto al 
papel del Estado y el rol que éste desempeña en materia de elaboración y ejecución de 
políticas tendientes a contemplar las necesidades socioeconómicas de la población. 

Es posible afirmar sin ambages que se produjo una reversión de las políticas “desregulado-
ras y flexibilizadoras” implantadas en los 90. 

Al respecto, señala Olesker, “La visión social de este gobierno ha sido de reformas estructurales y 
de quebrar la visión de los 90 de que las políticas sociales y el acceso a los servicios lo resuelve bien el 
mercado y que el Estado sólo debe actuar focalizadamente sobre los excluidos.” (Olesker, 2009, p. 57)  

Enmarcada en esta nueva orientación se desplegará una activa política en materia laboral, 
siendo la legislativa una de sus aristas sobresalientes. Precisamente, saliendo del letargo 
de varios años de inacción, el Poder Legislativo aprobará más de medio centenar de leyes 
de carácter laboral y previsional que modificarán sustancialmente el ordenamiento ju-
rídico positivo. 

Es así que en este período –fundamentalmente durante la primera administración del Fr-
ente Amplio– se produce, fruto de una intensa y proficua labor parlamentaria, un impor-
tante avance de la legislación del trabajo; el cual puede calificarse como el más trascendente 
que el país ha tenido en el transcurso de los últimos 60 años. Los cambios introducidos, si 
bien carentes de sistematicidad, cristalizan una auténtica reforma jurídica laboral. 

Entre las normas de origen legislativo más relevantes aprobadas, en cuanto a la relación 
individual de trabajo, podemos mencionar: 

a) La ley que modifica el régimen de prescripción de los créditos laborales (Ley 18091 
de 7/I/2007). Amplía el plazo de prescripción a cinco años y extiende el espectro de 
posibilidades para interrumpir los plazos de prescripción.

b) Las leyes que regulan la descentralización empresarial (Ley 18099 de 24/I//2007 y 
Ley 18251 de 6/I/2008). Se establece un régimen por el cual todo patrono o empre-
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sario que utilice subcontratistas, intermediarios o suministradores de mano de obra 
responderá subsidiariamente –o solidariamente si no se cumplen ciertos requisitos 
fijados por la ley– de las obligaciones laborales generadas, de los aportes a la seguridad 
social y de las primas por accidente de trabajo y enfermedades profesionales. Estas 
normas han sido muy importantes por cuanto contribuyeron a reducir la precarización 
laboral y el trabajo “en negro” o informal.   

c) Regulación del trabajo en el servicio doméstico (Ley 18065 de 27/XI/2007).
d) Limitación legal de la jornada laboral y régimen de descansos en el sector rural (Ley 

18441 de 22/XII/2008). Una norma emblemática ya que viene a saldar una vieja 
deuda que el sistema tenía con los trabajadores del campo. Excluidos de la ley de 1915 
que consagró la jornada laboral máxima de ocho horas; la duración diaria de trabajo de 
éstos quedaba supeditada a la voluntad del patrono.

e) Abreviación de los procesos laborales (Ley 18572 de 13/IX/2009 y Ley 18847 de 
25/XI/2011). Restablece la autonomía del proceso laboral con referencia al Código 
General del Proceso –retomándose un camino que había sido abandonado por la visión 
formalista de un proceso único para todas las materias– y reduce sensiblemente los 
plazos de los procedimientos. Un cambio que ha reportado una reducción de los pro-
cesos laborales con los consiguientes beneficios para los trabajadores que ya no deben 
esperar años para percibir sus créditos laborales. La brevedad en los plazos ha llevado 
a atemperar las prácticas dilatorias y favorecer los acuerdos en sede administrativa 
(Centro de Conciliación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social). Esta norma 
además, en una disposición de carácter sustancial, viene a corregir una inequidad por 
cuanto la omisión en el pago de los créditos laborales, salvo que se recurriera a la vía 
judicial, no generaba intereses o compensación alguna. De allí que el artículo 29º de la 
citada norma legal establece que esa omisión de pago generará automáticamente desde 
el momento en que devino exigible un recargo del 10% sobre el monto del crédito 
adeudado. 

f) Régimen de licencias especiales (Ley 18345 de 11/IX/2008).Todos los trabajadores 
de la actividad privada tienen derecho a licencias especiales (por estudio, paternidad, 
adopción y legitimación adoptiva, y por duelo) con goce de sueldo.

g) Prevención y sanción del acoso sexual (Ley 18561 de 11/IX/2009).
h) Creación del Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional (Ley 18406 de 

24/X/2008).
i) Empleo juvenil (Ley 19133 de 20/IX/2013). Norma de promoción del trabajo 

decente juvenil; instituye modalidades contractuales con el objeto de facilitar la 
incorporación de los jóvenes al trabajo (contratos de primera experiencia labo-
ral, de práctica para egresados, trabajo protegido joven, práctica formativa en 
empresas y de primera experiencia laboral en el Estado y en Personas Públicas no 
Estatales). 
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j) Responsabilidad penal empresarial (Ley 19196 de 25/III/2014). Hace responsable pe-
nalmente al empleador que no adoptando los medios de resguardos y seguridad laboral 
previstos en la ley ponga en peligro la vida, la salud o la integridad física del trabajador. 

k) Ley 18104 de 15/III/2007, por la cual se declara de interés general las actividades 
orientadas a la igualdad de derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, y se 
encomienda al Instituto Nacional de las Mujeres el diseño del Plan Nacional de Igual-
dad de Oportunidades y Derechos que dé cumplimiento a los compromisos asumidos 
por el país; asimismo se crea el Consejo Nacional Coordinador de Políticas Públicas de 
Igualdad de Género en la órbita del Ministerio de Desarrollo Social.40 

l) Otra norma importante es la Ley 19122 de 21/VIII/2013, por la cual se prevé un con-
junto de medidas tendientes a reparar los efectos de la discriminación histórica sufrida 
por la población afrodescendiente.

Con respecto a la dimensión colectiva de las relaciones de trabajo se adoptaron tres nor-
mas legales fundamentales. 

La ley de protección y promoción de la Libertad Sindical (Ley 17940 de 2/I/2006). 
Esta norma declara la nulidad absoluta de cualquier discriminación que tenga por fin 
menoscabar la libertad sindical de los trabajadores en relación con el empleo o con el 
acceso al mismo. Todo trabajador despedido o discriminado por razones sindicales podrá 
solicitar la reinstalación o reposición al estado anterior, previéndose a esos efectos un 
proceso judicial de tutela especial para el caso de actos discriminatorios contra los sujetos 
taxativamente enumerados por la ley (miembros de los órganos de dirección -titulares 
y suplentes-, delegados o representantes de los trabajadores en órganos bipartitos o tri-
partitos, representantes de los trabajadores en la negociación colectiva, trabajadores que 
hubieran realizado actividades conducentes a constituir un sindicato o la sección de un 
sindicato ya existente y los trabajadores a lo que se le conceda tutela especial mediante 
negociación colectiva) y otro general que procede en el caso de discriminación contra 
trabajadores no incluidos en dicha numeración. 

Disposición legal trascendente en la medida que vino a llenar un vacío en materia de pro-
tección y promoción de la actividad sindical, cuestión por la cual Uruguay había sido ob-
servado por los órganos de contralor de la Organización Internacional del Trabajo (OIT); 
una carencia que posibilitaba la existencia de prácticas antisindicales, la mayoría de las veces 
escudadas en el ejercicio de las facultades de organización y dirección de la empresa. 

40 Este Consejo se integrará con un representante de cada ministerio, un Ministro de la Suprema Corte de Justicia o quien 
ésta designe, dos integrantes del Congreso de Intendentes o quien éste designe, cuatro representantes de la sociedad civil 
(dos por las organizaciones de mujeres, uno por el PIT-CNT y uno por las Cámaras Empresariales) y un representante de la 
Universidad de la República.
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Una segunda ley es la que instituye el sistema de negociación colectiva (Ley 18566 de 
11/IX/2009); consta de cinco partes: la primera está destinada al block de reglas y 
principios rectores del sistema (los derechos fundamentales internacionalmente reco-
nocidos, principio de la negociación libre y voluntaria, el deber del Estado de promover 
y garantizar el libre ejercicio de la negociación colectiva, el deber de negociar de buena 
fe, la colaboración y consulta y la formación para la negociación); en la segunda se crea 
el Consejo Superior Tripartito (órgano de coordinación y gobernanza de las relaciones 
laborales), se establece su integración, funcionamiento y se fijan sus competencias; en 
la tercera parte se regula la negociación colectiva por sector de actividad (Consejos de 
Salarios y negociación colectiva bipartita); la parte cuarta está destinada a la negociación 
colectiva bipartita (sujetos legitimados, niveles y articulación de la negociación, efectos 
y vigencia de los convenios colectivos); y finalmente, en la parte quinta, los mecanismos 
de prevención y solución de conflictos. 

Un aspecto importante a destacar es que no se desplaza a los Consejos de Salarios, sino 
que la ley los integra al sistema de negociación colectiva. Recogiéndose lo que ha sido una 
práctica en el país, donde junto a la negociación colectiva típica se desarrollaron formas o 
manifestaciones atípicas de la negociación colectiva; así se consagra un sistema en el cual 
conviven y se complementan, sin desplazarse ni superponerse, la negociación colectiva bi-
partita y la negociación colectiva tripartita. 

Asimismo, la ley introduce algunos cambios significativos al régimen de la Ley 10449, por 
ejemplo, amplía los cometidos asignados a los Consejos de Salarios (además de la fijación 
de los mínimos y categorías y reglamentar la licencia sindical, la de actualizar las remunera-
ciones de todos los trabajadores de la actividad privada y, en caso de mediar acuerdo entre 
los delegados patronales y trabajadores, establecer condiciones de trabajo).41 Modifica el 
régimen de designación de los delegados sectoriales (se elimina el mecanismo de elección) 
y atribuye al Consejo Superior Tripartito la competencia para efectuar la clasificación por 
grupos de actividad (aunque ésta será recogida en un decreto del Poder Ejecutivo). 

Completan el trío la ley de negociación colectiva para el sector público (Ley 18508 de 
26/VI/2009, Negociación colectiva en el marco de las relaciones laborales en el sec-
tor público). Norma de especial importancia porque además de consagrar una serie de 
reglas para el desenvolvimiento de la negociación en el ámbito estatal, cuya ausencia 
obstaculizaba su normal desarrollo,42 viene a introducir un elemento modernizador de 

41 El cometido de reglamentar la licencia sindical ya había sido atribuido por la Ley 17940.
42  Salvo en algunos sectores del Estado –empresas industriales y comerciales o algunas intendencias como Montevideo– la 

práctica de la negociación colectiva tal como debe ser entendida conforme a la normativa internacional (en particular los 
Convenios 151 y 154) no tenía un mayor desarrollo. 
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las relaciones colectivas con el Estado, acompasando el derecho positivo a la normativa 
internacional. 

Antes de pasar al siguiente punto resulta oportuno hacer mención a la ley que crea el 
Consejo de Economía Nacional. Recuérdese que el artículo 206 de la Constitución de 
1967  –sin concordancia con las Constituciones de 1930 y 1918 aparece en del artículo 
207 de la Constitución de 1934 que con pequeñas variantes es recogido en el citado 
artículo de la Constitución vigente– establece que la ley podrá crear un Consejo de Eco-
nomía Nacional, con carácter consultivo y honorario, compuesto de representantes de 
los intereses económicos y profesionales del país. La Ley 17935 de 26/XII/2005, crea el 
Consejo de Economía Nacional con carácter consultivo y honorario, siendo sus objetivos 
principales “…dar carácter ordenado e institucionalizado al diálogo entre…” los representan-
tes de los intereses económicos, profesionales, sociales y culturales (empresarios, traba-
jadores, pasivos, cooperativistas, profesionales universitarios, usuarios y consumidores, 
organizaciones no gubernamentales), entre esos representantes y el Estado, y entre el 
conjunto y organismos similares de otros países. Constituye un ámbito de participación 
y de diálogo social que exorbita el campo de las relaciones de trabajo. 

En materia de protección social, fruto del Diálogo Nacional sobre la Seguridad So-
cial, se llevarán a cabo un conjunto de reformas al régimen previsional. Reformas 
que entrañaron la aprobación de una serie de leyes concernientes a la seguridad so-
cial. Así tenemos, por ejemplo, la norma que crea el Sistema Nacional Integrado de 
Salud (Ley 17930 de 19/XII/2005), la ley que reforma la Caja Bancaria (Ley 18396 
de 24/X/2008), la ley que flexibiliza el acceso al beneficio jubilatorio (Ley 18395 de 
24/X/2008); la ley que introduce cambios en el régimen de seguro de paro (Ley 18399 
de 24/X/2008), la ley que establece un sistema de asignaciones familiares incorpo-
rando al mismo nuevos beneficiarios (Ley 18227 de 22/XII/2007), la que modifica 
el monto del subsidio por enfermedad (Ley 18725 de 31/XII/2010), la de inclusión 
de artistas y oficios conexos al régimen previsional (Ley 18384 de 17/X/2008 y Ley 
19154 de 22/X/2015), la ley de jubilación de destituidos o exiliados por razones po-
líticas (Ley 10033 de 13/X/2006), la ley que incorpora al Seguro Nacional de Salud a 
los jubilados y pensionistas no amparados (Ley 18731 de 7/I/2011), la ley sobre nuevo 
aumento de topes jubilatorios (Ley 18119 de 27/IV/2007), la ley que modifica el sis-
tema de cálculo para determinar las jubilaciones de los trabajadores de la construcción 
lo que permitió reliquidar más de 15 mil pasividades (Ley 18355 de 19/IX/2008); la 
ley que creó el Fondo de Cesantía y Retiro para los trabajadores de la construcción 
(Ley 18236 de 26/XII/2007); la ley de licencia por maternidad y por paternidad para 
los trabajadores de la actividad privada (Ley 19161 de 1/XI/2013), la ley que modi-
fica el régimen de ahorro individual jubilatorio (Ley 19162 de 1/XI/2013) y la ley 
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que estatuye la compatibilidad de la jubilación parcial con desempeño de servicio de la 
misma afiliación (Ley 19160 de 1/XI/2013). 

También fueron objeto de reformas los Servicios de Seguridad Social estatales (Cajas 
policiales y militares). 

Asimismo, en el transcurso de estos casi 10 años de sostenida acción legislativa, se rati-
ficaron varios convenios internacionales del trabajo. Convenio sobre la seguridad social 
(norma mínima), 1952 (núm. 102); Convenio sobre los representantes de los trabajado-
res, 1971 (núm. 135); Convenio sobre seguridad y salud en la construcción, 1988 (núm. 
167); Convenio sobre las condiciones de trabajo (hoteles y restaurantes), 1991 (núm. 
172); Convenio sobre seguridad y salud en las minas, 1995 (núm. 176); Convenio sobre 
la seguridad y la salud en la agricultura, 2001 (núm. 184); y Convenio sobre las trabaja-
doras y los trabajadores domésticos, 2011 (núm. 189). Además de aprobarse convenios 
de seguridad social con diversos países, como por ejemplo, recientemente, con la Con-
federación Suiza, el Gran Ducado de Luxemburgo y la República Federal de Alemania. 

1.3 Medidas adoptadas

Las líneas maestras por donde discurriría la nueva política laboral quedaron claramente 
plasmadas en los Considerandos del decreto del Poder Ejecutivo, convocando a los Con-
sejos de Salarios no bien se instaló el gobierno en el mes de marzo de 2005.43 A saber: a) 
garantizar la participación de los empresarios y las organizaciones sindicales en la deter-
minación de las condiciones de trabajo y la fijación de salarios; b) fomentar la negociación 
colectiva, en cuanto mecanismo adecuado para un desarrollo normal y equilibrado de las 
relaciones laborales de conformidad con los principios y derechos laborales fundamen-
tales; c) siendo el objetivo primordial de la política social la promoción de la creación de 
empleos genuinos y establecer las condiciones necesarias que propicien la existencia de 
trabajo digno. 

Es en esa dirección que se propició, mediante medidas legislativas –de cuyo contenido 
dimos cuenta en el capítulo anterior– y acciones concretas, el restablecimiento del equi-
librio de fuerzas sociales a fin de facilitar un relacionamiento fluido entre éstas. 

Se adoptaron diversas medidas tendientes a fortalecer las instancias de consulta, de diá-
logo y de participación social, aunadas a una voluntad política de garantizar el ejercicio 

43 Decreto 105/005 de 7/03/2005 (Considerando III y IV).
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efectivo de los derechos de los trabajadores. En especial, de los derechos inherentes a la 
libertad sindical. 

Enmarcado en esa política laboral el gobierno promoverá, a través de los Consejos de 
Salarios la fijación salarial negociada para todas las ramas de la actividad privada, incor-
porando además al sistema a aquellos sectores tradicionalmente excluidos como lo eran 
el rural y el servicio doméstico.44 

Un cambio importante tiene que ver con el rol que asume el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social; saliendo de la posición de relegamiento a la cual lo había sumido la po-
lítica neoliberal de los gobiernos anteriores, pasa a desempeñar un activo protagonismo. 
Es así que el Ministerio de Trabajo asume protagonismo, cumpliendo un papel, a veces 
decisivo, en las instancias de negociación tripartita o de resolución de conflictos. 

La adopción de medidas concretas tendientes a priorizar el diálogo social y la negociación 
colectiva, en cuanto instrumentos de interrelación y resolución de problemas, llevaron 
a generar ámbitos de carácter tripartito donde fueron abordados temas relacionados con 
el empleo, el salario, las condiciones de trabajo, las condiciones de seguridad y salud la-
boral, la legislación laboral y previsional, etc. 

Entre las primeras medidas adoptadas podemos citar el decreto ya referido. Por dicho 
decreto, dictado en los primeros días del nuevo gobierno, no sólo se convocan a los 
Consejos de Salarios, fijándose fecha para su instalación y comenzar su funcionamiento, 
sino que, al mismo tiempo, se convoca a las organizaciones más representativas de em-
pleadores y trabajadores a integrar un Consejo Superior Tripartito con el cometido de 
analizar y resolver la reclasificación de los grupos de actividad de los Consejos de Salarios 
y analizar y proyectar modificaciones a la ley 10449; y, asimismo, a las organizaciones más 
representativas de los empleadores y trabajadores del sector rural a un Consejo Tripartito 
Rural con el fin de determinar y fijar los criterios básicos para la instalación y funciona-
miento inmediato de Consejos de Salarios en el sector. 

Es así entonces que, previo a la instalación de los Consejos de Salarios, se abre una ins-
tancia para resolver en forma tripartita aquellas cuestiones que tenían que ver con la 
instalación y funcionamiento de los Consejos de Salarios tras un largo tiempo de receso. 
De estas instancias son los acuerdos celebrados en los días 15 y 16 de abril de 2005. 

44 Debe recordarse que hasta la convocatoria de Consejos de Salarios para estos sectores de actividad, el salario mínimo y los 
ajustes eran fijados en forma unilateral e inconsulta por el Poder Ejecutivo a través de decretos.
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Por un lado se convino la conformación de 20 grupos, así como la instalación de varios 
subgrupos, que venían a abarcar la casi totalidad de las ramas de actividad económica; 
dicho acuerdo implicó una transacción entre la postura defendida por el PIT-CNT de 
realizar una clasificación que contuviera 10 grupos y la posición de las cámaras empresa-
riales de mantener la anterior clasificación de 47 grupos. 

A su vez, para el sector rural, con la participación de las gremiales rurales más impor-
tantes (Asociación Rural, Federación Rural, la Comisión Nacional de Fomento Rural y 
la Federación de Cooperativas Agrarias), las organizaciones de trabajadores rurales, el 
PIT-CNT y el gobierno, se acordó la conformación de tres grupos de actividad: Grupo 
1 (Ganadería y agricultura), Grupo 2 (Viñedos, fruticultura, horticultura y otras activi-
dades) y Grupo 3 (Forestación); asimismo se convino en la creación de subgrupos en el 
Grupo 1 (Plantaciones de Caña de Azúcar, Plantaciones de Arroz, Agricultura de Secano 
y Tambos) y Grupo 2 (Citricultura), y mantener el Consejo Tripartito Rural con el obje-
tivo de tratar los temas de interés común. También aquí el acuerdo implicó una solución 
que llevó a que primara una clasificación intermedia entre lo que pretendían las gremia-
les (apertura de 12 grupos) y la posición del movimiento sindical que entendía que debía 
existir un solo Consejo que abarcará la totalidad de las actividades rurales. 

Además del Consejo Superior Tripartito –que será objeto de regulación por la Ley 
18566– y del Consejo Tripartito Rural que tendrán un funcionamiento regular durante 
la primera administración del Frente Amplio, se instalarán otras instancias de rango su-
perior.45 

La Comisión Bipartita para la Función Pública en cuyo seno se celebró el Acuerdo Marco 
sobre Negociación Colectiva del Sector Público y donde, posteriormente, se acordará el 
ante proyecto de ley que será el origen del proyecto que presentado en el Parlamente se 
convertirá en la Ley 18508. 

El Compromiso Nacional para el Empleo, los Ingresos y las Responsabilidades de magros 
resultados; y el Diálogo Nacional sobre Seguridad Social el cual tuvo un papel más desta-
cado y de cuyas resultancias ya hemos dado cuenta. 

En el ámbito de la Inspección General del Trabajo se creó el Consejo Nacional Consultivo 
Asesor en materia de salud y seguridad ocupacional de carácter tripartito, también fun-
cionó en la órbita de la Inspección General del Trabajo la Comisión Tripartita que tuvo a 

45 El proyecto de ley sobre limitación de la jornada laboral y descanso para los trabajadores rurales, luego convertida en Ley 
18441, tiene como base el texto surgido de las discusiones que tuvieron lugar por más de dos años y medio en el seno del 
Consejo Tripartito Rural.
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su cargo reglamentar el Convenio internacional del trabajo 184, relativo a la salud y se-
guridad laboral en las actividades agropecuarias (reglamentación contenida en el Decreto 
321/009 de 9/VII/2009). 

Igualmente –entre otras acciones llevadas adelante– y en lo concerniente a las funciones 
de policía del trabajo que le atañe al Ministerio de Trabajo, se desplegará una política 
tendiente a reforzar, desde el punto de vista material y legal, los instrumentos de fiscali-
zación y contralor en el cumplimiento de la normativa laboral. Fundamentalmente en lo 
que tiene que ver con la Inspección General del Trabajo, donde se refuerza el plantel de 
inspectores y se la dota de mayores herramientas.46 

Podemos destacar como un avance, en cuanto a la participación de los trabajadores en 
lo que atañe a la prevención de los riesgos laborales, la reglamentación del Convenio 
sobre seguridad y salud de los trabajadores 1981 (núm. 155). Convenio que había sido 
ratificado en el año 1988 pero que por falta de voluntad política –y férrea resistencia del 
sector empresarial– no tenía aplicación práctica por ausencia de reglamentación. Allí se 
establece, entre otras cosas, que en cada empresa se creará una instancia de cooperación 
entre empleadores y trabajadores orientada a la gestión de las acciones preventivas de 
riesgos laborales a nivel de empresa. Se crea también una Comisión Tripartita Sectorial a 
los efectos de “…la formulación, puesta en práctica, examen evaluatorio y periódico, de una polí-
tica nacional y sus medios de aplicación en materia de salud, seguridad y medio ambiente laboral.”47 

Por otra parte, el Decreto 210/011 de 13/VI/2011, aprueba una nueva lista de enfer-
medades profesionales, lo que implicó una actualización en el listado de las enfermedades 
derivadas o causadas por el trabajo, ajustándose así a la nómina de enfermedades estable-
cida por la Organización Internacional del Trabajo (OIT). 

Enmarcado en una Política de Género y Diversidad además de la aprobación de normas 
se llevarán a cabo acciones concretas, tales como la creación del Consejo Consultivo de 
la Diversidad Sexual y la fijación de una agenda de Políticas Sociales y Diversidad Sexual. 

46 Herramientas no sólo materiales sino también jurídicas. Se aprueban nuevas disposiciones sobre documentos de control de 
trabajo (Decreto 108/007, Decreto 470/008 y Decreto 306/009); así como varios decretos sobre salud y seguridad en el 
trabajo: Decreto 179/001 (química), Decreto 306/005 (prevención riesgo industria química), Decreto 499/007 (seguri-
dad e higiene laboral en la industria naval), Decreto 127/014 (reglamenta Convenio 161), Decreto 128/014 (química) y 
Decreto 125/014 (construcción). 

47 Artículo 5º y 12º; a su vez el art. 1º de D.291/007 establece: “La presente reglamentación establece las disposiciones 
mínimas obligatorias para la gestión de la prevención y protección contra los riesgos derivados o que puedan derivarse de 
cualquier actividad, sea cual fuera la naturaleza comercial, industrial, rural o de servicio de la misma y tenga o no finalidad 
de lucro, tanto en el ámbito público como privado.”
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En otro orden, aplicación de políticas activas de empleo y formación profesional, a través 
de diversos programas, como por ejemplo “Uruguay Trabaja” y “Objetivo Empleo”, constitu-
yeron medidas tendientes a reducir la desocupación y la informalidad. Consecuencia de 
esa política es la creación en acuerdo con empresarios y trabajadores del Instituto Nacio-
nal de Empleo y Formación profesional (INEFOP) que viene a sustituir la Junta Nacional 
de Empleo. El INEFOP es una persona pública no estatal, de integración tripartita, que 
tiene como cometido principal actuar en el ámbito del empleo y la formación profesional 
del sector privado.48 

Corresponde mencionar que conjuntamente con las medidas destinadas a reducir el des-
equilibrio existente entre las fuerzas sociales, el rezago salarial, el desempleo y la falta de 
trabajo y el retroceso en materia de derechos sociales se impulsaron políticas atinentes 
a rescatar la capacidad productiva ociosa e incentivar el desarrollo productivo. Para lo 
cual, además de promoverse la inversión privada, se destinaron recursos públicos para la 
financiación de proyecto productivos.49 

Una medida interesante adoptada en esa dirección fue la aprobación en la nueva 
Carta Orgánica del Banco de la República Oriental del Uruguay (Ley 18176 de 
20/X/2010) de una disposición por la cual habilita al Poder Ejecutivo requerir a 
dicho Organismo una contribución de hasta el 30% de sus utilidades, deducidos los 
impuestos, con destino a la creación de fondos, con el objetivo de apoyar el finan-
ciamiento de proyectos productivos viables y sustentables, que resulten de interés a 
juicio del mismo. 

Es en ese marco jurídico que por Decreto 341/011de 27/IX/2011 se crea el Fondo 
para el Desarrollo (FONDES), con el objetivo de dar asistencia y soporte financiero, 
que conforme a lo previsto en la citada disposición legal, sean definidos de interés por el 
Poder Ejecutivo. Estableciéndose que en el cumplimiento de sus cometidos el FONDES 
priorizará los emprendimientos económicos con participación de sus trabajadores en la 
dirección del capital de la empresa.      

48 Este Instituto, entre otros cometidos, tiene a su cargo la administración del Fondo de Reconversión Laboral; asesorar al 
Poder Ejecutivo en materia de políticas de empleo, de capacitación y de formación profesional; ejecutar acciones que el 
Poder Ejecutivo determine en materia de políticas de empleo; promover un sistema de certificación de conocimientos y 
acreditación de competencias laborales; promover la formación continua y la normalización de competencias en el marco 
de la negociación colectiva.

49 El programa del Frente Amplio preveía la puesta en marcha del programa “Uruguay Productivo” con miras al desarrollo del 
potencial productivo del país. Actualmente, el gobierno se encuentra embarcado en proyectos que tienden a dar una nueva 
matriz energética y la realización de obras de infraestructuras a fin de dotar al país de mejores condiciones de competitividad 
(reflotamiento del transporte ferroviario, construcción de un puerto de aguas profundas, desarrollo de una industria naval 
y la explotación de recursos mineros entre otros).



55

Cambios en la política socioeconómica desde 2005

1.4 Cambios en la matriz de protección social

Desde 2005 se han producido avances importantes en la matriz de protección social en 
el país. Siguiendo el marco analítico empleado por la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT), dichos avances se dieron de manera integrada, con progresos tanto en la 
dimensión “vertical”, ligada a las contribuciones laborales, a través de la ratificación del 
Convenio 102 de la OIT sobre “Normas mínimas de Seguridad Social” en 2010, como en 
la dimensión “horizontal”, de iniciativas que amplían el universo de prestaciones de tipo 
no contributivo, en línea con la Recomendación 202 del Piso de Protección Social. 

Ampliación de la cobertura del sistema de seguridad social

Luego de culminar el siglo XX con escasas variaciones en materia de cobertura del sistema 
de protección social entre sus trabajadores, a principios del siglo XXI Uruguay experimenta 
un profundo deterioro en el empleo seguido de un significativo incremento del desempleo y 
la desprotección social como consecuencia de la crisis económica vivida a principios de siglo. 

A partir del año 2004 comienza un período de recuperación económica que es segui-
do más tarde por un crecimiento del empleo formal sin precedentes para los registros 
históricos de la seguridad social en el país. Entre los años 2004 y 2013, se crearon 567 
mil nuevos puestos cotizantes al Banco de Previsión Social (BPS), lo que representó un 
incremento del 61,8% del total de puestos cotizantes registrados. Esto permitió alcanzar 
la cifra récord de 1,5 millones de puestos cotizantes a la seguridad social, lo que significó 
situarse 53,4% por encima del pico máximo anterior registrado en 1998, último año de 
crecimiento económico previo a la crisis.

Este cambio fue el resultado de un proceso de formalización a todo nivel, en el que se 
combinó la regularización del empleo en sectores de la economía formal con la reloca-
lización de trabajadores pertenecientes a la economía informal hacia actividades propias 
del sector formal y la creación de nuevos empleos en regla con la normativa laboral 
vigente.

De los 567 mil nuevos puestos cotizantes al BPS, 535 mil corresponden a trabajadores 
dependientes y 32 mil al registro de empresas y patrones. Dentro del universo de trabaja-
dores dependientes 9 de cada 10 nuevos puestos cotizantes provienen del sector privado 
de actividad mientras que el restante corresponde a la actividad pública. Por su parte, 
dentro del sector privado se destaca el espectacular aumento del registro en la construc-
ción (240,8%), la Industria y Comercio (92,7%) y el Servicio Doméstico (73%).  
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Como contrapartida, el empleo en condiciones de no registro luego de alcanzar un pico 
máximo, afectando al 40,7% de los ocupados en el año 2004, experimentó un descenso 
sistemático hasta ubicarse en el 24% en 2013. Un análisis más detallado de la evolución 
y caracterización del no registro a la seguridad social se desarrolla en el apartado 2.3. 

Cambios en la protección de los trabajadores: seguro de desempleo, subsidio por en-
fermedad y licencia por maternidad-paternidad.

En la última década se produjeron cambios importantes en las condiciones de acceso, 
duración y montos del seguro de desempleo y en cuanto a su acceso efectivo. En el año 
2001 se incluye a los trabajadores rurales entre las actividades sujetas de derecho del 
seguro a través de un régimen especial y en 2007 se incorpora al trabajo doméstico, com-
pletando así la posibilidad legal de acceso a todos los trabajadores de la actividad privada. 
En 2009 como resultado del Diálogo Nacional por la Seguridad Social (DNSS) se refor-
mó el seguro de desempleo, en donde entre otras modificaciones se cambió la forma de 
pago de la prestación y se extendió el período de cobertura para los mayores de 50 años.

El régimen general actualmente establece tres causas para acceder al beneficio: despido 
involuntario, suspensión de actividades por mermas coyunturales o estacionales de la ac-
tividad (con el compromiso de reintegro una vez finalizado el subsidio) y por reducción 
de actividades (cuando los días u horas trabajadas sufren, por voluntad de la empresa, 
reducciones de por lo menos un 25% del tiempo trabajado). Como requisitos, los tra-
bajadores deben haber estado en actividad registrada un mínimo de seis meses para los 
trabajadores mensuales, el equivalente a 150 jornales o un mínimo de seis Bases de Pres-
taciones y Contribuciones (BPC)50 para los destajistas, en los 12 meses previos a solicitar 
el subsidio. La cobertura del seguro es por cuatro meses en el caso de suspensión tempo-
raria (o su equivalente de 48 jornales) mientras que para el causal despido el período de 
cobertura es de seis meses (o 72 jornales). Asimismo, los trabajadores no pueden rein-
gresar al sistema hasta pasado un año desde la última vez que hicieran uso del beneficio. 

En relación a los montos, para el causal de suspensión corresponde al 50% del promedio 
de los últimos seis salarios percibidos, mientras que se modificó la fórmula de pago para 
el causal despido, en donde se aplica una escala decreciente que va del 66% al 40% del 
salario de referencia. Por su parte, si la persona está casada, en concubinato o tiene hijos 
a cargo, la compensación aumenta un 20% del subsidio.

50 En diciembre de 2004 se crea la Base de Prestaciones y Contribuciones (BPC), con el objetivo de sustituir al Salario Mínimo 
Nacional (SMN) como referencia para un conjunto de prestaciones. El monto de la BPC desde el 1/01/2014 asciende a 
2.819 pesos. 
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Otra modificación introducida lo constituye el hecho de que para trabajadores mayores 
a 50 años la duración del seguro se extiende a un año de vigencia, siempre que se trate 
de causal despido. Por su parte el monto mínimo del seguro se estableció en una BPC 
mientras que el tope máximo se estableció en ocho BPC para trabajadores suspendidos y 
en 11 BPC para el primer mes de cobro en el caso de trabajadores despedidos.  

Los beneficiarios del seguro de desempleo alcanzaron un pico máximo de 37.302 du-
rante el año 2002 para luego ir descendiendo hasta alcanzar el punto mínimo en 2004, 
producto del vencimiento del plazo estipulado en el goce del derecho. A partir de 2004 
se da un proceso sostenido de reducción del desempleo de manera conjunta con un 
incremento sostenido en el número de beneficiarios del seguro de desempleo, hasta al-
canzar en 2013 niveles similares a los del año 2002, aunque en un contexto radicalmente 
diferente, con tasas de desempleo mínimas históricas. 
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Gráfico 1 - Beneficiarios del subsidio de desempleo

Fuente: INE y BPS

En el año 2004 la proporción de desempleados cubiertos por el seguro de desempleo se encon-
traba próxima al 5% mientras que en el centro de la crisis del año 2002 se había producido el 
pico máximo de cobertura alcanzando únicamente al 9% de los desempleados (Arim, y otros, 
2006). Desde el año 2005 a esta parte, la tasa de cobertura se fue ampliando de forma significa-
tiva hasta alcanzar en 2013 al 31% de los desocupados totales.

Otro cambio significativo durante el período se dio en relación a la operacionalización y a 
los topes del seguro de enfermedad. En relación al primer punto, la tramitación del sub-
sidio por enfermedad pasa a estar a cargo del prestador de salud, evitándole al trabajador 
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beneficiario tener que apersonarse en las ventanillas del BPS cuando necesite hacer uso 
del seguro. En cuanto los topes, se produce un incremento significativo de los mismos, 
los que pasaron de 3.726 pesos corrientes  en el año 2004 a 16.994 pesos corrientes en 
2014.

Por último, en 2013 se aprobó una ley que amplía y modifica la licencia y el subsidio 
por maternidad (Ley 19161). La misma, entre otras cuestiones, extiende de 12 a 
14 semanas el derecho a la licencia maternal y prevé una ampliación de la licencia 
paternal, que pasa de tres días continuos a siete a partir del año 2015, los que se 
extienden a 10 en 2016. El monto del subsidio se calcula tomando como referen-
cia el promedio del salario percibido en los últimos seis meses más la cuota parte 
del salario anual complementario, la licencia y el salario vacacional generado en el 
período de licencia maternal. Asimismo, se establece un piso mínimo de dos BPC 
mensual en el subsidio.

Otro elemento novedoso es la introducción del subsidio parental para cuidados, que 
podrá ser utilizado indistintamente y en forma alternada tanto por el padre como 
por la madre, aunque no de manera conjunta. El subsidio establece la posibilidad de 
realizar medio horario de jornada para el padre o la madre, no pudiendo exceder las 
cuatro horas de trabajo, cubriendo el BPS el complemento del salario y beneficios 
generados. La cobertura del mismo, abarca hasta los cuatro meses de vida del niño 
o niña para 2014, previéndose su extensión hasta los 5 y 6 meses en 2015 y 2016 
respectivamente. 

Ampliación de la protección social de base no contributiva

Desde el año 2004 se produce un sensible incremento de los componentes no contribu-
tivos del sistema de protección social persiguiendo el objetivo explícito de hacer frente 
a la situación de emergencia social imperante, aumentando el gasto público social y re-
distribuyéndolo para priorizar a los sectores más sumergidos, y en particular a los niños 
y adolecentes.

Así, en el año 2005 se instrumenta el Plan de Atención Nacional a la Emergencia Social 
(PANES) que lleva adelante el recién creado Ministerio de Desarrollo Social (MIDES) 
con el objetivo de hacer frente a los problemas sociales derivados de la crisis económica 
de 2002. El plan consiste en un régimen de transferencias para aliviar situaciones de po-
breza y pobreza extrema. En 2007, culminado el PANES, se implementa el Plan de Equi-
dad, un programa de transferencias no contributivas destinado a hogares en situación de 
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vulnerabilidad socioeconómica con presencia de menores de 18 años. Además, a partir 
de 2008 se sumó a la red de protección no contributiva existente para adultos mayores 
vulnerables y situaciones de invalidez el Subsidio Vejez, con el objetivo de cubrir a las 
personas entre 65 y 69 años en condiciones de pobreza extrema. 

i. Protección a la vejez

En Uruguay existen prestaciones de protección a la vejez (e invalidez) de tipo no con-
tributivo desde el año 1919. Luego de diversas modificaciones, la reforma previsional 
de 1995 previó que dicha pensión esté destinada a todos aquellos mayores de 70 años 
que se encuentren en condición de vulnerabilidad socioeconómica probada a través de 
inspección por parte del BPS. Para el caso de la incapacidad severa, la prestación tiene 
carácter universal y por lo tanto no se encuentra sujeta a la comprobación de medios del 
beneficiario. 

En 2008 se amplía la población objetivo de las prestaciones de protección a la vejez de 
tipo no contributivas a través de la creación del programa de Asistencia a la Vejez (Ley 
18241), gestionado de manera conjunta por el BPS y el MIDES, el cual busca brindar 
cobertura a aquellas personas entre 65 y 69 años en situación de pobreza extrema o 
indigencia. Los beneficiarios del subsidio, de mantenerse invariadas sus condiciones, 
al cumplir los 70 años pasan automáticamente a estar cubiertos por la Pensión Vejez e 
Invalidez. 

ii. Asignaciones familiares y Tarjeta Uruguay Social

La protección a la infancia a través de prestaciones para hijos de trabajadores formales 
existe en Uruguay desde la aprobación de la Ley 10449 de 1943 que dio creación a 
los Consejos de Salarios. A lo largo de la historia el sistema de Asignaciones Familiares 
(AFAM), transitó por una serie de modificaciones que tendieron a reducir su universo de 
cobertura, el cual de estar destinado al conjunto de trabajadores formales, pasó a estar 
focalizado exclusivamente en los asalariados de menores recursos. 

En el año 2007, ya finalizado el PANES, comenzó la instrumentación del Plan de Equi-
dad, que permitió el acceso a la protección social a un conjunto de hogares en situación 
de vulnerabilidad socioeconómica mediante un sistema de transferencias condicionadas 
dirigidas a niños y adolescentes. Con la finalización del PANES, los beneficiarios que 
cumplieran con las condiciones requeridas, pasaron automáticamente a formar parte 
del Plan de Equidad y de manera conjunta, se abrieron las inscripciones para potenciales 
nuevos interesados.
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Gráfico 2 - Beneficiarios de Asignaciones familiares pagas por el BPS

Fuente: BPS
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El acceso al Plan de Equidad se ligó a una prueba de medios (indicador de “carencias 
críticas”) elaborado por el Universidad de la República (UdelaR) y a una verificación de 
umbral de ingresos formales, contrastable a través de las historias laborales del BPS o del 
pago de otras prestaciones de seguridad social (Vigorito y Colafranceschi, 2013). 

Desde la aplicación del Plan de Equidad se produjo una expansión de las asignaciones fa-
miliares lideradas por las prestaciones no contributivas, alcanzando éstas el 75% del total 
de AFAM pagas en 2013. El Plan de Equidad otorga prestaciones de mayor monto que las 
del régimen contributivo. Las primeras, a su vez, se diferencian en su monto en función 
de si el menor asiste a primaria o secundaria y se ajustan en función del número de hijos 
presentes en cada hogar. Estas prestaciones se actualizan por la variación de los precios al 
consumo (IPC), alcanzando en enero de 2014 los 1.096 pesos corrientes para los niños 
en edad preescolar y escolar y 1.566 pesos para los que cursan secundaria. 

El programa de transferencias condicionadas del Plan de Equidad ha contribuido tanto a 
la reducción de la pobreza y severidad de la misma como a la reducción de la indigencia, 
como señalan Andrea Vigorito y Marco Colafranceschi en un estudio reciente (Vigorito 
y Colafranceschi, 2013). Esta investigación muestra que el programa logró equiparar los 
niveles de cobertura en hogares con menores de 18 años a los observados para los adultos 
mayores, quienes tradicionalmente han estado cubiertos por el sistema de seguridad so-
cial nacional, aunque persisten brechas de ingreso en favor de estos últimos relacionados 
a los montos de cada prestación.  
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La Tarjeta Alimentaria Uruguay Social fue creada en el año 2006 en el marco del PANES, 
con el objetivo principal de asistir a los hogares que tienen mayores dificultades para 
acceder a un nivel de consumo básico de alimentos y artículos de primera necesidad. 
Originariamente se trató de una prestación destinada a hogares beneficiarios del PANES, 
integrados por menores de 18 años y/o mujeres embarazadas. En 2009 el programa se 
amplió a los beneficiarios de la Canasta Alimentaria Común del Instituto Nacional de Ali-
mentación (INDA) y en 2012 a adultos sin niños a cargo. Actualmente el plan tiene como 
objetivo abarcar a los 60 mil hogares en peor situación socioeconómica de todo el país.

El beneficio consiste en una tarjeta magnética que permite el acceso a alimentos, artícu-
los de limpieza y aseo personal, excluyendo bienes como bebidas alcohólicas, refrescos 
o tabaco. Para seleccionar a la población beneficiaria, el MIDES realiza visitas en todo el 
territorio nacional recabando información de la situación de los hogares, aplicando como 
criterio de selección el Índice de Carencias Críticas (ICC) elaborado por la Udelar. El 
valor de la transferencia se encuentra entre 684 y 1.839 pesos de acuerdo a la cantidad 
de menores en el hogar. A su vez, para aquellos hogares que se encuentran entre los 30 
mil más vulnerables, el monto de la prestación se duplica ubicándose entre 1.368 y 3.678 
pesos. El programa cuenta con el beneficio adicional del descuento total del IVA en la 
compra de productos.

Políticas de combate a la informalidad

Durante el período analizado operaron un conjunto de modificaciones económicas e ins-
titucionales que favorecieron el crecimiento del empleo formal. Del punto de vista del 
patrón de crecimiento económico, el mismo ha sido liderado por emprendimientos de 
mediano y gran porte para la escala uruguaya, siendo éstos los que tienen mayores niveles 
de formalización y los que cuentan con mayores posibilidades de fiscalización por parte 
de los organismos responsables. 

En segundo lugar, en el período se han implementado mejoras notorias en la gestión de 
las instituciones ligadas a la red de protección social. En particular, tal y como señala un 
reciente trabajo del Banco Mundial, los cambios institucionales y reformas operadas a 
partir de 2005 tuvieron en común la característica de ser participativas, multidisciplina-
rias e interinstitucionales (Vigorito y Colafranceschi, 2013). De este modo la gestión del 
BPS, coordinada con los diversos organismos y ministerios relacionados a la fiscalización 
y recaudación, como el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) y la Dirección 
General Impositiva (DGI), permitieron un cruzamiento de información y mayor control 
que en períodos anteriores.
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En tercer lugar, otros cambios institucionales que operaron de manera determinante 
sobre la regularización del empleo fueron la reinstalación de los Consejos de Salarios, la 
ley de protección y promoción de las libertades sindicales y la ley de regulación de las 
tercerizaciones en la actividad pública y privada, señaladas en el capítulo 1.2.

Por otra parte, la creación del Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS) incorporó 
fuertes incentivos a la formalización puesto que, además de la cobertura de salud del tra-
bajador aportante, tienen acceso al sistema los hijos menores de edad y cónyuges. Otro 
elemento relevante, fue la elaboración de propuestas legislativas con amplia participación 
de la sociedad civil organizada, a través del Diálogo Social por el Empleo y al DNSS.

Asimismo, para intentar formalizar a los trabajadores que se desempeñan en actividades 
de la economía informal, en el año 2007 se amplía el alcance del monotributo, que se ha-
bía creado en 2001. El monotributo tiene como destinatarios a quienes realizan diversas 
actividades artesanales, microproductivas de reducida dimensión económica, realizadas 
en pequeños locales o en la vía pública. A través del monotributo el trabajador y su fa-
milia pueden acceder -de alcanzar los requisitos- a jubilaciones y pensiones, asignaciones 
familiares y subsidios por enfermedad, entre otros beneficios. El titular puede acceder en 
forma opcional a su propia cobertura de salud, a la de su cónyuge e hijos menores, sujeto 
al pago de aportes fijos.

Otras leyes de muy reciente aprobación y que tienden a contemplar las situaciones de 
los problemas de acceso al empleo y calidad del mismo en los jóvenes, y la situación 
de adultos mayores que tienen una prestación y se mantienen en actividad de manera 
informal, son la Ley de Empleo Juvenil (Ley 19133) y la Ley de Jubilación Parcial (Ley 
19160). Esta última fue resultado del DNSS, con el objetivo de compatibilizar el retiro 
gradual del empleo con el cobro simultáneo de una prestación de pasividad, bajo ciertas 
condiciones. 

Asimismo, para el caso del servicio doméstico, un sector históricamente relegado, se han 
instrumentado un conjunto de políticas que apuntaron a una mejora en las condiciones 
de acceso a los derechos laborales de estas trabajadoras. En particular, la aprobación de la 
Ley de Servicio Doméstico (Ley 18065) de 2006, que iguala las condiciones en materia 
de derechos de los trabajadores del sector con el resto, y en el plano internacional, la 
ratificación del Convenio 189 en 2012, siendo Uruguay uno de los primeros países en 
hacerlo. De forma paralela, se realizaron diversas campañas de información y concienti-
zación por parte del BPS sobre la importancia de regularizar la situación de las trabaja-
doras del sector.
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Resultados del Diálogo Nacional por la Seguridad Social

Durante el gobierno de Tabaré Vázquez se convocó a la instalación del DNSS, contando 
con una amplia representación de la sociedad civil organizada, de los partidos políticos y 
con el apoyo de la Udelar. Como resultado directo de esta primera experiencia de DNSS, 
se elaboraron y aprobaron dos leyes importantes como la ley que modifica el seguro 
de desempleo (Ley 18399) y la ley que flexibiliza el acceso al régimen jubilatorio (Ley 
18395). Esta última a partir del diagnóstico que elaboró el Equipo de Representación 
de los Trabajadores en el BPS (ERT-BPS), que mostraba que la legislación vigente (Ley 
16713) establecía una serie de condiciones que complicaban el acceso efectivo a las pres-
taciones para un conjunto muy importante de trabajadores (Lagomarsino y Lanzilotta, 
2014). 

La ley de flexibilización de las jubilaciones modificó un conjunto de parámetros claves. 
Se redujo el número de años de aporte mínimos requeridos (de 35 años se pasa a 30), 
la edad de jubilación (pasa de 65 a 60 años para hombres y mujeres) y se bonifica a las 
mujeres con un año de aporte por cada hijo nacido vivo (con un máximo de cinco) con 
el objetivo de disminuir inequidades de género. Esta ley permitió que se jubilen un con-
junto importante de personas, en particular mujeres, y solamente en el año 2010, 23 mil 
jubilaciones computaron años de trabajo por hijos, lo que representa más de la mitad de 
las jubilaciones otorgadas en ese año.

Durante el gobierno de José Mujica, se llevó a cabo la segunda experiencia de DNSS. En 
esta instancia se aprobó la Ley 19162 que abre por primera vez una puerta para que los 
trabajadores que voluntariamente se incorporaron al sistema mixto, puedan desafiliarse 
de las AFAP. Esta ley prevé dos escenarios, el primero habilita la desafiliación permanen-
te al sistema mixto de los trabajadores que se han afiliado a pesar de no estar obligados 
por haber tenido 40 o más años cumplidos en 1996. El segundo escenario posibilita a 
ejercer la opción de revocación de aportes a aquellas personas que hayan realizado volun-
tariamente la opción por el artículo 8 de la Ley 16713 y que tengan entre 40 y 50 años 
de edad.51

Si el trabajador, luego de ser asesorado personalmente por el BPS, decide revocar su 
afiliación voluntaria al sistema mixto, el total de lo acumulado en su cuenta individual 
sería traspasado al sistema de reparto, adjudicándose como aporte a su historia labo-
ral. Esta ley, resultado del DNSS, es la primer instancia formal donde se reconoce que 
hay trabajadores “perjudicados” por su afiliación voluntaria a este sistema y a pesar de 

51 El art. 8 de la Ley 16713 habilita la afiliación voluntaria al régimen mixto para todas aquellas personas que perciban ingresos 
menores al umbral de obligatoriedad, en cuyo caso pasarían a aportar el 50% de sus contribuciones al BPS y el restante 50% 
a la AFAP de su elección.
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sus restricciones, abre un abanico relativamente amplio de posibilidades de formación 
dado que el 94% de los afiliados a las AFAP lo hicieron voluntariamente a través del 
artículo 8.
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2.1 La negociación colectiva en el sector privado

a. Objetivos de los actores involucrados en la negociación

Es imposible dar cuenta de los principales resultados en materia de negociación colectiva 
en el sector privado sin hacer referencia a los objetivos, las expectativas y las estrategias 
que desplegaron los distintos actores involucrados en la negociación en estos 10 años 
desde la reinstalación de los Consejos de Salarios. 

En este período se llevaron adelante cinco rondas de negociación colectiva y el comienzo 
de cada una de ellas estuvo signado por una serie de reuniones en el marco del Consejo 
Superior Tripartito, donde los representantes de cada una de las partes directamente 
involucradas en la negociación (trabajadores, empresarios y el Estado) discutían los li-
neamientos generales que regirían la misma, los que luego se plasmarían en acuerdos 
concretos en cada uno de los grupos, subgrupos y capítulos de negociación. 

En estas instancias los representantes del Poder Ejecutivo presentaban “pautas de negocia-
ción” que esperaban que se llevaran adelante en los convenios y que marcaban las directrices 
del pronunciamiento de los representantes del Ministerio de Trabajo en cada uno de los 
grupos. Asimismo, empresarios y trabajadores planteaban sus objetivos centrales para cada 
etapa de negociación, los cuales lógicamente fueron cambiando con el transcurrir de las 
rondas, en función tanto del contexto económico en el que se desarrollaron las negociacio-
nes como a partir de los resultados alcanzados en las rondas anteriores. 

En el caso de las pautas de negociación del Poder Ejecutivo, además de la coyuntura 
económica, las mismas fueron un reflejo de los objetivos gubernamentales en materia de 
política salarial. En este sentido las pautas expresaron fundamentalmente la preocupa-
ción del gobierno por la inflación en la mayor parte del período y también por el logro de 
objetivos en materia distributiva, un aspecto particularmente claro en las últimas rondas 
en que se propuso priorizar los incrementos de los salarios más sumergidos, una bandera 
que desde los comienzos venía levantando el movimiento sindical conjuntamente con las 
subas del Salario Mínimo Nacional. 

En cuanto a las cámaras empresariales, en las primeras rondas éstas se mostraron mayor-
mente escépticas respecto a la consolidación del proceso de negociación y en la medida 
en que éste avanzaba y se arraigaba en la cultura uruguaya como una institución más, se 
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mostraron contrarios al desarrollo de los Consejos de Salarios en los términos que es-
taban planteados, buscando por distintas vías modificarlos y sustituir la negociación por 
rama por una negociación bipartita sin participación del Estado. El punto más álgido en 
este debate fue la presentación de la queja realizada ante la OIT en la búsqueda de minar 
la aprobación de una nueva Ley de Negociación Colectiva que actualizara las característi-
cas y superara las falencias de la anterior. Esta iniciativa fracasó y la nueva ley de negocia-
ción colectiva (Ley 18566) se terminó aprobando a fines de 2009 y las últimas dos rondas 
de Consejos de Salarios se rigieron por la nueva normativa. 

Primera ronda de Consejos de Salarios 

Luego de los acuerdos alcanzados en abril de 2005, previo a la instalación de los Conse-
jos de Salarios y relativos al funcionamiento de los mismos, en julio de 2005 comienza 
la primera ronda de Consejos de Salarios. Más allá de los objetivos específicos de cada 
una de las partes, esta ronda permitiría verificar el funcionamiento de todo el aparato 
ministerial puesto al servicio de la negociación colectiva luego de más de 12 años sin un 
ámbito tripartito similar. Constituía un reto tanto para el Ministerio de Trabajo que luego 
de muchos años estaba llamado a cumplir un rol central en la puesta en práctica de la 
política salarial como para los representantes de ambos sectores profesionales. 

En el caso de los trabajadores, la central sindical se enfrentaba al desafío de asumir la re-
presentación de casi 200 capítulos de negociación asimilados a sectores de actividad muy 
diversos, muchos de los cuales no contaban con sindicatos de base o los mismos tenían 
escasa o nula experiencia en cuanto a la negociación. 

La recuperación salarial era un objetivo central para el movimiento sindical en estas pri-
meras rondas ya que había sectores que hacía más de 12 años que no tenían convenios y 
venían con un importante rezago en materia de ajustes salariales. Además, la crisis desata-
da en 1999 y que tuvo su punto más alto en 2002 había deteriorado fuertemente el poder 
adquisitivo del salario haciendo que fuera necesario afrontar esta problemática de manera 
inmediata. Y de hecho, la fuerza política en el gobierno había asumido el compromiso de 
que en los primeros cinco años de reinstalación de los Consejos de Salarios, los trabaja-
dores pudieran recuperar la pérdida salarial sufrida durante la administración anterior. 

En función de las particularidades de esta primera ronda de negociación, que en última 
instancia serviría de termómetro para medir la capacidad de las partes para retomar el 
viejo modelo que se había dado el país para la fijación y ajuste de salarios, el período de 
negociación se estableció en un año, con dos ajustes semestrales para la mayoría de los 
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grupos y la fórmula de recuperación salarial propuesta por el Poder Ejecutivo en sus 
pautas fue expresamente sencilla. 

Como primer mecanismo para paliar las importantes diferencias que existían a nivel 
salarial, con sectores que habían recibido aumentos recientemente y otros donde los 
salarios no se habían ajustado por años, las pautas presentadas por el Poder Ejecutivo pro-
ponían que todos los salarios ajustaran por la inflación pasada del último año de manera 
de llevar todos los salarios al poder de compra que tenían un año antes de comenzada la 
negociación, pudiendo descontarse este aumento en aquellos sectores que ya lo hubieran 
otorgado. 

Como innovación respecto a la tradición negociadora uruguaya, se proponía ajustar los 
salarios en función de la inflación futura en lugar de como se había hecho en el pasado 
que era a través de la inflación pasada, corrigiéndose más tarde las diferencias que pudie-
ran existir entre las estimaciones de inflación futura y la efectivamente registrada. Para 
el ajuste por inflación futura se podía utilizar la estimación de inflación que realizaban 
los analistas privados y que publicaba mensualmente el Banco Central, cualquier número 
que se encontrara en el rango de inflación que estimaba el gobierno, la inflación pasada o 
alguna combinación de las anteriores. 

Para alcanzar el compromiso de que los salarios reales recuperaran en términos medios la 
pérdida que habían sufrido en el período anterior y que se estimaba en 25% en promedio 
para el sector privado, se proponía en la primera ronda negociar ajustes de entre 0% y 
2% semestral, pudiéndose sólo excepcionalmente superar esta cifra. 

El segundo desafío importante de esta primera ronda de Consejos de Salarios, fue la 
definición de las categorías de trabajo vigentes en los distintos sectores de actividad y la 
determinación de los mínimos salariales de éstas. Se trató de una de las tareas más difí-
ciles de la negociación porque, en primer lugar, en muchos de los sectores que se estaba 
negociando no estaban definidas las categorías. En aquellos sectores que habían negocia-
do previamente se retomó la clasificación que se había utilizado en el último período de 
negociación, aún ante el reconocimiento de las partes involucradas que en muchos casos 
las categorías existentes eran obsoletas y era necesario rediscutirlas a la luz de los cam-
bios que se habían dado en la organización del trabajo, quedando pendiente para el futuro 
la actualización de las mismas. En los grupos que se habían abierto por primera vez y que 
no tenían definidas categorías, en general no se fijaron categorías y se definió uno o dos 
salarios de referencia, dejando la tarea de la clasificación para las próximas rondas. 

La segunda razón que dificultó la tarea fue la determinación de los mínimos salariales, 
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dada la gran heterogeneidad y dispersión salarial que existía entre las empresas de cada 
uno de los sectores. Al respecto las pautas del Poder Ejecutivo establecían que se debían 
determinar los “mínimos imperantes en el mercado”, pero esta definición lejos de aclarar 
el tema lo hacía más difuso. No quedaba claro si el mínimo imperante hacía referencia al 
nivel mínimo de salarios existente en el sector, a un promedio entre los mínimos pagados 
en las distintas empresas o al nivel mínimo que predominaba en el mercado. 

Para el movimiento sindical la fijación de los salarios mínimos por categoría se visualizó 
como un aspecto inseparable de la recuperación salarial ya que la determinación de estos 
mínimos podía representar incrementos salariales aún mayores a los acordados en los 
ajustes para un número importante de trabajadores que en general se desempeñaban en 
empresas que además de pagar menores salarios, tenían menor tradición negociadora y 
peores condiciones de trabajo. 

Segunda ronda de Consejos de Salarios

La segunda ronda de Consejos de Salarios comenzó un año después que la primera, 
en julio de 2006 y aunque originalmente un número importante de grupos acorda-
ron convenios que tenían un año y medio de duración, en los hechos los acuerdos 
tuvieron una vigencia de dos años –como proponían las pautas del Poder Ejecutivo- 
ya que resultó imposible realizar la convocatoria a una nueva ronda en enero de 2008 
y los convenios que finalizaban en ese momento se terminaron prorrogando por un 
semestre en las mismas condiciones que tenían. 

Justamente uno de los objetivos del Poder Ejecutivo para esta segunda ronda, que se ma-
nifestaba en las pautas elaboradas para la negociación, y que se explicitaría más claramen-
te en las próximas rondas, fue la de extender la duración de los acuerdos. La estabilidad 
que brindan los acuerdos más largos y el incremento en la conflictividad y la pérdida de 
jornadas de trabajo que se registra en los períodos de negociación explican la preferencia 
del Estado por convenios de mayor duración. Por  otro lado, en general tanto los trabaja-
dores como los empresarios en Uruguay son más renuentes a firmar acuerdos por largos 
períodos. 

Del punto de vista salarial para el movimiento sindical el objetivo de esta segunda ronda 
era continuar con la recuperación del salario real perdido en la administración anterior 
y acelerar el ritmo de recuperación en un contexto económico que parecía el más propi-
cio para hacerlo. La economía crecía a un ritmo mayor al esperado originalmente por el 
gobierno y el empleo comenzaba a responder favorablemente a este crecimiento a pesar 
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del aumento de los salarios y de la formalización que también habían traído aparejados 
los Consejos de Salarios en la medida en que forzaron a varias empresas a “blanquear” la 
situación de sus trabajadores. 

Las pautas presentadas por el Poder Ejecutivo para la negociación por el contrario pro-
ponían ajustes semestrales de menor entidad que los de la primera ronda, con aumentos 
de entre 0% y 2% para el ajuste del primer semestre y menores en los próximos ajustes. 

Más allá de la discusión salarial, los trabajadores comenzaron a incorporar a la negocia-
ción otros elementos que hacen a las condiciones de trabajo. Luego de muchos años sin 
negociación, era tan importante y necesario redignificar las condiciones de trabajo como 
la recuperación salarial, en particular para aquellos trabajadores insertos en sectores vin-
culados a los servicios y con menor tradición de negociación y estructuras sindicales más 
débiles. En función de esto, se hacía imprescindible comenzar a mejorar las condiciones 
de trabajo básicas imperantes en estos sectores a partir de la incorporación de baños, 
vestuarios y lugares de comida dignos para los trabajadores, mejoramiento de algunos as-
pectos básicos de seguridad e higiene laboral y regulación de los horarios y los descansos.

Tercera ronda de Consejos de Salarios

Con la finalización de las prórrogas de los convenios que se habían dado en el marco de la 
ronda anterior, comienza la tercera ronda de Consejos de Salarios, a mediados de 2008. 
Se trató de la última ronda del primer período de gobierno del Frente Amplio y también 
de la última que se llevaría adelante en el marco de la Ley 10.449 de Consejos de Salarios 
aprobada en 1943. 

Esta fue también la última ronda en la cual los convenios de los distintos grupos finali-
zaron prácticamente en el mismo momento del tiempo ya que a partir de esta ronda la 
duración de los acuerdos de los distintos sectores dejaron de ser los mismos y por ende 
tanto la finalización como el comienzo de las próximas ronda empezó a prolongarse en 
el tiempo. 

Un hito fundamental de la negociación, que se concretó en la tercera ronda fue la cons-
titución del grupo 21 de Consejos de Salarios correspondiente al Servicio Doméstico. Si 
bien la intención del Ejecutivo había sido que la negociación en este sector comenzara al 
mismo tiempo que la del resto de los trabajadores privados, la ausencia de representantes 
de la patronal a quienes convocar había dilatado este propósito. La constitución de este 
grupo fue de suma trascendencia a la negociación ya que era la primera vez en la histo-



70

Resultados de los cambios implementados

ria del país que se incorporaba a la negociación colectiva tripartita a las trabajadoras del 
servicio doméstico. Además en la medida en que se trataba de un conjunto importante 
de trabajadoras,52 la incorporación de éstas a la negociación colectiva ampliaba significa-
tivamente el número de trabajadores cubiertos por la negociación, llevando esta cifra al 
100% de los asalariados formales tanto del sector público como privado. 

A diferencia de lo sucedido en las rondas anteriores, la tercera ronda de negociación se 
desarrolló en un contexto de mayor incertidumbre acerca del rumbo de la economía. Si 
bien la ronda estaba pensada para comenzar en julio de 2008, el comienzo de la negocia-
ción se retrasó –como sucedería más adelante también con el resto de las rondas- y en 
la práctica arrancó casi un trimestre más tarde coincidiendo con la eclosión de la crisis 
financiera internacional. 

Aunque posteriormente se vio que los efectos de la crisis sobre la economía uruguaya en 
términos generales fueron escasos –a pesar del efecto que provocó en algunos sectores 
puntuales de actividad-53 el brusco cambio en la coyuntura externa impregnó de incer-
tidumbre la negociación provocando que el gobierno buscara ser más cauto en cuanto al 
crecimiento de los salarios y los empresarios encontraran argumentos y un mayor eco 
para enlentecer el ritmo de crecimiento del salario real. La incorporación de las prime-
ras cláusulas de salvaguarda en los convenios es una consecuencia de este contexto, más 
allá de que en la práctica las mismas no eran muy restrictivas y solamente planteaban la 
posibilidad de renegociar los convenios si las partes entendían que habían cambiado drás-
ticamente las condiciones bajo las que se había dado la negociación, algo que la propia 
dinámica de los Consejos permitía sin la necesidad de aclararlo explícitamente. 

En aras de continuar en el rumbo de acuerdos cada vez más prolongados en el tiempo, 
en esta oportunidad las pautas del Poder Ejecutivo presentaban dos alternativas de nego-
ciación, premiando con ajustes salariales más elevados la alternativa que establecía una 
mayor duración de los convenios (a 30 meses) en contra de la que planteaba una duración 
de 24 meses. Las pautas también establecían una preferencia por ajustes anuales en detri-
mento de los semestrales que se habían presentado en las rondas anteriores. 

En línea con lo implementado en las rondas anteriores la inflación esperada seguía apa-
reciendo en las pautas del gobierno como el mecanismo elegido para asegurar el man-
tenimiento del poder de compra de los salarios –algo que ya estaba arraigado en los 
convenios como forma de mantener el poder adquisitivo de los salarios- pero en esta 

52 En 2008 se estimaba en 100.000 a las trabajadoras del servicio doméstico.
53 Caso del sector de las curtiembres que se vio afectado rápidamente en la venta de cueros que realizaba a la industria auto-

motriz fuera de fronteras .
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instancia se ponía mayor énfasis en utilizar para su estimación la meta de inflación esta-
blecida por el gobierno en lugar de las estimaciones privadas que eran el indicador más 
empleado. Esto último, junto con el aumento de la periodicidad de los ajustes mostraban 
la preocupación que el gobierno empezaba a tener acerca del crecimiento de los precios, 
que comenzaban a ubicarse por encima del rango meta esperado y más tarde se iban a 
transformar en la piedra en el zapato de la política económica de corto plazo. 

Pese a la incertidumbre del contexto externo que caracterizó el comienzo de esta ron-
da, fue la primera en la que el gobierno diferenció los ajustes salariales según tramo de 
ingreso, estableciendo ajustes más elevados para aquellos grupos cuya categoría salarial 
más baja se encontrara por debajo de un determinado monto. Así, para los grupos con 
salarios más sumergidos el ajuste inicial se ubicaría en 16% o 20% por todo concepto 
dependiendo del nivel salarial de la categoría más baja. 

El objetivo de esta propuesta, de carácter claramente distributiva, era que los salarios más 
bajos acompañaran el crecimiento que tendría el Salario Mínimo Nacional en los dos años 
siguientes, algo que no se iba a alcanzar si percibían los mismos ajustes que obtendrían el 
resto de salarios en el marco de los Consejos de Salarios. El aumento del Salario Mínimo 
Nacional así como de aquellos niveles salariales considerados más sumergidos era una 
bandera que venía levantando el movimiento sindical prácticamente desde los comienzos 
de la negociación y que en la práctica había ido implementando de distintas maneras. En 
la primera ronda a partir de la definición de los mínimos vigentes, que arrastraban al alza 
los salarios más deprimidos dentro de los distintos sectores y en la segunda ronda, en 
muchos subgrupos de negociación donde a partir del incremento medio propuesto, se 
optaba por otorgar aumentos más elevados para las categorías salariales más sumergidas 
en desmedro de las más elevadas. 

Finalmente, en cuanto al salario real los convenios establecían el ajuste en un piso de 1% 
pudiéndose incrementarlo dos puntos más, dependiendo de la negociación de cada sec-
tor. Además, si los acuerdos se negociaban en el marco de los lineamientos establecidos 
por el Poder Ejecutivo con una duración de 30 meses y ajustes anuales, el crecimiento del 
salario real podía alcanzar al 5,5% anual. 

Evidentemente estos lineamientos estuvieron en sintonía con las expectativas del movi-
miento sindical de privilegiar los ajustes de los salarios más bajos, más allá de que no se 
alcanzó acuerdo en qué podía considerarse “los salarios más bajos”. Si bien el objetivo de 
los trabajadores era que en aquellos sectores donde la categoría más baja se encontrara 
por debajo del nivel que el gobierno había considerado como salario sumergido, toda la 
pirámide percibiera estos ajustes diferenciales, esto quedó librado a la negociación de 
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cada sector y en la mayoría de los casos solamente las primeras categorías se beneficiaron 
con estos ajustes y para solucionar los problemas que pudieran surgir por solapamientos 
de categorías, se eliminaron categorías y se optó por achatar la pirámide salarial. 

En cuanto al pasaje de estimar la inflación futura con el dato que brindaban los agentes 
privados a hacerlo con la meta gubernamental, esto no generó mayores reticencias a nivel 
general en la medida en que los convenios incorporaran correctivos periódicos y no sólo 
al final del convenio como insistía en que se hiciera el Poder Ejecutivo. 

Dado que en la tercera ronda algunos grupos optaron por la alternativa de acordar con-
venios a 24 meses mientras que otros firmaron por 30 meses, la finalización de esta ronda 
y por consiguiente el comienzo de la próxima se ubica entre julio de 2010 para algunos 
grupos y enero de 2011 para otros. 

Esta ronda también fue aprovechada por el movimiento sindical para llevar adelante otras 
reivindicaciones en materia laboral como fueron la incorporación de delegados de se-
guridad laboral en los lugares de trabajo y la incorporación de cláusulas de igualdad de 
oportunidades, impulsadas por el Departamento de Género para que fueran incorpora-
das en todos los convenios firmados. 

Cuarta ronda de Consejos de Salarios

La cuarta ronda de Consejos de Salarios marcó un quiebre respecto al formato de la ne-
gociación de las rondas previas. Por un lado se trató de la primera ronda bajo el marco 
jurídico de la Ley 18566, lo que implicó que se dieran cambios en los formatos de ne-
gociación y en concreto en el mecanismo de aprobación de los convenios, por lo pronto 
deja de ser necesaria la homologación de los acuerdos por parte del Ejecutivo y por tanto 
en la medida que existiera acuerdo entre trabajadores y empresarios se podía alcanzar 
un acuerdo colectivo de validez sectorial. Por otro lado, la negociación se tornó más 
compleja en la medida en que en las rondas anteriores se había recuperado en promedio 
la pérdida salarial comprometida y los lineamientos del Poder Ejecutivo establecían que 
el crecimiento del salario real debía estar vinculado al desempeño sectorial y general de 
la economía. 

Para esta ronda el Poder Ejecutivo pretendía alcanzar acuerdos de 3 años de duración, 
con ajustes anuales, poniendo un énfasis fuerte en que la inflación esperada se aproximara 
a través de la meta establecida por el Banco Central y que el componente de ajuste real 
del salario estuviera vinculado tanto al desempeño macroeconómico como al del sector, 
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empleando para esto indicadores de la evolución general de la economía y el empleo que 
reflejaran la situación macroeconómica a la vez que instruyó al BPS y a la DGI para que 
elaboraran indicadores de desempeño sectorial que tuvieran en cuenta tanto la evolución 
de las ventas del sector como del empleo. 

Para los trabajadores esto representó un importante desafío ya que significaba romper 
con la tradición en cuanto a la negociación de salarios a la que venían acostumbrados y 
que era más sencilla técnicamente en la medida en que implicaba agregar algunos puntos 
de aumento a la evolución de los precios de manera de que el salario real creciera. Si bien 
existió la voluntad de los trabajadores en la mayor parte de los grupos de negociación de 
incorporar indicadores que reflejaran el desempeño económico y sectorial, la tarea no 
fue sencilla. 

Por un lado los indicadores disponibles no siempre reflejaban con certeza la evolución 
que habían tenido los sectores y tanto empresarios como trabajadores reconocieron la 
dificultad de incorporar indicadores en una negociación que es esencialmente de rama 
de actividad con situaciones muy diversas entre empresas. Por otro lado, existe la con-
vicción en el movimiento sindical que aún cuando es positivo que la evolución del salario 
real refleje en cierta medida el desempeño sectorial, también es fundamental que los sa-
larios, al tratarse de la principal fuente de ingresos de los hogares, se ubiquen por encima 
de determinados mínimos y su evolución esté en concordancia con el crecimiento medio 
de la economía. 

Estos factores condujeron a que fueran pocos los grupos que efectivamente incorporaran 
indicadores como mecanismo de ajuste del salario real y que el propio gobierno reviera 
parcialmente esta propuesta en la próxima ronda de modo de establecer mecanismos de 
ajuste del salario real que sin dejar de vincularse al desempeño macroeconómico y secto-
rial fueran menos volátiles y controversiales que los anteriores. 

También en esta ronda se propone ajustes diferenciales para los salarios más sumergidos, 
los que oscilan entre 18% y 25% y van de la mano de los incrementos pautados para el 
Salario Mínimo Nacional para los próximos años. Esta última propuesta estaba totalmen-
te en línea con los objetivos del movimiento sindical para esta etapa de negociación, que 
luego de haber recuperado en promedio el salario real perdido entre 2000 y 2004 en un 
contexto en que la economía había alcanzado niveles record de empleo y formalización 
en términos históricos, se proponía acelerar el proceso de mejora de la distribución de 
los ingresos, entre otras vías a través de la política salarial y del aumento de los salarios 
más sumergidos. 
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Otro de los aspectos que se proponía a nivel del movimiento sindical era abordar la 
recategorización y evaluación de tareas, un tema que pese al consenso que existía sobre 
la necesidad de implementarlo, no había sido objeto de trabajo en las rondas pasadas y 
se había ido posponiendo. Para el movimiento sindical el objetivo de avanzar en la reca-
tegorización y la evaluación de tareas no solamente permitiría ajustar las categorías a la 
realidad laboral sino que también contribuiría en el combate de inequidades y sería un 
puntal de los futuros aumentos salariales. 

Asimismo el movimiento sindical comenzó a poner cada vez más énfasis en la distribu-
ción factorial del ingreso54, buscando incluir en la negociación esta dimensión distribu-
tiva de manera de contemplar la evolución de la masa salarial y su participación en el 
ingreso total. 

Dentro de los objetivos del movimiento sindical para la negociación también se encuentran 
en esta etapa la incorporación a las rondas de negociación de otros temas, más allá de lo 
salarial, como son la organización del trabajo, la capacitación, las condiciones laborales, te-
mas de seguridad e higiene en el trabajo y la participación de los trabajadores en la gestión. 

El desfasaje que se dio en la finalización de la tercera ronda y comienzos de la cuarta se 
trasladó e incluso acentuó en la finalización de la cuarta ronda a pesar de que uno de los 
propósitos del movimiento sindical era intentar ordenar este desfasaje de manera que 
todos los convenios vencieran en la misma fecha y por ende el comienzo de la próxima 
ronda fuera simultáneo en todos los grupos. Para la central, la largada de la ronda en 
una sola etapa permitiría fortalecer las reivindicaciones, realizar medidas conjuntas en 
pos de alcanzar una plataforma común y además evitaría los retrasos que se dan cuando 
los comienzos son diferidos. Sin embargo, este objetivo colectivo no se logró alcanzar 
porque en la práctica a nivel de los grupos era difícil cambiar la lógica con la que venían 
negociando la duración de los convenios. Así la cuarta ronda finalizó entre mediados de 
2012, para quienes habían arrancado primero y negociaron a dos años, y mediados de 
2013, para quienes se encontraban en la situación opuesta, con algunos convenios que 
continuaron vigentes hasta comienzos de 2014.

Quinta ronda de Consejos de Salarios

Como resultado de lo anterior, el comienzo de la quinta ronda de Consejos de Sala-
rios duró algo más de un año, período en el cual variaron los lineamientos del Poder 

54 La distribución factorial del ingreso hace referencia a la distribución del ingreso entre factores productivos: capital y trabajo.
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Ejecutivo para quienes negociaron en la primera instancia y quienes lo hicieron más 
tarde a la luz de los resultados obtenidos en la primera etapa. En esta instancia, con un 
problema inflacionario algo más duro y de larga data, el gobierno se puso más firme en 
la estimación de la inflación futura a través de la meta gubernamental y presionó por 
distintas vías para que esto se cumpliera, absteniéndose en la votación en los casos en 
que tanto trabajadores como empresarios alcanzaron acuerdo conviniendo algún otro 
mecanismo de ajuste. De hecho, los lineamientos que se volcaron en la segunda etapa 
de comienzo de la ronda estimulaban los acuerdos nominales o por todo concepto 
como mecanismo para desindexar los salarios y anclar las expectativas de inflación 
crecientes, aunque no lograron mayores adeptos entre los grupos al momento de  la 
negociación. 

Con la existencia de correctivos periódicos, para el movimiento no fue un objetivo en sí 
mismo lograr acuerdos que escaparan al criterio de inflación futura medida a través de la 
meta gubernamental sino seguir enfatizando en el aumento del salario real y en particular 
de los salarios más sumergidos. 

Si bien en esta ronda los lineamientos del Poder Ejecutivo también proponían ajustes 
más elevados para los salarios más bajos, los incrementos propuestos fueron mucho 
más discretos que en las rondas pasadas de la mano de la reducción en los incremen-
tos que se proyectaban para el Salario Mínimo Nacional luego de varios años de im-
portantes aumentos. En relación a los ajustes generales del salario real, de parte del 
gobierno se seguía poniendo énfasis en que los mismos estuvieran vinculados tanto al 
desempeño macroeconómico como al sectorial. Sin embargo, en vistas del escaso éxito 
que había tenido la incorporación de indicadores sectoriales que demostraron ser muy 
volátiles y que en muchos sectores se dudaba de su representatividad, en la segunda 
etapa de esta ronda se dejó de lado la incorporación directa de los mismos. En su lugar 
se proponía que en base al debate de diversos indicadores sectoriales en cada grupo de 
negociación se evaluara si la situación del sector era buena, regular o mala. A esto se 
debía agregar la información de la situación macroeconómica que también se calificaba 
como buena, regular o mala en función de la evolución que registrara el producto, y 
con ambos datos se acordaban ajustes fijos. 

Más allá de la flexibilidad que podía implicar para la negociación esta nueva metodología 
para considerar los indicadores, el mecanismo se mostró poco adecuado para la prác-
tica de la negociación. En general trabajadores y empresarios no llegaron a ponerse de 
acuerdo en los indicadores a emplear para medir la realidad sectorial, estos intercambios 
dilataron la negociación, y finalmente ante la necesidad de dar por finalizado el comienzo 
de la ronda se terminaron empleando criterios tradicionales de ajustes fijos. 
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El otro aspecto promovido explícitamente por los lineamientos del Poder Ejecutivo en 
esta ronda de negociación fue la desaceleración del ritmo de crecimiento del salario real 
respecto a las rondas anteriores. En materia de ajustes concretamente esto se traducía en 
que en los casos en que se acordara que el desempeño sectorial era bueno y la situación 
macroeconómica también, el máximo crecimiento del salario real se debía ubicar en 3%, 
al menos 1 punto por debajo del crecimiento esperado de la producción nacional. 

Claramente esto significó un punto de desacuerdo con el movimiento sindical que no 
compartía el criterio de reducir el ritmo de incremento del salario real y consideraba que 
en un marco de escaso crecimiento del empleo, estos ajustes conducirían a que la masa 
salarial siguiera perdiendo peso en el ingreso total. Si bien en los distintos grupos se bus-
có romper con estos criterios mediante acuerdos con el sector empresarial en un marco 
de votación, la negativa de los representantes del Poder Ejecutivo dificultó que se alcan-
zaran ajustes superiores a estos montos. En su lugar, la estrategia sindical se volcó hacia 
la obtención de otros beneficios y compensaciones que sin afectar el ajuste mejoraran los 
ingresos de los trabajadores por la vía de mayores primas por presentismo, nocturnidad 
o directamente mediante el otorgamiento de partidas monetarias fijas. 

b. Resultados de los convenios

Organización de la negociación colectiva

Desde la primera ronda de Consejos de Salarios de julio de 2005 a la última, que comen-
zó entre 2012 y 2013 dependiendo del subgrupo, la negociación se fue desconcentrando, 
no solamente en lo que atañe a los plazos de comienzo de cada ronda sino también en 
lo relativo al número de subgrupos y capítulos de negociación. Si bien se mantienen en 
esencia los 20 grupos abiertos originalmente para el sector privado, al que en 2008 se 
sumó la apertura del grupo correspondiente al servicio doméstico,  y los tres corres-
pondientes al sector rural, en las sucesivas rondas se fue dando un proceso de apertura 
de nuevos subgrupos y capítulos, que fomentó esta desconcentración de la negociación. 

Así, mientras en la primera ronda se negociaron unos 185 convenios colectivos 
aproximadamente correspondientes a las distintas mesas de negociación, cinco ron-
das después, el número de mesas de negociación ascendió a 225, lo que representa 
una apertura de casi diez subgrupos en cada una de las rondas. Si descontamos las 
mesas de negociación que ya existían en 2005 pero que no llegaron a reunirse y que 
por lo tanto no lograron firmar convenios, esta cifra baja un poco pero igualmente 
arroja un promedio de seis subgrupos nuevos en cada ronda.
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Esta desconcentración es mucho mayor entre los sectores de actividad vinculados a la 
industria que entre los de comercio y servicios en la medida que en el primer caso el 
número de subgrupos y capítulos es de casi el doble que en los sectores de comercio y 
servicios.

A pesar de que la apertura de nuevos subgrupos suele atender a la necesidad de definir 
más precisamente la rama de actividad a la que hace referencia cada grupo, la descon-
centración ha sido tal que en algunos casos existen subgrupos que están compuestos 
solamente por una o dos empresas.

A esta desconcentración de mesas de negociación se agrega el hecho de que son pocos 
los casos en que se firman convenios a nivel del grupo que contemplen aspectos relativos 
a la situación sectorial más general, de manera que todo pasa a negociarse a nivel del 
subgrupo. Además de que esto rompe con el espíritu de la negociación colectiva a nivel 
sectorial, genera problemas prácticos al momento de convocar tantas mesas de negocia-
ción al mismo tiempo, dilatando los períodos de comienzo de cada ronda.

En lo que hace al ámbito de aplicación de los convenios, la mayoría son de alcance na-
cional aunque se encuentran algunos casos en el marco del sector de la prensa donde 
se firmaron convenios distintos para Montevideo y el Interior; a la vez que otros pocos 
grupos, pese a firmar convenios de cobertura nacional, estipularon salarios mínimos dis-
tintos para Montevideo y el Interior del país, como es el caso de los servicios de acom-
pañantes.

Una característica sobresaliente en las distintas rondas de negociación es el importante nivel 
de acuerdo alcanzado en las mismas. En las dos primeras rondas de negociación algo más 
del 90% de los convenios se resolvieron por acuerdo y en las dos últimas, pese a que este 
porcentaje cayó, aproximadamente el 85% de los convenios fueron firmados por acuerdo 
entre las tres partes, los restantes fueron por votación o por decreto del Poder Ejecutivo. 

En las primeras dos rondas si bien los casos en que el Poder Ejecutivo decretó fueron muy 
pocos ya que el porcentaje de acuerdos fue muy alto, los decretos se dieron en grupos 
que abarcaban a una cantidad importante de trabajadores como fue el caso de la Interme-
diación financiera en la primera ronda de negociación y la Enseñanza privada en las dos 
primeras rondas. 

En cuanto a la duración de los convenios, con el correr de las rondas, la misma se fue 
extendiendo de un año de duración en la primera ronda a convenios de entre dos y tres 
años de duración –y en algunos casos más- en las últimas rondas. 



78

Resultados de los cambios implementados

De la mano de la extensión de los plazos de duración de los convenios, se dio también un 
cambio en relación a la periodicidad de los ajustes. Mientras que en las primeras ronda 
prácticamente la totalidad de los convenios contenía ajustes semestrales –lo que se co-
rrespondía obviamente a convenios de corta duración- en las últimas rondas comienzan a 
hacerse más comunes los ajustes anuales. No obstante, en la cuarta ronda todavía casi el 
70% de los convenios establece ajustes semestrales. Esto se explica porque aun cuando 
los ajustes por inflación y los correctivos tienden a acordarse anualmente, éstos se alter-
nan con los incrementos reales de forma tal de seguir percibiendo ajustes semestrales. 

Negociación salarial

En la mayoría de los convenios la fórmula de ajuste salarial se compone de un porcentaje 
por concepto de inflación futura, un porcentaje por concepto de crecimiento real del 
salario y un porcentaje por concepto de correctivo. Son muy pocos los convenios don-
de se acordó un porcentaje de ajuste fijo, aun cuando esto fue promovido por el Poder 
Ejecutivo en la última ronda de negociación en la búsqueda de desindexar los salarios a 
la inflación. De hecho sólo en 7 mesas de negociación de la última ronda se acordó incor-
porar ajustes nominales por todo concepto.

En relación a los indicadores establecidos para ajustar la inflación, mientras en las pri-
meras rondas era común que se empleara la encuesta de expectativas de inflación que 
publica mensualmente el Banco Central y que se basa en la respuesta de expertos priva-
dos en torno a la evolución esperada de los precios, con el pasaje de las rondas el Poder 
Ejecutivo puso más énfasis en que el indicador utilizado para ajustar la inflación fuera la 
meta gubernamental. Así, en la cuarta ronda 70% de los convenios incorporan este in-
dicador para estimar el crecimiento de los precios y en la última ronda, el 95% lo hace. 
Además, en ambas rondas, aquellos convenios que utilizan un criterio distinto, tampoco 
acuerdan porcentajes de inflación futura significativamente distintos a los que establece 
la meta, en su mayoría se ubican entre 5% y 6% mientras que la meta desde hace algunos 
años se ubica en 5%.

Si bien la negociación colectiva se ha vuelto cada vez más abarcativa en las sucesivas ron-
das de negociación, de manera que son cada vez más temas los que se incorporan a la 
mesa de negociación, el componente salarial sigue siendo una parte central del debate.

En cuanto a los porcentajes de aumento del salario real se observa que en la primera 
ronda de negociación, de un año de duración y dos ajustes semestrales, la mayoría de los 
convenios se ajustaron a los lineamientos establecidos por el Poder Ejecutivo y otorgaron 
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aumentos por concepto de recuperación del salario real de 2% semestral. Así en esta 
ronda se verificó por un lado un importante alineamiento con las pautas presentadas por 
el Ejecutivo en materia salarial; y por otro lado, muy poca dispersión entre lo acordado 
en las distintas mesas de negociación, ya que son excepcionales los grupos que alcanzan 
una recuperación mayor a estos montos. 

Sin embargo, a partir de la segunda ronda se comienza a observar una dispersión cada vez 
más grande entre ajustes acordados en los distintos subgrupos. En la segunda ronda, si 
bien la mayoría de los convenios siguen estableciendo ajustes de salarios fijos en línea con 
los pautas del gobierno, se comienzan a diferenciar los ajustes a la interna del subgrupo, 
buscando premiar a los salarios más sumergidos. En las rondas siguientes la dispersión 
sigue aumentando en la medida en que cada vez más subgrupos comienzan a diferenciar 
los ajustes a la interna del subgrupo y además se empieza a contemplar más la realidad 
sectorial, más allá de que esto no siempre involucre la incorporación explícita de indica-
dores sectoriales.

Esta característica de diferenciar los ajustes salariales en el subgrupo se fue profundizando 
y generalizando a partir de la segunda ronda, y más tarde fue promovida explícitamente 
por parte del Poder Ejecutivo, asignando ajustes más elevados para los salarios más bajos. 
La diferenciación de los ajustes según franjas salariales o entre laudos y sobre-laudos fue-
ron algunos de los criterios de diferenciación empleados para priorizar los salarios más 
bajos. En la última ronda aproximadamente un 60% de los convenios establecen algún 
tipo de diferenciación salarial.

La incorporación de indicadores que reflejaran el desempeño macroeconómico o secto-
rial no mucho eco en las mesas de negociación. En la primera ronda este mecanismo no 
estuvo presente directamente en la negociación. En la segunda ronda, unos pocos con-
venios comenzaron a incorporar a los ajustes indicadores que de algún modo reflejaran 
el desempeño del sector y en su mayoría se trató de datos relativos a las ventas mientras 
que la gran mayoría se mantuvo en los ajustes fijos. La práctica de ajustes fijos en estas 
primeras rondas eran razonables además ya que iban de la mano con el compromiso de 
recuperar la pérdida salarial promedio de la administración anterior.

Sin embargo, a partir de la tercera ronda el gobierno comenzó a poner cada vez más én-
fasis en que el crecimiento salarial estuviera vinculado al desempeño sectorial en función 
de la heterogeneidad que se observaba en el crecimiento de los distintos sectores, tanto 
en materia de producción, productividad y empleo, diferencias que a juicio del gobierno 
debían estar contempladas en la negociación.
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Si bien a partir de este momento en muchos subgrupos se comenzó a establecer en 
los convenios que parte el porcentaje de ajuste real era por concepto de crecimiento 
de base y otra parte era atribuible al crecimiento sectorial, lo cierto es que los ajustes 
acordados seguían siendo fijos y sin que tuvieran correlato con la evolución de ningún 
indicador macroeconómico o sectorial. Recién en las últimas dos rondas de negociación 
la incorporación de indicadores en los ajustes se hizo más visible, aunque los porcentajes 
de mesas a los que abarcó igualmente fue escaso, aproximadamente 15% de las mesas de 
negociación. 

En las mesas en que se incluyeron indicadores fue más común la inclusión de indicadores 
macroeconómicos y casi el 90% de quienes incluyeron indicadores en los ajustes se volca-
ron por la inclusión de indicadores macro, en la mayoría de los casos se incorporó la evo-
lución esperada del producto y la evolución esperada del producto en relación al empleo. 
No obstante, en algunos grupos se logró avanzar en la incorporación de indicadores que 
efectivamente representaran la evolución del sector como fue la incorporación de indica-
dores de ventas o atención a usuarios, aunque en la mayoría de los casos, se incorporaban 
también indicadores macro de manera de evitar quedar atado a la alta variabilidad de la 
que suelen adolecer los indicadores sectoriales. Fueron muy pocos los convenios que 
incluyeron únicamente algún indicador sectorial, aproximadamente el 10% en la cuarta 
ronda y un porcentaje mucho menor en la quinta ronda. 

Si bien la incorporación explícita de indicadores que dieran cuenta de la evolución sec-
torial fue escasa, esto no provocó que el desempeño sectorial no fuera tenido en cuenta, 
aun implícitamente, en la negociación. Esto se puede verificar al comparar los incremen-
tos salariales entre los distintos sectores, ya que si bien el crecimiento del salario real fue 
generalizado a los distintos sectores, aquellos que atravesaron coyunturas más difíciles 
en estos últimos 10 años o por distintas razones enfrentaron problemas, son también los 
sectores donde el crecimiento salarial fue menor como es el caso de los sectores de la 
vestimenta, textiles, marroquinería y calzado.

Otros aspectos de la negociación

En relación a la incorporación de otros beneficios extra salariales, esto fue avanzando en 
el correr de las rondas. Mientras que en la primera ronda de negociación la incorpora-
ción de beneficios extra salariales se verificó en aproximadamente una cuarta parte de 
los convenios firmados esto fue haciéndose más común y abarcando a cada vez más mesas 
de negociación. En las primeras rondas esto fue más común en aquellos sectores donde la 
tradición negociadora, al menos en las empresas más grandes del sector, era más fuerte, 
como es el caso de los lácteos, la bebida y la construcción; o donde existían empresas lí-
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deres en el sector y se apuntaba a llevar a la rama los beneficios de los convenios firmados 
bipartitamente con esas empresas líderes.

Dentro de estos beneficios se encuentran el aguinaldo doble, no muy frecuente en nues-
tro país y que engloba a pocas mesas de negociación (menos del 5% del total); los feria-
dos pagos, un beneficio algo más frecuente y las licencias extraordinarias, cuya mención 
en los convenios fue ascendiendo en el correr de las rondas y abarca a más de la mitad 
de los convenios. Si bien todos estos beneficios no son estrictamente salariales, implican 
beneficios importantes para los trabajadores, que en muchos casos afectan sus ingresos 
laborales y hacen a la calidad del empleo. 

En muchos convenios se estableció además la conformación de comisiones, que en mu-
chos casos buscaban continuar el trabajo en torno a distintos temas que se había co-
menzado a discutir en el marco del convenio y no se había saldado o que había quedado 
pendiente de discutir y para esto se había establecido una comisión especial. Sólo entre 
la primera y la segunda ronda algo más del 60% de los convenios establecen la creación 
de comisiones. 

Las comisiones que más se reiteran son las que tienen como cometido la determina-
ción de nuevas categorías y a partir de la tercera ronda las comisiones de seguridad y 
salud ocupacional, de manera de dar cumplimiento al decreto 291/007 que establece la 
creación de comisiones tripartitas sectoriales y en la empresa para trabajar en los temas 
vinculados a la promoción y prevención de la seguridad y salud en el trabajo. Así, en la 
cuarta ronda casi 40% de los convenios menciona temas de salud ocupacional. Si bien el 
establecimiento de comisiones en general tiene la finalidad de continuar con el trabajo de 
temas que no se lograron saldar o trabajar al momento de firmar el convenio, como suele 
darse con las comisiones de categorías, tampoco en el marco de las comisiones parecen 
haberse saldado estos temas en la medida en que no son recogidas las resoluciones en 
los siguientes convenios ni aparecen reflejados los avances del trabajo de las comisiones.

En cuanto a la inclusión de los temas de género, el mismo también ha sido progresivo en 
las distintas rondas aunque con grados de avance muy dispares entre los distintos grupos. 
En la primera ronda tan sólo 15% de los convenios hacían mención a temas de género 
porcentaje que asciende al 60% en la cuarta ronda. No obstante, la mayoría de los conve-
nios que menciona el tema de género simplemente exhorta al cumplimiento de las leyes 
de igualdad de oportunidades. Esto da cumplimiento a lo acordado en la tercera ronda 
de Consejos de Salarios donde se exhortó a la incorporación de estas cláusulas en todos 
los convenios colectivos. 
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Sin embargo, son menos los convenios que avanzan en el tema, de manera de ampliar 
los derechos más allá de lo establecido por la ley, en particular en lo que hace a la incor-
poración de cláusulas relativas a la compatibilización de la vida laboral y familiar y a los 
cuidados, una tarea no remunerada que normalmente recae sobre las mujeres y que se 
constituye en uno de los principales obstáculos a la plena inserción de las mujeres en el 
mercado laboral. En cuanto a las cláusulas relativas al tema de cuidados, normalmente 
éstas extienden el número de días previstos por la ley para estos fines y aparecen en el 
24% de los convenios en la cuarta ronda. Se trata de cláusulas relativas a la maternidad, 
paternidad, lactancia y cuidado de menores. 

La posibilidad de que alguna empresa se apartara de lo acordado en el convenio colectivo 
y en el marco del Consejo de Salarios se aprobara un descuelgue para la misma, se veri-
ficó en todas las rondas pero su frecuencia fue muy baja, ubicándose en todas las rondas 
por debajo del 5% de las mesas de negociación. En la primera ronda este porcentaje 
es algo más elevado ya que el establecimiento de los mínimos por categoría sectoriales 
condujo a que aquellas que no podían alcanzar estos pagos de manera inmediata, se “des-
colgaran” del convenio colectivo, acordándose cronogramas de ajuste diferenciales de 
manera que en determinado lapso de tiempo, los trabajadores de estas empresas alcanza-
ran los mínimos sectoriales.

En relación a otros aspectos que hacen a la organización del trabajo se suele mencionar la 
capacitación, la regulación del trabajo nocturno, incorporación de ropa de trabajo. Entre 
las primeras rondas son pocos los convenios que hacen mención a la capacitación (aproxi-
madamente 5% y 9% en las dos primeras rondas, alcanzando al 23% en la cuarta ronda). 
En relación a las cláusulas de nocturnidad e inclusión de ropa de trabajo. pasan del 10% 
en las primeras rondas al entorno del  25% a 30% en las últimas. 

Si bien estos aspectos hacen a la organización del trabajo, muchas veces se incorporan 
en los convenios como manera de complementar los ingresos salariales, algo que en las 
últimas rondas se verificó en relación a la incorporación de primas por presentismo, 
presentes en aproximadamente el 15% de los acuerdos. Así, en la última ronda aproxi-
madamente la mitad de los convenios incorpora algún beneficio que termina afectando 
el salario. 

Finalmente las cláusulas de paz se fueron incorporando progresivamente en los convenios, 
aumentando en cada ronda el porcentaje de convenios que incluía este aspecto. Mientras en 
la primera ronda, poco más de un tercio aproximadamente de los convenios incluyó cláu-
sulas de paz, esta cifra ascendió al 50% en la segunda ronda, 60% en la cuarta y 77% en la 
última. Adicionalmente, muchos convenios comenzaron a establecer en las últimas rondas 
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cláusulas de salvaguarda (alrededor del 58% en la cuarta ronda y 75% en la última). Las 
cláusulas más restrictivas establecen directamente las condiciones que implican una renego-
ciación del convenio (en general condiciones relativas al crecimiento del producto macro o 
sectorial o a la evolución de los precios al consumo) o al menos de los ajustes salariales del 
convenio y abarcan a la mitad de quienes incorporaron cláusulas de salvagurada; mientras 
que las menos restrictivas plantean la posibilidad de que cualquiera de las partes convoque 
al Consejo de Salarios ante un cambio importante en las condiciones bajo las que se negoció 
el convenio, algo que de hecho puede hacerse en el marco de la ley de negociación.

A la luz de la experiencia vivida, muchos convenios comenzaron a establecer también 
cláusulas de prevención de conflictos, que establecen los mecanismos a seguir por cual-
quiera de las partes durante la vigencia del convenio para evitar los conflictos, es decir, 
establece una ventana de tiempo para trabajar entre las partes previo a tomar cualquier 
medida ante situaciones particulares.

2.2 La negociación colectiva en el sector público

La negociación colectiva es una de las formas más importantes y complejas que adopta el 
diálogo social, sin embargo, cuando ésta se desarrolla dentro de los límites de la adminis-
tración del Estado adopta características especiales.

Se entiende que la administración pública “…debe ser eficiente y eficaz para garantizar el 
ejercicio efectivo de los derechos y la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos y, por lo tanto, 
es un factor esencial para un desarrollo económico y social sostenible. (…) (102º CIT, 2013).

Los servicios públicos de calidad requieren el apoyo de sistemas adecuados de relaciones 
laborales. En efecto, con un sistema general de relaciones laborales que proyecten una 
base común de principios y objetivos, es más probable lograr unidad de propósitos y re-
sultados. En este sentido, el diálogo social debe ser una característica central del sistema 
de regulación en el sector público, por lo que se refiere tanto a su formación como a su 
funcionamiento, y la negociación colectiva, integral y estructurada, debe ser un elemen-
to constitutivo de este diálogo. 

El Convenio 151 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) -sobre la pro-
tección del derecho de sindicalización y los procedimientos para determinar las 
condiciones de empleo en la administración pública- fue adoptado para subsanar la 
brecha existente entre los derechos de los trabajadores de los sectores público y pri-
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vado ya que el Convenio 98 -sobre el derecho de sindicación y negociación colectiva- 
excluía de su ámbito de aplicación a los funcionarios públicos que están al servicio 
de la administración del Estado. De modo que se puede considerar que el Convenio 
151 elimina la discriminación entre trabajador público y privado

Sin embargo, en el sector público entran en juego consideraciones especiales. El interés 
público exige el mantenimiento de los servicios esenciales sin ninguna interrupción de 
las actividades, así como la continuidad de las funciones esenciales del Estado en todas las 
etapas de las discusiones entre trabajadores y empleadores. 

En Uruguay, la ratificación del Convenio 151 de la OIT en 1989, supone que el Estado 
puede optar para determinar las condiciones de empleo, entre la negociación colectiva y 
“otros métodos”, como el diálogo y/o la consulta. Sin embargo, la ratificación del Con-
venio 154 –sobre el fomento de la negociación colectiva- en el mismo año, establece sin 
lugar a dudas que el derecho de negociación colectiva rige también en el ámbito de la 
administración pública, pudiéndose fijar modalidades particulares de aplicación.

Existen a nivel de la Administración Central algunas experiencias informales de nego-
ciación colectiva previas a 2005, por ejemplo, con motivo de la elaboración de la ley de 
presupuesto en el año 1967 o el primer convenio salarial de los diques del Estado en 
el año 1966. Incluso durante la década del 90, las Empresas Públicas, así como algunos 
Gobiernos Departamentales, comenzaron a celebrar convenios colectivos con las organi-
zaciones representativas de sus funcionarios. 

De esta manera, a pesar de la profusa normativa que habilitaba a la negociación colectiva 
previamente, sólo existieron “…ámbitos de negociación aislada e inorgánica y generalmente 
correspondiente a los entes del Estado más ricos, los de dominio industrial, comercial o del sector 
bancario. En las mismas, el único organismo que representaba al Estado era la Oficina de Planea-
miento y Presupuesto (…) y donde el rol del MTSS fue de ausencia en la promoción de la negocia-
ción colectiva en el sector público”. (Bajac, 2010).

Fue con la llegada del Decreto 113/2005 de marzo de 2005, que estableció los criterios 
de integración y funcionamiento de los distintos grupos de trabajo,55 cuando se empeza-

55  En principio se crearon tres grupos de trabajo, los que se nombraron con las letras A, B y C. El grupo A, correspondía al 
Poder Ejecutivo y al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU); el B, al Poder Ejecutivo y al Instituto Nacional 
de Colonización (INC), la Administración de Ferrocarriles del Estado (AFE), la Administración Nacional de Combustibles, 
Alcohol y Portland (ANCAP), la Administración Nacional de Usinas y Transmisiones Eléctricas (UTE), las Primeras Líneas 
Uruguayas de Navegación Aérea (PLUNA), la Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE), la Administración 
Nacional de Puertos (ANP), la Administración Nacional de Telecomunicaciones (ANTEL) y la Administración Nacional de 
Correos y el Banco de Previsión Social (BPS); y el grupo C, al Tribunal de lo Contencioso Administrativo (TCA), la Corte 
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ron a sentar las bases de un nuevo sistema de relaciones laborales para el sector público. 
Este decreto establecía la integración y representatividad de las mesas de negociación, 
donde se le atribuía al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (MTSS) un rol especial, 
con carácter de coordinador y moderador, facilitando y garantizando el normal desarro-
llo del proceso de negociación entre las partes.

Así surge el primer producto de la negociación colectiva en el sector público, denomi-
nado Acuerdo Marco, que fue suscrito el 22 de julio de 2005 entre el Estado y las orga-
nizaciones sindicales que nuclean a todos los funcionarios públicos a través del PIT-CNT.

A partir de este Acuerdo Marco es que se constituyó el ámbito para la negociación co-
lectiva entre el Estado y sus funcionarios y se creó el Consejo Superior de Negociación 
Colectiva del Sector Público. El objetivo de este Consejo era desarrollar la negociación 
colectiva pública de nivel superior, buscando alcanzar acuerdos en temas tales como la 
institucionalización de la negociación colectiva en la esfera estatal y su implementación; 
la coordinación entre los distintos niveles de negociación y aspectos vinculados al ejerci-
cio de la libertad sindical, así como en aspectos relativos a la carrera funcional, retribu-
ciones y formas de contratación. Un aspecto destacado fue el compromiso instaurado de 
debatir con profundidad los aspectos vinculados con la reforma del Estado.

Dado que uno de los objetivos planteados era generar un marco normativo para la nego-
ciación colectiva pública, mientras éste no existiese, las partes acordaron que la negocia-
ción se articularía en tres niveles: el nivel superior general, a través del Consejo Superior 
de Negociación Colectiva del Sector Público; a nivel de rama o sectorial, en las mesas de 
negociación establecidas por las particularidades o autonomías o las que correspondieran 
establecerse; y por último, por inciso u organismo, la que se desarrollaría directamente 
entre las organizaciones sindicales de base y los organismos respectivos.

Durante este período, en las negociaciones por grupos se alcanzaron acuerdos que tras-
cendieron la temática salarial y donde el proceso culminó con un proyecto de Ley sobre 
Negociación Colectiva del Sector Público que recogió la experiencia alcanzada, con va-
loración positiva por parte de los sindicatos.

En el plano salarial, en la primer etapa el objetivo central se orientó a recuperar el salario 
perdido durante la administración Batlle. En principio las organizaciones sindicales no estu-
vieron de acuerdo en la medición realizada para dar cuenta de la pérdida salarial registrada 
en el gobierno anterior, que el Poder Ejecutivo estimó en 16% para la Administración Cen-

Electoral (CE), el Tribunal de Cuentas (TC) y los Entes Autónomos de la Enseñanza.
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tral y la Enseñanza; 5,5 % en el caso de las Empresas Públicas y 4,5% para la Banca Oficial. 

No obstante, terminaron acordando, salvo la Confederación de Organizaciones de 
Funcionarios del Estado (COFE) que acordó algunos meses más tarde que el resto en 
un acta complementaria, una recuperación de 19,5% al cabo del período. En función 
de esto es que se fijaron los porcentajes de crecimiento salarial para los funcionarios 
de la Administración Central y los organismos del artículo 220 de la Constitución, 
con algunas excepciones como los funcionarios de la Dirección General Impositiva 
(DGI) –que recibieron ajustes salariales más elevados de la mano de una reestructura 
que se implementó en el marco de la reforma de la administración tributaria-, del 
Poder Judicial y de la enseñanza, quienes más tarde acordarían en mesas especiales 
nuevas retribuciones. Además de lo salarial, en general los acuerdos incluyeron otros 
beneficios como la cobertura de salud y viáticos de alimentación. 

Los criterios utilizados en los aumentos salariales fueron similares a los del sector privado 
y los ajustes se compusieron de un componente por concepto de inflación y un porcen-
taje por encima de la inflación, con el que se completaría la recuperación del salario real. 
Incluso se acordaron porcentajes de aumento más elevados para los salarios más bajos.

Los ajustes se realizaron el 1 de enero de cada año y hasta el año 2008 se utilizó la infla-
ción pasada como indicador para ajustar la inflación, para seguidamente, pasar a utilizar el 
criterio de inflación esperada, estimada con el centro del rango meta de inflación guber-
namental. Esto supuso dificultades y denuncias por parte de los trabajadores públicos que 
entendían que este cambio generaba una pérdida de salario real. Algunos de los ajustes 
supusieron aumentos en los llamados “salarios base” atendiendo en forma prioritaria a las 
inequidades derivadas de las malas prácticas en la carrera funcional.

En lo que refiere a la Enseñanza, la Administración Nacional de Enseñanza Primaria 
(ANEP) y la Universidad de la República (UdelaR) continuaron utilizando el criterio de 
la inflación pasada para realizar los ajustes y se estableció que una vez alcanzado el 16% 
de recuperación del salario real se agregaría 1% en 2009 y 2% en 2010. Por su parte, los 
porcentajes de recuperación para las Empresas Públicas se fijaron en 2,8% en 2006, 1% 
en 2008 y 1,5% en cada uno de los dos años siguientes. Además, al final del convenio se 
ajustaron las pérdidas derivadas de la falta de correctivos inflacionarios. 

En diciembre de 2007 se suscribe el “Convenio de ajuste salarial del Consejo Superior de Ne-
gociación Colectiva de los Funcionarios Públicos 2008-2010”. Durante la vigencia del mismo 
se llevaron adelante distintos intentos de negociación -más allá de lo salarial- tendientes a ir 
mejorando aspectos de gestión y de eficiencia económica y social. Entre estos se destaca la 
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reforma en la DGI y en la Inspección del Trabajo del MTSS. En la Administración Central se 
impulsó por parte del Poder Ejecutivo, el denominado “Sistema Integrado de Retribuciones y 
Ocupaciones” (SIRO) que generó gran debate y resistencia, y que finalmente no prosperó. No 
obstante, se implementaron algunas medidas tendientes a corregir progresivamente situacio-
nes de inequidad salarial, estableciendo mínimos por grado y ajustes diferenciados.

Un elemento que cabe mencionar son los intentos por impulsar por parte del gobierno 
la “Transformación Democrática del Estado”, que sintetizaba los objetivos de reforma del 
Estado. Si bien este fue uno de los objetivos prioritarios en la agenda de ambos gobiernos 
en relación al Estado, pese a los esfuerzos realizados, la reforma nunca logró llevarse 
adelante, al menos en la medida de las necesidades y aspiraciones que tenía originalmente 
el gobierno y los trabajadores. Así, los cambios en este aspecto terminaron centrándose 
en modificaciones en el aparato administrativo, que permitieran flexibilizar y agilizar los 
trámites y gestiones, la promoción de “ventanillas únicas” electrónicas y dar paso al uso 
de herramientas informáticas más sofisticadas para la gestión. 

En julio de 2009, a partir de la aprobación de la Ley 18508, se institucionaliza el ámbi-
to normativo para la negociación efectiva en el sector público. La Ley hace referencia a 
un “sistema de relaciones laborales en el sector público”, el que se inspira y rige por los 
principios y derechos que se desarrollan en la misma, y por los derechos fundamentales 
internacionalmente reconocidos. Donde se establece, que “…el Estado promoverá de mane-
ra efectiva la consulta y la colaboración entre las autoridades públicas y las organizaciones de tra-
bajadores públicos sobre las cuestiones de interés común que pudieren ser determinadas por las partes, 
con el objetivo general de fomentar relaciones fluidas entre los interlocutores, la comprensión mutua, 
el intercambio de información y el examen conjunto de cuestiones de interés mutuo”. El artículo 5º 
establece la obligación de negociar. 

Con respecto a los contenidos de la negociación colectiva en el sector, la norma hace po-
sible abocarse entre otros temas a los vinculados con el salario, las condiciones de trabajo, 
los niveles de empleo e ingreso a la función pública, y aún todos aquellos que se integren 
al Estatuto del Organismo de que se trate, además de al análisis de los fines o planes de 
carácter estratégico de cada Organismo.

De la Productividad al Desempeño 

Una de las partidas salariales más representativa de los trabajadores de las Empresas Pú-
blicas es la denominada “productividad”. La productividad surge como conquista históri-
ca sindical en el marco de la lucha por la mejora del salario y las condiciones de trabajo de 



88

Resultados de los cambios implementados

los funcionarios. Pese a que el objetivo del movimiento sindical al reivindicar la incorpo-
ración de los pagos por productividad era incrementar el salario de los trabajadores de las 
Empresas Públicas, este terminó siendo un pago complementario de naturaleza variable 
asociado a la productividad total de la empresa. De esta manera, la mejora salarial era 
consecuencia de un efecto “derrame”, fruto de la eficiencia de los factores asociados. 

Más tarde, esos pagos por productividad de naturaleza variable se “desnaturalizaron” y se 
consolidaron como pagos fijos complementarios al salario, de manera que se independi-
zan en apariencia del derrame mencionado antes, lo que altera las relaciones sociales y 
sus expresiones materiales.

El 14 de diciembre de 2010 en el marco del Consejo de Salarios correspondiente al nivel 
de Mesa de Entes (nivel de rama) cuando se discutían cuáles iban a ser los criterios de ajuste 
salarial, fue planteada por primera vez la intención del Poder Ejecutivo de no otorgar más 
ajustes generales por encima de la inflación y que el crecimiento del salario real debía estar 
enmarcado en la instrumentación de un nuevo Sistema de Retribuciones Variables (SRV).

El SRV planteado por el Poder Ejecutivo implicaba transformar el esquema de “pagos por 
productividad” vigente en un nuevo esquema de pago variable, basado en el desempeño. 
Esto implicaba en primer lugar, medir niveles de desempeño, para lo que se debían cons-
truir indicadores con esos fines. Una vez superada esa etapa, el crecimiento del salario 
real de los trabajadores de las Empresas Públicas ya no sería a través de porcentajes fijos 
sino que estaría atado al cumplimiento de metas de desempeño.

En marzo de 2011 el Poder Ejecutivo presenta una propuesta-borrador concreta de un 
SRV para las Empresas del Sector Público No Financiero, para que fuera discutida por 
los sindicatos. El objetivo del gobierno era sustituir el esquema vigente de “pagos por 
productividad” por un esquema que premiara el desempeño, basado en el cumplimiento 
de metas y donde el pago fuera proporcional al nivel salarial. La Mesa Coordinadora 
de Entes rechazó esta propuesta en la medida en que entendió que la misma implicaba 
un cambio de reglas que tenía implícita una transferencia interna de recursos desde los 
salarios más bajos a los más altos. No obstante, a partir de ese momento se comenzó a 
debatir el pasaje a un SRV.

Los aspectos más destacados del nuevo sistema están asociados al hecho de que el pago 
no está asociado a la productividad sino al desempeño y a la manera de medir el des-
empeño, un concepto mucho más amplio que el de productividad y que en principio 
podría medirse en sectores ajenos al propio proceso productivo. Un aspecto relevante 
a destacar es que, a diferencia de la productividad, cuya medición y pago dependía de 
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las llamadas “paramétricas” y técnicas sofisticadas de formulación aplicadas en el pasado 
-sin el consentimiento de los trabajadores-, este nuevo esquema de pago sería analizado, 
elaborado y acordado en el marco de la negociación colectiva, como ha sido reclamado 
históricamente por el movimiento sindical. El otro elemento significativo de la propuesta 
del nuevo SRV es que la misma es abarcativa a la totalidad de los organismos del sector 
público no financiero, bajo una prerrogativa integral, y no sólo a los que actualmente 
cuentan con el pago por productividad. 

Evidentemente una modificación de esta naturaleza genera mucha controversia ya que es 
concebida como un cambio radical en las “reglas de juego”. No por el pasaje que supone 
cambiar de productividad a desempeño, sino porque implica cambiar un pago de natura-
leza variable, que se desnaturalizó y pasó a ser fijo y está internalizado como salario per-
manente. a una partida variable que está condicionada a mediciones y al cumplimiento de 
metas de carácter global, sectorial e individual.

La negociación colectiva en las Intendencias Municipales

La Ley 18508 de Negociación Colectiva en el Sector Público abarca a todo el Estado, in-
cluidos los Gobiernos Departamentales (Intendencias Municipales, Juntas Departamen-
tales y Juntas Autónomas Electivas). De acuerdo a la Ley, los Gobiernos Departamentales 
no están obligados a negociar los convenios colectivos con sus funcionarios en el marco 
de los Consejos de Salarios, sino que los insta a definir los ámbitos y niveles de funcio-
namiento de la negociación según las necesidades y particularidades de cada organismo, 
teniendo como objetivo propender a alcanzar acuerdos colectivos.

La negociación colectiva en el ámbito de los Gobiernos Departamentales siempre ha sido 
dificultosa. Incluso, la Federación Nacional de Municipales (FNM) denunció formal y 
oportunamente ante el Congreso Nacional de Intendentes y el MTSS, la ausencia de un 
ámbito de negociación colectiva para el sector.

En efecto, una vez reinstalados los Consejos de Salarios en 2005, el MTSS intimó al Con-
greso de Intendentes a fijar posición, y el órgano resolvió rechazar la propuesta de imple-
mentar una negociación colectiva en el sector con el argumento de la autonomía munici-
pal. En ese momento se señaló que los Intendentes quieren negociar “mano a mano” con 
los gremios de las comunas que administran y que no existían condiciones legales para 
entablar una negociación colectiva. Además, los distintos jefes comunales coincidieron 
en señalar que debido a las grandes diferencias salariales vigentes entre comunas y a los 
variados escalafones y grados existentes en entre el funcionariado, sería difícil “a corto 
plazo” sumarse a la propuesta del MTSS.
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Esta situación, que es considerada un problema para los funcionarios municipales, se 
mantuvo desde 2005 a la fecha y se extiende a la mayoría de los Gobiernos Depar-
tamentales en la medida en que en unos pocos departamentos se tiene negociación 
colectiva. Esto motivó a la FNM a iniciar acciones colectivas para promover la nego-
ciación. El MTSS también ha planteado la necesidad de desarrollar la negociación de 
manera de que estos trabajadores puedan estar a la par “que el resto de los trabajadores 
del país” en materia de negociación y además, debido al éxito que supuso en aquellos 
lugares en que fue aplicada, tanto en lo que hace a mejoras significativas en materia 
salarial como de condiciones de trabajo. Incluso en algunos Gobiernos Departamen-
tales fue posible negociar colectivamente –aunque con algo de resistencia sindical- 
otros temas, como los llamados “Compromisos de Gestión” y cuestiones vinculadas 
con la carrera funcional –Sistema Integrado de Retribuciones (SIR) y política de 
ingresos.

2.3 Cambios operados en el empleo

Previo a presentar los principales resultados alcanzados en relación al empleo, cabe 
aclarar que con anterioridad a 2006, la información sobre empleo e ingresos que rele-
vaba el Instituto Nacional de Estadística (INE) excluía a las localidades con menos de 
5.000 habitantes. Por ello, como en este trabajo se analiza el período 2004-2013, los 
datos que se presentan son aquellos representativos de las localidades de más de 5.000 
habitantes. 

La evolución del empleo

En la última década, el desempeño del mercado de trabajo fue muy positivo alcan-
zando records históricos en varios aspectos. La tasa de actividad, que refleja la oferta 
de trabajo, creció de forma sostenida, partiendo desde 58,5% en 2004 hasta ubicarse 
en el entorno de 64% en 2013. Las mujeres contribuyeron en mayor medida que los 
hombres con esta expansión de la oferta laboral. Sin embargo, la tasa de actividad 
masculina aún se encuentra 18 puntos porcentuales por encima de la femenina, lo que 
marca el potencial que todavía tienen las mujeres para seguir  incrementando la fuerza 
de trabajo.      

Por el lado de la demanda laboral, la tasa de empleo también creció de forma muy im-
portante, partiendo de niveles inferiores a 51% en 2004 hasta alcanzar un récord en 
2011 y posteriormente estabilizarse en valores cercanos a 60%. Esta mejora del empleo 
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nunca antes observada en la historia del país, permitió que actualmente haya alrededor 
1.620.000 ocupados en el total de la economía.  

Gráfico 1 - Evolución de la tasa de actividad y empleo

Fuente: INE
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Al igual que con la oferta de trabajo, el crecimiento del empleo femenino fue más im-
portante que el masculino. Mientras en 2004 las mujeres eran un 43,2% de los ocupados, 
en 2013 representaron un 45,5% del total. Esto determinó que se haya avanzado en la 
reducción de la brecha entre la tasa de empleo masculina y femenina, tal como se mues-
tra en el Gráfico 2. Sin embargo, aún se observan diferencias importantes entre ambos 
niveles del orden de los 19 puntos porcentuales. 

Gráfico 2 - Evolución de la tasa de empleo por sexo

Fuente: INE
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A nivel etario, la proporción de jóvenes menores a 25 años en el total de ocupados se ha 
mantenido estable en torno al 14%. El principal cambio operado es un leve crecimiento 
en el peso relativo de los ocupados de entre 25 y 40 años en detrimento de aquellos de 
entre 41 y 60 años.  

El cuadro 1 muestra la evolución de la proporción de ocupados según la catego-
ría de la ocupación. En primer lugar, se observa un incremento importante de 
la proporción relativa de asalariados privados que en 2013 representan casi 59% 
del total. Por su parte, los trabajadores por cuenta propia sin local ni inversión 
muestran una significativa caída representando menos de 2,5% en 2013.56 Estos 
cambios reflejan una mejora muy importante al reducir la precariedad de los pues-
tos laborales propios del modelo económico anterior que se incrementaron con la 
crisis a partir de 1999.  

Adicionalmente, en los primeros años del período analizado, el peso relativo de los tra-
bajadores del sector público se reduce en más de 2 puntos porcentuales mientras que el 
de los trabajadores por cuenta propia con local se incrementa ubicándose en el entorno 
de 18%. 

Cuadro 1 - Participación relativa de los ocupados por categoría de ocupación 

Categoría de ocupación 2004 2006 2008 2010 2013
Asalariado privado 52,6% 54,8% 56,0% 57,6% 58,7%
Asalariado público 17,7% 16,5% 15,5% 15,1% 15,5%
Cuenta propia s/ local 9,2% 6,8% 4,2% 3,2% 2,4%
Cuenta propia c/local 15,2% 15,9% 18,0% 18,1% 17,7%
Otros 5,4% 6,0% 6,3% 6,0% 5,7%
Total 100% 100% 100% 100% 100%

Fuente: Elaboración propia en base a INE

Al analizar la evolución de la proporción de los ocupados según sector de actividad, 
se aprecia un crecimiento relativamente importante de los que se desempeñan en la 
construcción y en las actividades inmobiliarias y empresariales seguidos por la salud y 
el sector de hoteles y restaurantes. Por su parte, los sectores con mayor caída relativa 
son el servicio doméstico y las actividades de defensa y seguridad pública seguidos por la 
industria y el sector agropecuario.

56 Los trabajadores por cuenta propia son aquellos que no trabajan en relación de dependencia respecto a un empleador como 
es el caso de los asalariados.
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Cuadro 2 - Participación relativa de los ocupados por sector de actividad

Sector de actividad 2004 2006 2008 2010 2013 Variación 
período

Agropecuaria, forestación, pesca y minería 5,0% 4,9% 5,1% 5,1% 4,1% -1,0%
Industria Manufacturera 14,0% 14,4% 14,0% 13,8% 13,0% -1,1%
Electricidad, gas y Agua 0,8% 1,1% 0,9% 0,9% 1,0% 0,1%
Construcción 6,6% 6,6% 7,3% 7,5% 8,2% 1,6%
Comercio 19,7% 20,6% 19,9% 20,1% 19,9% 0,2%
Transporte y almacenamiento 4,6% 4,5% 4,9% 4,7% 4,6% 0,0%
Alojamiento y servicios de comida 2,5% 2,8% 3,0% 3,1% 3,3% 0,8%
Telecomunicaciones y correo 1,1% 1,2% 1,2% 1,2% 1,2% 0,0%
Actividades financieras y de seguros 1,6% 1,7% 1,8% 1,9% 1,9% 0,3%
Actividades inmobiliarias y empresariales 7,0% 6,3% 7,1% 7,6% 9,0% 2,0%
Adm. Pública, defensa y seg. social oblig. 8,5% 7,8% 6,5% 6,5% 6,9% -1,6%
Enseñanza 6,1% 6,0% 6,0% 6,0% 6,3% 0,2%
Servicios sociales y salud 7,6% 7,5% 8,0% 7,8% 8,6% 1,0%
Hogares privados con servicio doméstico 9,0% 9,4% 8,9% 8,8% 7,3% -1,7%
Otras actividades de servicio 5,8% 5,3% 5,5% 5,1% 4,8% -1,0%
Total 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% 100,0% …

Fuente: Elaboración propia en base a INE

La evolución del desempleo y las asimetrías

El mayor crecimiento del empleo respecto al aumento de la oferta laboral permitió que 
la tasa de desempleo para las localidades de más de 5.000 habitantes cayera desde 13,1% 
en 2004 a 6,7% en 2013. Las tasas de desempleo observadas en los últimos tres años, que 
para la totalidad del país son aún menores, representan niveles históricamente bajos que 
además afectan fundamentalmente a personas que no son jefas de hogar y que en un 44% 
del total tienen ciertos requerimientos al momento de buscar trabajo (empleos acorde a 
su conocimiento o experiencia, baja carga horaria, horario especial y otros).

Gráfico 3 - Evolución de la tasa de desempleo
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La duración del desempleo también ha variado: mientras en 2004 un desocupado tardaba en 
promedio 18 semanas en conseguir un empleo, en 2013 dicho promedio se situó en 7 sema-
nas.      

Este buen desempeño del mercado de trabajo en general y del desempleo en particular 
ha permitido reorientar los debates y desafíos en torno como mejorar la calidad del em-
pleo –tema que se aborda más adelante- así como a reducir algunas asimetrías existentes 
que revisten un carácter estructural.

Como es sabido, el desempleo afecta en mayor medida a las mujeres y fundamentalmente 
a los jóvenes menores de 25 años. Respecto a las primeras, en el Gráfico 4 se presenta a 
la izquierda la evolución de la tasa de desempleo femenina y masculina mientras que a la 
derecha se observa el cociente o relación entre ambos valores (siempre es mayor a 1 ya 
que la tasa de desempleo femenina es mayor a la masculina).
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Gráfico 4 - Tasa de desempleo por sexo

Fuente: INE

En 2013, la tasa de desocupación de las mujeres fue 8,3% mientras que la de los 
hombres 5,4%. Si bien todavía la brecha es amplia y requiere de más políticas 
específicas que la reduzcan, el análisis muestra que desde 2007-2008 en adelante 
se ha ido avanzando en la reducción de la misma. Mientras en 2008 la tasa de des-
empleo femenina era 77% mayor a la de los hombres, en 2013 dicha diferencia se 
redujo a 52%.   

En el caso de los jóvenes menores de 25 años, la brecha es bastante más amplia y en estos 
años no ha logrado reducirse. Mientras el desempleo en los mayores de 25 años pasó de 
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8,8%% a 4,2%, en el caso de los jóvenes cayó desde 33% a 20,2%. Como se observa en 
el lado derecho del Gráfico 5, el cociente entre ambas tasas de desempleo ha registrado 
un leve aumento, llegando a mostrar en 2013 una desocupación en los jóvenes casi cinco 
veces superior a la del resto de los activos.   
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Gráfico 5 - Tasa de desempleo según tramo etario

Fuente: INE

Una de las herramientas claves para avanzar sobre esta problemática es la Ley de Fomento del 
Empleo Juvenil aprobada a fines de 2013, cuyo objetivo es estimular la contratación de jóve-
nes por parte de empresas públicas y privadas a través de subsidios y publicidad. Habrá que 
esperar que los datos futuros lo confirmen, pero si las empresas públicas y privadas responden 
a los estímulos diseñados, sería esperable una reducción de la brecha en los próximos años.

Por último, las tasas de desempleo de Montevideo y del Interior del país han sido muy si-
milares a lo largo del período analizado. Si bien durante 2006 y 2007 la del Interior llegó 
a ser superior en 1,5 puntos porcentuales, dicha diferencia se ha mantenido en valores 
muy reducidos a partir de 2008. En 2013 el desempleo en el Interior fue de 7% mientras 
que en la capital se situó en 6,5%.

La evolución de la calidad del empleo 

Si bien es posible identificar diversos problemas relacionados a la calidad del empleo, 
a continuación nos centramos en la evolución del no registro a la seguridad social y el 
subempleo, dejando para el apartado 2.4 el análisis sobre la evolución de los salarios su-
mergidos en la última década.
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En el Gráfico 6 se observa la evolución del porcentaje de trabajadores no regis-
trados a la seguridad social así como la proporción de subempleados, es decir, de 
aquellos ocupados que trabajan menos horas de las que desean y están disponibles 
para trabajar.57 Si bien aún en 2013 las tasas pueden ser consideradas elevadas, el 
desempeño a lo largo del período analizado es muy favorable: mientras el no re-
gistro cae desde casi 41% a 24%, el subempleo se reduce desde casi 16% a menos 
de 7%.
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Gráfico 6 - Evolución del no registro a la seguridad social y el subempleo

Resulta interesante profundizar el análisis del comportamiento del no registro a la se-
guridad social cruzándolo con otras variables. En el Gráfico 7 se observa la tasa de no 
registro para algunas categorías ocupacionales. En el caso de los asalariados privados, se 
produce un notable descenso de 36,4% a 15%, dando cuenta del importante proceso de 
formalización logrado para este segmento de trabajadores como se planteó en el aparta-
do 1.4. Considerando que todos los asalariados públicos tienen cobertura de seguridad 
social, es posible afirmar que en 2013 menos del 12% del total de asalariados no estaba 
registrado a la seguridad social.

En el caso de los trabajadores por cuenta propia la situación es distinta. Mientras que para 
quienes poseen local el no registro descendió de casi 70% a 65,6% durante el período, 
para los que no poseen local ni inversión la falta de cobertura afecta casi al 100%. Cabe 
mencionar que como se señaló anteriormente, la proporción de estos trabajadores cayó 
drásticamente durante el período, representando un avance importante en términos de 
erradicación de la precariedad laboral. 

57 En términos estrictos, para estar subempleado se deben trabajar menos de 40 horas por semana y querer trabajar más tiem-
po.
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En un contexto de caída de la tasa global de no registro, este contraste entre buen des-
empeño de asalariados y caída más moderada para los trabajadores por cuenta propia 
determinó que estos últimos pasaran de representar el 47,2% del total de trabajadores 
informales en 2004 al 57,9% en 2013.
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Gráfico 7 - No registro a la seguridad social para un conjunto de categorías de ocupación

La tasa de no registro varía mucho entre los distintos sectores de actividad, tal como 
se observa en el Cuadro 3. El servicio doméstico y la construcción eran los sectores 
con más alta informalidad en 2004 y fruto de la negociación colectiva y algunas po-
líticas específicas han logrado avances significativos. Mientras el servicio doméstico 
bajó la tasa desde casi 74% a 48,5% en 2013, la construcción pasó de 66% a menos 
de 42%. El resto de los sectores también han mostrado un buen desempeño, incluso 
en casos como la salud o la enseñanza en que, producto de su fuerte presencia en 
el sector público, la proporción de trabajadores no cubiertos era relativamente más 
baja en 2004.

Por último, la falta de cobertura a la seguridad social afecta principalmente a jóve-
nes y a las personas mayores de 60 años, aunque por su tamaño relativo la mayor 
incidencia en la informalidad se encuentra entre los 25 y los 60 años. Mientras la 
población joven enfrenta dificultades para acceder a empleos de calidad, las altas 
tasas de informalidad para los mayores de 60 años se explican fundamentalmente 
por la conjugación de actividad laboral sin registro con el cobro de alguna presta-
ción de pasividad. 
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Cuadro 3 - No registro a la seguridad social por sectores de actividad 

Sector de actividad 2004 2006 2008 2010 2013 Variación 
período

Agropecuaria, forestación, pesca y 
minería 45,8% 38,8% 38,5% 36,2% 29,8% -16,0%

Industria Manufacturera 45,9% 36,6% 33,7% 32,5% 23,8% -22,1%
Electricidad, gas y Agua 0,9% 2,8% 2,0% 0,6% 2,0% 1,1%
Construcción 66,0% 59,3% 51,9% 47,6% 41,8% -24,1%
Comercio 52,8% 45,8% 41,9% 39,5% 31,8% -21,0%
Transporte y almacenamiento 27,4% 21,5% 20,9% 18,8% 16,0% -11,4%
Alojamiento y servicios de comida 45,4% 39,1% 37,8% 35,5% 28,6% -16,8%
Telecomunicaciones y correo 8,2% 16,9% 11,8% 10,0% 5,3% -2,9%
Actividades financieras y de seguros 4,9% 5,9% 3,4% 2,7% 2,6% -2,3%
Actividades inmobiliarias y empresariales 39,6% 32,0% 31,1% 28,5% 20,9% -18,6%
Adm. Pública, defensa y seg. social oblig. 1,3% 1,9% 1,7% 0,3% 0,1% -1,1%
Enseñanza 13,3% 10,3% 11,0% 7,4% 6,4% -6,9%
Servicios sociales y salud 16,1% 12,8% 12,6% 10,4% 6,7% -9,5%
Hogares privados con servicio doméstico 73,7% 62,8% 61,4% 58,7% 48,5% -25,1%
Otras actividades de servicio 53,5% 45,0% 44,9% 39,7% 35,8% -17,7%

Fuente: Elaboración propia en base a INE

En el Gráfico 8 se observa que desde 2004 a esta parte se mejoró la cobertura de los 
trabajadores para todas las franjas de edad. En particular, para los tramos de edades entre 
18-24 años y 25-40 años se redujo la informalidad a la mitad.
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Gráfico 8 - No registro a la seguridad social por tramos etarios
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En síntesis, si bien un importante porcentaje de empleos aún presentan problemas de 
calidad que exigen profundizar en políticas para su mejora, resulta claro que a lo largo de 
estos años se han registrado avances importantes. La caída en la tasa de no registro a la 
seguridad social centrada fundamentalmente en los asalariados así como la baja en el su-
bempleo han permitido que el empleo sin restricciones haya crecido de forma sostenida, 
pasando de 55,3% en 2004 a 73,5% en 2013.

2.4 Cambios en materia salarial

Evolución del Salario Mínimo Nacional 

En la última década vivimos un período extraordinario en términos de la expansión del 
Salario Mínimo Nacional (SMN), cuyo valor nominal se multiplicó más de siete veces, 
lo que implicó un aumento de más del 250% en términos reales. En enero de 2004 el 
salario mínimo se ubicada en 1.242 pesos corrientes mientras que 10 años después pasó 
a ubicarse en 8.960 pesos corrientes. 
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Gráfico 1 - Evolución del poder de compra del SMN (base año 2004 = 100)

Evolución del salario real general y por sector de actividad

Durante el período que se analiza, el crecimiento de los salarios reales de los trabajadores 
fue muy importante, ubicándose en promedio en 46,6%.Si bien esta mejora fue gene-
ralizada, alcanzando a los trabajadores de todo el país y todas las ramas de la economía, 
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podemos visualizar algunas diferencias entre las tasas de crecimiento del salario real por 
sector de actividad. 

En primera instancia, cabe destacar que existe una diferencia entre el aumento del poder 
adquisitivo para los trabajadores del sector privado y el sector público. Los primeros 
lograron acumular un crecimiento de 50,5% en los 9 años que van desde 2004 a 2013 
(lo que implica un promedio anual de 5,6%), mientras que en el caso de los trabajadores 
del sector público la expansión total fue de 40,2% (promedio anual de 4,5%). De todas 
formas, también debemos mencionar que el desplome de los salarios en la etapa de cri-
sis fue más importante en el sector privado que en el público y que la recuperación del 
salario de los trabajadores estatales comenzó en 2004 mientras que la de los trabajadores 
privados se inició recién al año siguiente.

En las diferentes ramas de actividad del sector privado podemos apreciar diferencias 
en el ritmo de evolución de los salarios reales. La rama que ha tenido un crecimiento 
salarial más importante es la de Actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler que 
acumuló un incremento de 84,4% en el período, donde se destaca particularmente 
la evolución salarial de los trabajadores de los servicios prestados a empresas (in-
vestigación y seguridad de personas y bienes, actividades de limpieza de edificios 
comerciales y residenciales). La siguen la Construcción (64,3%) y Comercio y repara-
ciones (63,5%). En contrapartida, las ramas con los ritmos de crecimiento salarial 
más bajos fueron Intermediación financiera, seguido de Enseñanza y Transporte, almace-
namiento y comunicaciones. De todas maneras, es importante destacar que aún para los 
trabajadores de estas ramas los incrementos salariales han sido muy significativos, 
bastante por encima de los registros de otras etapas de expansión económica, como 
por ejemplo la década del 90.

En el caso del sector público, quienes consiguieron mayores aumentos salariales fueron 
los trabajadores del Gobierno central, mientras que aquellos que se desempeñan en los Go-
biernos departamentales fueron los que tuvieron las tasas de crecimiento de menor magni-
tud. No obstante, cabe mencionar que al igual que en el sector privado, los incrementos 
han sido en todas las ramas importantes.

A la interna de las grandes ramas de actividad analizadas, también es posible encontrar 
algunas disparidades. Por ejemplo, en la industria manufacturera, los trabajadores del 
caucho y el plástico tuvieron un crecimiento salarial real de 86,7% en el período mien-
tras que para los obreros de las curtiembres y la fabricación de productos de cuero este 
registro se ubicó en el 22,1%. 
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Cuadro 1 - Variación del salario real público y privado por ramas de actividad y divisiones
Variación

2013 vs 04 Prom. anual

Sector privado 50,5% 5,6%
Industria manufacturera 46,9% 5,2%
Construcción 64,3% 7,1%
Comercio y reparaciones 63,5% 7,1%
Hoteles y restoranes 52,6% 5,8%
Transporte, almacenamiento y comunicaciones 42,8% 4,8%
Intermediación financiera 32,0% 3,5%
Actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler 84,4% 9,4%
Enseñanza 35,0% 3,9%
Servicios sociales y de salud 43,1% 4,8%

Sector Público 40,2% 4,5%
Gobierno central 48,9% 5,4%
Empresas públicas 30,7% 3,4%
Gobiernos departamentales 28,9% 3,2%

Promedio general 46,6% 5,2%

Fuente: INE   

Evolución de la masa salarial y su proporción en el producto total

El incremento de los salarios reales y la expansión del empleo coadyuvaron a un creci-
miento muy importante de la masa salarial total. En el gráfico 2 se observa como luego 
del desplome de la masa salarial durante la crisis, se produce una fuerte y sostenida recu-
peración que determina que en 2013 ésta se ubique 43% por encima de los registros de 
1998, previo al comienzo de la crisis económica. 

Gráfico 2 - Masa salarial real (base año 1998 = 100)
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Fuente: Elaboración propia en base a INE
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Pero desde el punto de vista distributivo, lo más relevante es observar como varió 
el peso de la masa salarial en el total de ingresos de la economía aproximados por 
el producto interno bruto (PIB). Entre 2005 y 2013, la masa salarial se incrementó 
93,9% en términos reales mientras que la expansión del PIB en el mismo período 
fue del orden del 64,7%. Esto produjo un incremento en el peso de la masa sala-
rial sobre el PIB global lo que determina que a lo largo del período analizado los 
trabajadores incrementaron su participación en el ingreso nacional. No obstante, si 
la comparación la hacemos con la situación existente en 1998 vemos que en 2013 
la proporción de salarios sobre el producto es aún inferior a la alcanzada en aquel 
momento.   
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Gráfico 3 - Incidencia de la masa salarial en el PIB

Fuente: Elaboración propia en base a INE y BCU.

Evolución de la desigualdad salarial y de lo sucedido con los salarios más bajos

En la última década se percibe una caída muy significativa de la dispersión de los salarios. 
Medida a través del índice de Gini, la desigualdad salarial para el conjunto de los traba-
jadores se redujo de 0,45 en 2004 a 0,36 lo que implica una caída del 22% aproxima-
damente.58 El gráfico 4 muestra que la caída se dio tanto entre los trabajadores privados 
como públicos.

58 El índice de Gini varía entre 0 y 1 y valores más bajos se asocian con menores niveles de desigualdad.
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Gráfico 4 - Evolución de la desigualdad en los salarios de trabajadores privados y públicos 
(Indice de Gini)

Fuente: INE

Además, la mejora fue más pronunciada en el caso de los asalariados formales, donde la 
desigualdad salarial era levemente menor que la de los informales al inicio del período 
de análisis. Dentro de los asalariados formales, la caída de la desigualdad salarial fue más 
importante en los trabajadores privados (los cuales partían de un nivel de desigualdad 
más elevado al inicio del período) que en los públicos.

La mejora de los salarios y la caída de la desigualdad también pueden analizarse a partir 
de los cambios en la función de densidad de los salarios reflejadas en el gráfico 5.59 Estas 
funciones muestran la proporción relativa de trabajadores en cada nivel salarial para 2004 
y 2013. Lo primero que se observa a lo largo del período es un fuerte desplazamiento 
de la masa de salarios a la derecha, lo que implica que los trabajadores lograron acceder 
a salarios más altos. 

Esta mejora fue generalizada para los distintos tramos de la distribución pero fue más 
marcada aún para los trabajadores de bajos salarios, lo que da cuenta de que fueron éstos 
los salarios que más crecieron y contribuyeron a reducir la desigualdad. Esta disminu-
ción de la desigualdad salarial puede verse claramente en el mayor pico que muestra la 
densidad de los salarios en 2013. Esa mayor altura refleja una mayor concentración de 
trabajadores en niveles salariales medios, que contrasta con el mayor achatamiento de la 
densidad salarial de 2004. 

59 Para que el gráfico resulte más claro se muestra la densidad del logaritmo del salario real por hora.
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Gráfico 5 - Cambios en las funciones de densidad salarial entre 2004 y 2013

Fuente: Elaboración propia en base a INE

Entre 2010 y 2012 se produjo la caída más pronunciada de la desigualdad salarial. 
Cabe suponer que este resultado tiene mucho que ver con la política de aumentos 
prioritarios a los salarios más sumergidos y particularmente del SMN, aplicada en 
estos dos años en el marco de la ronda de negociación colectiva iniciada en 2010. 
En 2011 y 2012 el SMN creció 16,6% y 11,1% en términos reales, respectiva-
mente. 

Como se aprecia en los gráficos 6 y 7, tanto en el caso de los asalariados formales 
(afectados directamente por la negociación colectiva) como en el total de asalaria-
dos –donde se incluye además a los asalariados informales-, los aumentos registrados 
en los deciles de menores salarios son muy importantes y se reducen a medida que 
nos trasladamos a los deciles más elevados. Por ejemplo, el 10% con salarios más 
bajos vio incrementadas sus remuneraciones un 25% en términos reales en apenas 
dos años.

Otro elemento a resaltar es que en estos dos años, el crecimiento de los ingresos labo-
rales para los asalariados informales de los deciles más bajos fue aún más importante que 
para los formales. Lo anterior nos da la pauta que los incrementos diferenciales del SMN 
y los salarios más sumergidos tienen un impacto sobre las remuneraciones de los traba-
jadores no registrados, más allá de su situación de informalidad. Tanto trabajadores como 
empleadores de la economía informal toman al SMN como una variable relevante para el 
ajuste de las remuneraciones.
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Fuente: Elaboración propia en base a INE
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Teniendo en cuenta el alto peso que los salarios tienen en el total de ingresos del hogar, 
esta caída de la desigualdad salarial es un factor muy importante para explicar la caída en 
la desigualdad total de los ingresos que se ha registrado a partir de 2007. En particular, 
entre 2010 y 2012 se dio la mayor caída en la desigualdad de ingresos de las últimas dé-
cadas, lo que marca claramente el potencial que tiene la política de salario mínimo como 
herramienta redistributiva y de combate a la pobreza. 
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En lo que respecta a los ingresos laborales más sumergidos, a pesar de que en la actuali-
dad un conjunto importante de trabajadores percibe ingresos muy bajos, se aprecia una 
evolución muy favorable en comparación con 2004, en gran medida impulsada por los 
importantes incrementos en el SMN y los aumentos prioritarios negociados en los Con-
sejos de Salarios para los mínimos de las categorías más sumergidas. 

En 2004, un 52% de los asalariados percibían ingresos laborales por debajo de la barrera 
de los 10.000 pesos a valores de 2013, monto que equivale aproximadamente a 5.300 
pesos corrientes en aquel momento. En 2013 este guarismo se ubicó en el 19% del total 
de trabajadores en relación de dependencia.

Cuadro 2 - Distribución de asalariados por franjas salariales (en pesos constantes de 2013)

Franja de ingresos Ocupados Asalariados
2004 2013 2004 2013

Menos de 6.000 28,0% 6,0% 25,0% 4,0%
6.000 - 10.000 26,0% 16,0% 27,0% 15,0%
Menores a $10.000 54,0% 22,0% 52,0% 19,0%

10.000 - 14.000 15,0% 18,0% 16,0% 19,0%
14.000 - 20.000 13,0% 20,0% 14,0% 22,0%
20.000 - 30.000 9,0% 19,0% 9,0% 20,0%
30.000 - 50.000 6,0% 13,0% 6,0% 14,0%
Más de 50.000 4,0% 7,0% 3,0% 6,0%
Mayores a $10.000 46,0% 78,0% 48,0% 81,0%

Fuente: Elaboración propia en base a INE 

2.5 Cambios en la estructura sindical

Desde la recuperación democrática en 1985 se pueden visualizar tres grandes etapas 
en el movimiento sindical uruguayo. La primera abarca desde la recuperación de la 
democracia hasta los inicios de la década del 90, período en el cual el movimiento 
sindical consolida su reconstrucción y adquiere un tamaño y una capacidad de mo-
vilización importante, en el marco de la “primavera democrática” que se vive en 
el país. La segunda etapa, se extiende desde principios de los 90 hasta la crisis de 
1999-2002, años donde la afiliación sindical muestra una clara tendencia a la baja. 
Finalmente, tras la salida de la crisis económica y la llegada del Frente Amplio al 
gobierno nacional, en el marco de las significativas reformas implementadas en las 
relaciones laborales, se abre una tercera etapa en la cual la afiliación sindical logra 
una importante recuperación. 
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Para analizar la evolución de la sindicalización en los últimos 30 años se cuenta con los 
datos de los delegados a los Congresos, a partir de los que se puede aproximar el total de 
cotizantes al PIT-CNT. 

Si bien esta aproximación nos permite obtener una serie relativamente larga de datos y 
con esta dar cuenta de la evolución de la sindicalización, tiene la importante limitación 
de que no explica la evolución de la sindicalización a través del número de afiliados, que 
es la cifra que verdaderamente describe el número de trabajadores sindicalizados, sino a 
través de los cotizantes. 

Los cotizantes son aquellos trabajadores afiliados a su sindicato, que además pagan men-
sualmente la cuota sindical (cotizan) y que luego el sindicato traslada en parte al PIT-
CNT. Es sobre este número que se determinan los delegados al Congreso y por tanto, 
la información de larga data con la que contamos. Sin embargo, es claro que todos los 
sindicatos cuentan con un número importante de afiliados no cotizantes por lo que ambas 
cifras no son iguales.

También es preciso aclarar que entre los Congresos de 2008 y 2011, el criterio de tra-
bajador afiliado y cotizante se hizo más restrictivo en la medida en que pasaron a consi-
derarse como cotizantes solamente aquellos trabajadores afiliados al sindicato en que la 
cuota sindical se descuente por planilla de trabajo. 

Si bien no se tiene datos claros de la evolución que ha tenido la afiliación sindical, más 
allá de la aproximación al número de cotizantes que permite alcanzar el análisis del nú-
mero de delegados a los Congresos, son claros los períodos en que se dieron incremen-
tos importantes en el número de trabajadores afiliados, como sucedió en los primeros 
años luego de la recuperación democrática y desde 2005. De acuerdo a las estimaciones 
realizadas por el PIT-CNT, en 2003 el número de afiliados al movimiento sindical se ha-
bría ubicado en torno a los 110.000, pasando a ser aproximadamente 240.000 en 2008, 
330.000 en 2011 y 353.000 en 2013.

En cuanto a la composición del movimiento sindical, se aprecia claramente que en las 
dos primeras etapas mencionadas se produce una baja en el peso de los trabajadores del 
sector privado y un aumento en los del sector público, mientras que en la etapa de creci-
miento (2001-2011) se da la tendencia inversa. De acuerdo a los registros de los Congre-
sos del PIT-CNT, en el año 1985 el peso de los trabajadores cotizantes del sector privado 
en el movimiento sindical era del 56%, pasando a ser 35% en el año 2001 y ubicándose 
en el entorno del 45% en 2008 y 2011. 
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Cuadro 1 - Delegados a  Congresos del PIT-CNT y estimación del número de 

afiliados cotizantes

Delegados al Congreso Afiliados 
Cotizantes

Año Congreso Privados Públicos Total Var. (%)
1985 687 533 1220  244.000 
1987 647 531 1178  235.600 -3,4%
1990 570 569 1139  227.800 -3,3%
1991 449 527 976  195.200 -14,3%
1993 341 503 844  168.800 -13,5%
1997 271 405 676  135.200 -19,9%
2001 200 372 572  114.400 -15,4%
2003 247 391 638  127.600 11,5%
2006 281 424 705  141.000 10,5%
2008 502 566 1068  213.600 51,5%
2011 459 588 1047  209.400 -2,0%

Fuente: PIT-CNT     
Nota: Para el cálculo de afiliados cotizantes se utiliza la relación: 1 delegado = 200 cotizantes. 

En relación a la tasa de sindicalización, medida como la relación entre los trabajadores 
afiliados al movimiento sindical y los sindicalizables (asalariados totales), luego del piso 
registrado en el año 2003 (14,7%), en los años siguientes y particularmente a partir de 
2005 se aprecia una tendencia al aumento en la tasa de sindicalización, que se ubica en 
25,5% en 2008 y en el entorno de 30% en 2011 y 2013. Lo anterior se explica por un 
crecimiento en la cantidad de asalariados totales y un aumento aún mayor en la afiliación 
sindical.

Gráfico 1 - Estimación de la tasa de afiliación al PIT-CNT 

Fuente: Elaboración propia en base a INE y PIT-CNT
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Un análisis complementario acerca de la estructura sindical es el que refiere a lo que 
sucede con la representación de las diferentes ramas de actividad en el movimiento 
sindical. Aún cuando la participación de cada una de las ramas de actividad se realizó 
en función del número de cotizantes, a partir de los delegados a los Congresos, y no 
a partir del número de afiliados, la diferencia entre ambos deja de ser relevante al 
momento de analizar participaciones. 

Cuadro 2 - Distribución de los trabajadores cotizantes al PIT-CNT por rama de actividad

Sectores de actividad 1990 1997 2003 2011
Actividades primarias 3,1% 1,5% 0,9% 0,6%
Industria 22,7% 13,3% 11,8% 13,5%
Elect., gas y agua 6,6% 9,9% 7,8% 4,7%
Construcción 5,5% 3,0% 2,4% 6,5%
Comercio, Restaurantes y Hoteles 4,2% 4,6% 4,7% 7,9%
Transporte y comunicaciones 8,9% 8,4% 7,1% 5,1%
Intermediación Financiera 6,8% 10,3% 10,5% 6,4%
Públicos 32,6% 37,1% 41,7% 44,3%
Tareas remuneradas en hogares 0,1% 0,0% 0,0% 0,1%
Otros Servicios 9,5% 11,9% 13,1% 10,9%
Total 100% 100% 100% 100%

Fuente: PIT-CNT    

Puede observarse en el cuadro 2 que la representación sindical de los trabajadores vin-
culados a los servicios públicos es la que parece más consolidada, acaparando el 44,3% 
en 2011. Tanto en la industria como en la construcción se observa una caída en la par-
ticipación sindical a partir de la década del 90 y una reversión de la caída en los últimos 
años a pesar de que en el caso de la industria, en 2011 la participación en la estructura 
sindical es menor. 

La participación por sexo de las representaciones sindicales fue preocupación en 
los últimos 10 años. Desde el VIII Congreso de 2003 está vigente la cláusula que 
permitiría incorporar masivamente mujeres en las representaciones sindicales 
pero esto no ha sucedido. Entre las resoluciones adoptadas en el Congreso se esta-
bleció: “Que los Sindicatos reflejen la incorporación progresiva de mujeres de acuerdo a la 
composición de la fuerza laboral de nuestro país. Dicha participación debe ser equitativa de 
hombres y mujeres teniendo en cuenta  que no puede existir  menos de un 30% ni más de un 
70% de trabajadores de un mismo sexo, ya sea en cargos de dirección, cupos de formación, o 
la representación, como forma de lograr una mayor democratización de la población traba-
jadora organizada del país.” 
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Sin embargo, el XI Congreso de 2011 alertó entre otras cosas, que la inclusión de trabajadoras 
en los órganos de dirección sigue siendo deficitaria en la medida en que las propuestas con-
cretas para su inclusión no han sido abordadas. Pese a esto, se registró un cambio importante 
al incluir la participación del Departamento de Género, Equidad y Diversidad del PIT-CNT 
en el Secretariado Ejecutivo de la central con voz y sin voto, aunque por la vía de los hechos 
este Departamento adquirió el voto cuando una de las coordinadoras de la central pasó a ser 
la responsable del  mismo. Ésta es además la única mujer titular en el Secretariado Ejecutivo 
que tiene una integración de 15 miembros. En el caso de la Mesa Representativa, órgano más 
importante en la conducción ejecutiva y compuesto por 41 miembros titulares, ésta está inte-
grada en un 95% por hombres y un 5% por mujeres ejerciendo la titularidad. 

Comparación con la región y con el mundo

En lo que refiere a la realidad sudamericana, nuestro país presenta la particularidad de ser el 
único en el que existe una sola organización sindical que nuclea a todos los sindicatos de rama y 
empresa, así como a las distintas corrientes de pensamiento existentes en el movimiento obrero. 

A nivel latinoamericano, el país donde la sindicalización es más elevada es Cuba, seguido 
por los países del Rio de la Plata. Como se aprecia en el cuadro, en promedio, la subre-
gión del Cono Sur es la que presenta un mayor peso de la afiliación sindical sobre el total 
de asalariados, por encima de los países andinos y de los centroamericanos y caribeños. 

Cuadro 3 - Tasa de sindicalización en América Latina y el Caribe (año 2010) 

Subregión País “% de  
afiliación” Subregión País “% de  

afiliación”
Cono Sur Argentina 48% Centroamérica Cuba 69%

Paraguay 13% Nicaragua 20%
Chile 19% Panamá 20%
Brasil 20% México 15%
Uruguay 34% Rep. Dominicana 15%

Honduras 15%
Andina Venezuela 16% Costa Rica 10%

Colombia 7% El Salvador 5%
Perú 6% Guatemala 3%
Ecuador 2% Haití 3%

Fuente: CSA     

En Europa, por su parte, la realidad sindical es muy heterogénea. En algunos de los países 
nórdicos (por ejemplo Dinamarca, Finlandia y Suecia) el porcentaje de afiliación a los sin-
dicatos se ubica entre el 70% y el 80% del total de asalariados en cada país, tasas altísimas 
en la comparación europea e internacional. En cierta medida, esta situación se explica por-
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que en estos países las prestaciones por desempleo y otros beneficios sociales se canalizan 
a través de los sindicatos. En contrapartida, numerosos países de Europa oriental y del sur 
muestran tasas de sindicalización por debajo del 20%. 

Cuadro 4 - Tasa de sindicalización en los países de la Unión Europea.  

País “% de  
afiliación” País “% de  

afiliación”
Dinamarca 80% Alemania 22%
Finlandia 74% Holanda 22%
Suecia 78% Rep. Checa 22%
Noruega 53% Bulgaria 20%
Bélgica 55% España 19%
Luxemburgo 46% Hungría 17%
Italia 35% Eslovaquia 17%
Irlanda 35% Letonia 16%
Austria 35% Portugal 15%
Rumania 30% Polonia 15%
Eslovenia 30% Lituania 14%
Grecia 30% Francia 8%
Gran Bretaña 28%
Unión Europea 23%

Fuente: CCOO (2012)  

En España, la sindicalización ha mostrado una tendencia muy importante al alza entre 1985 
y 2007, más que triplicando la cantidad de afiliados en el período e incrementando en más 
de 5 puntos porcentuales el peso sobre la cantidad total de asalariados. No obstante, con 
el advenimiento de la crisis económica, a partir de ese año se verifica la tendencia inversa.

Gráfico 2 - Evolución de la sindicalización en España
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En Alemania, por su parte, desde la reunificación (1989-1990) se visualiza una tendencia 
permanente a la caída en el número de afiliados a DGB (la principal central sindical de 
aquel país), que pasó de tener 11.800.000 miembros en 1991 a 6.193.000 en 2010, lo 
que representa una reducción prácticamente a la mitad. La caída más pronunciada tiene 
lugar en la década del 90, mientras que en el nuevo siglo esta tendencia se modera.60

60 Datos extraídos de Dribbusch y Birke (2012).



113

PARTE III

1. Comparación internacional de diferentes esquemas de negociación 
colectiva

En este apartado se realiza un breve repaso teórico de las principales características que 
presentan los sistemas de negociación colectiva, identificando diferencias importantes 
entre los modelos de distintos países, algunos de los cuales configuran paradigmas o casos 
particularmente destacados dentro de la literatura.  

Los diferentes modelos de negociación colectiva

De acuerdo a varios de los trabajos que abordan la temática, algunos de los aspectos 
fundamentales que definen un sistema de negociación colectiva son por un lado el nivel 
de “colectivización,” el que está vinculado tanto a la tasa de afiliación sindical como a la 
cobertura o alcance de la negociación.61 Por otro lado, se presta particular atención sobre 
el mayor o menor grado de centralización de la negociación así como el nivel de coordi-
nación entre los actores y el grado de involucramiento gubernamental.

La experiencia internacional da cuenta de muy diversos niveles de colectivización de la 
negociación colectiva. En el caso de las economías desarrolladas, en las últimas décadas 
se produjo una caída de la afiliación sindical en algunos países mientras que la cobertura 
muestra mayor estabilidad. El contexto institucional resulta clave para comprender las 
amplias diferencias encontradas en estos países (Amarante y Bucheli, 2011).

Por un lado, países como Estados Unidos y Reino Unido cuentan con modelos más orien-
tados al libre funcionamiento del mercado. Bajo estos esquemas, en que la negociación 
ocurre fundamentalmente a nivel de empresa y que incluso permiten que discrimine 
entre trabajadores afiliados o no al sindicato, las tasas de afiliación sindical y cobertura 
son prácticamente similares, próximas al 10% en Estados Unidos y en el entorno de 30% 
en Reino Unido.

Por otro lado, los países de Europa continental presentan modelos más orientados ha-
cia las instituciones laborales, asignando un rol más protagónico a la regulación y la in-

61 La tasa de afiliación se define como la proporción de trabajadores afiliados sobre el total de trabajadores sindicalizables.
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tervención pública. Sin embargo, bajo este contexto institucional común, se observan 
diferencias importantes entre los mismos, aunque en términos generales los niveles de 
cobertura son elevados.

Uno de los paradigmas es el desarrollado por los países nórdicos (Finlandia, Suecia, Dina-
marca y Noruega), donde el diálogo colectivo y las organizaciones sindicales desempeñan 
un papel muy importante en la economía. Estos países cuentan con niveles de afiliación 
sindical de entre 70% y 80%, lo que obviamente es acompañado por guarismos de cober-
tura muy altos, llegando a contemplar a más del 90% del total de trabajadores.

En otros países de Europa continental se observan diferencias importantes entre niveles 
de sindicalización y cobertura de la negociación. Entre los casos más extremos se en-
cuentran Francia y España, con tasas de afiliación sindical relativamente bajas (de entre 
10% y 15%) y niveles de cobertura muy elevados que superan el 90% y 80% respecti-
vamente. En Alemania e Italia las diferencias son menores al tener mayor proporción de 
trabajadores sindicalizados y una cobertura levemente menor. En esquemas de este tipo, 
la extensión del alcance de los acuerdos ya sea a nivel administrativo o legal juega un 
papel muy importante involucrando actores no presentes en las negociaciones. Además, 
si bien en algunos países como Francia y España las negociaciones no pueden discriminar 
entre trabajadores afiliados o no al sindicato, en otros casos en que esto es legal suele ob-
servarse que los empresarios voluntariamente aplican los acuerdos a los trabajadores no 
afiliados. Por lo tanto, si bien la densidad sindical es más baja que en los países nórdicos, 
los sindicatos logran incidir en una proporción elevada de los salarios de la economía, 
expandiendo la colectivización de los acuerdos (Du Caju y otros, 2008).  

Por su parte, los países en vías de desarrollo cuentan con sistemas de negociación colec-
tiva más débiles, tasas de afiliación sindical más bajas y en términos generales son más 
proclives a que los salarios los fijen las empresas interactuando libremente en los merca-
dos. Si bien existe una marcada heterogeneidad entre los múltiples esquemas, se observa 
una diversidad menor respecto a los paradigmas claramente divergentes de los países 
desarrollados (Freeman, 2009). 

A nivel de la región, la liberalización comercial, la privatización de empresas públicas y 
la desregulación de los mercados de trabajo imperantes durante los años 90 afectaron 
negativamente el desarrollo del sindicalismo, deteriorando el alcance de la negociación 
colectiva. En la última década, algunos países como Argentina y Uruguay entre otros, 
lograron revertir dicho proceso (Cepal, 2009). Actualmente, Argentina es el país con 
mayor tasa de afiliación sindical seguido por Uruguay, que cuenta con los mayores niveles 
de cobertura de la región. Brasil y Chile presentan tasas de afiliación cercanas a 15% pero 
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mientras en el primer caso la cobertura es relativamente amplia, en Chile es muy baja. 
Por su parte, Colombia y Perú presentan guarismos muy bajos en ambos aspectos.

Como se mencionó antes, otro de los elementos relevantes que caracterizan a un sistema 
de negociación colectiva es el grado de centralización con que opera, en el que pueden 
distinguirse seis niveles: nacional, regional, intersectorial, sectorial, ocupacional y por 
empresa. La evidencia muestra que los tres más importantes son el nacional, sectorial y 
por empresa. 

Al estudiar el caso de los países desarrollados, se observa que sólo en Finlandia, Irlanda y 
Eslovenia la negociación a nivel nacional es dominante. Por su parte, países como Alema-
nia, Italia, Francia, España, Suecia, Noruega, Dinamarca, Portugal, Grecia, Japón y otros 
cuentan con esquemas en que la negociación sectorial es la más importante, si bien en 
algunos casos se negocian aspectos generales a nivel nacional.62 Como se mencionó antes, 
en Estados Unidos, Reino Unido y algunos países de Europa oriental prima la negocia-
ción por empresa. Si bien algunos pocos países durante las últimas décadas han transitado 
hacia esquemas algo más descentralizados, no se han observado tendencias claras en un 
sentido o en otro y la negociación sectorial continúa manteniendo un rol dominante en 
la mayor parte de los países63 (Du Caju y otros, 2008).  

En América Latina, Argentina, Brasil y México se caracterizan por tener sistemas de ne-
gociación colectiva centralizados con una alta intervención estatal. En Argentina, en que 
un solo sindicato puede representar a los trabajadores de un sector, rama de actividad o 
determinadas profesiones, la negociación centralizada contiene mecanismos de exten-
sión de los acuerdos a todos los trabajadores, incluso los no afiliados. En Perú y Chile el 
nivel predominante de las negociaciones es a nivel de empresa (Cepal, 2009). 

Tan importante como la centralización es el concepto de coordinación, que refiere por 
un lado al grado en que las negociaciones salariales son articuladas entre los diferentes ni-
veles y actores y, por otro lado, al grado en cual son tomadas en cuenta las consecuencias 
de los acuerdos salariales para el conjunto de la economía. La coordinación es un concep-
to difícil de medir, puede ser explícita o implícita, e involucra aspectos complejos como 
el grado de involucramiento gubernamental, el nivel de centralización y concentración 
sindical, la centralización de los empleadores y el grado de corporativismo. 

62 Para muchos de estos países también existen negociaciones por empresa pero abarcan a una proporción de trabajadores 
relativamente menor y los acuerdos no pueden ser menos favorables que los alcanzados a nivel sectorial.  

63 Si bien el nivel sectorial es el dominante, en Francia, España y Alemania la negociación regional desempeña un rol relevante 
mientras que en Francia, Bélgica y los países nórdicos también opera la negociación intersectorial.    
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Entre los mecanismos de coordinación que involucran al gobierno se destaca la impo-
sición de salarios mínimos, muy amplia entre los países más avanzados.64 Estos salarios 
mínimos nacionales pueden ser acordados tripartitamente como en Bélgica o definidos 
unilateralmente por el gobierno como en Francia, y en varios casos su evolución es una 
referencia importante para las negociaciones a nivel sectorial o por empresa. En los paí-
ses nórdicos los salarios mínimos se negocian en cada sector de actividad y forman parte 
de los convenios colectivos. En la mayoría de los países, menos del 25% de los trabajado-
res perciben estos salarios que en general son ajustados tomando en cuenta la inflación 
(Du Caju y otros, 2008).  

Dentro de América Latina, mientras en Argentina, Brasil, Chile y Perú el salario mínimo 
es único y tiene alcance nacional, en otros países como Costa Rica, Guatemala, Hon-
duras y Paraguay se determina según el tipo de ocupación. En México, coexisten tres 
niveles que se aplican de manera diferencial según el grado de desarrollo de las regiones 
(CEPAL, 2009).

La evolución de los precios es el principal aspecto contemplado en las negociaciones, 
seguido por la productividad, la competitividad y variantes sobre los sistemas de seguri-
dad social. En relación a los precios, todos los países consideran de forma más o menos 
explícita los índices de precios al consumo como parámetros relevantes en los ajustes 
salariales.65 En la mayor parte de los casos como Francia, España y Estados Unidos, se 
considera la inflación pasada utilizando algún tipo de promedio móvil mientras que en 
otros países se emplean expectativas de inflación. Incluso en Bélgica, Luxemburgo y Chi-
pre la indexación salarial es automática, disparando ajustes cada vez que el incremento de 
precios supera una tasa de referencia.

El segundo aspecto más relevante incorporado en las negociaciones es la productividad. 
Mientras Francia y España la contemplan a nivel global, otros países como Alemania y 
Bélgica consideran su desempeño a nivel sectorial. En Noruega y Japón se tiene en cuenta 
tanto la productividad sectorial como a nivel de cada empresa. La evidencia muestra que 
en los últimos años no se han observado cambios importantes en relación a un mayor o 
menor uso de indicadores basados en la productividad. 

Por último, cabe destacar que en algunos países pequeños se toman en cuenta la evo-
lución de los salarios en los países vecinos, tanto de empresas competidoras como de 
aliadas comerciales. En Reino Unido es común que los convenios salariales consideren 

64 Las únicas excepciones son Italia y ciertos sectores de actividad de Alemania para los que no rigen salarios mínimos.
65 En algunos países como Bélgica, el Estado directamente impone cláusulas de indexación salarial.
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los beneficios de las empresas mientras que en Francia, Alemania, Japón y otros países es 
frecuente que se incluyan cláusulas tendientes a equiparar los salarios dentro de las dis-
tintas ramas de actividad. La duración promedio de los convenios colectivos varía entre 
1 y 3 años con convenios generalmente más acotados en el tiempo para los trabajadores 
del sector público.
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2. Perspectivas en materia de negociación colectiva

Este trabajo dio cuenta de los múltiples avances que se han registrado en las relaciones 
laborales desde 2005. La reforma impulsada durante esta década y que aún continúa en 
proceso, contribuyó a que el país mejorara los salarios, el empleo, la precariedad laboral 
y la formalización. Pero además, incorporó derechos fundamentales para colectivos de 
trabajadores históricamente postergados que hoy cuentan con espacios de participación 
e integración social claves para la construcción de ciudadanía y la profundización de la 
democracia.   

La negociación colectiva y en particular los Consejos de Salarios han sido parte medular 
de estas transformaciones y están llamados a desempeñar un papel muy importante en el 
camino hacia un mayor desarrollo económico y social. En este contexto, en los últimos 
años ha ganado terreno el debate sobre algunas debilidades que actualmente presentaría 
la negociación colectiva, que a nuestro entender deberían enmarcarse en una discusión 
más amplia. 

En relación a estas debilidades, por un lado se argumenta la necesidad de incorporar 
indicadores de desempeño sectorial o de productividad para que los salarios no compro-
metan la competitividad o rentabilidad de las empresas y ello no deteriore el empleo. Por 
otro lado, se cuestiona la elevada indexación salarial, es decir, las cláusulas que garantizan 
que los salarios recojan los aumentos de los precios en la economía, ya que dicha indexa-
ción provocaría nuevos aumentos en los precios.

Son aspectos relevantes que junto a otros se discuten más adelante, pero desde nuestro 
punto de vista es necesario enmarcarlos en un debate más profundo. ¿Deben ser los 
salarios y particularmente aquellos más sumergidos la variable de ajuste que garantice 
niveles de rentabilidad adecuados para los empresarios? Se plantea que los trabajadores 
deberían atar sus salarios a indicadores de desempeño sectorial o de productividad cuya 
evolución depende principalmente de decisiones y manejos empresariales. Sin embargo, 
pocos aceptarían que las ganancias empresariales sean acotadas o reguladas en pos de 
objetivos redistributivos por ejemplo.  

Se afirma que en muchos sectores las ganancias y la competitividad están jaqueadas por 
las demandas salariales pero ¿qué disposición real existe para compartir información 
transparente sobre estos y otros aspectos? Resulta paradójico que quienes más reclaman 
contemplar las especificidades de cada sector y de cada empresa, son los mismos que 
se han negado sistemáticamente a aportar información que enriquezca la negociación. 
Por ejemplo, ¿quién puede asegurar que una pérdida de competitividad transitoria en 
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un sector se traduzca en cierre de algunas empresas y no en un descenso de ganancias 
extraordinarias? 

Algo parecido ocurre con el debate sobre la relación entre salario e inflación. ¿Son los 
salarios de los trabajadores los que deben amortiguar presiones inflacionarias que no pro-
vocaron? Sabemos muy poco sobre el proceso de formación de precios y la incidencia que 
tiene la búsqueda de ganancias extraordinarias y la especulación del sector empresarial. 
¿No se requerirá una discusión más amplia en la que todos los actores asuman compro-
misos para combatir los repuntes inflacionarios?  

Estas reflexiones no pretenden desconocer la importancia de mantener un desempleo re-
ducido y una inflación controlada. Por el contrario, nadie más preocupado que los traba-
jadores por mantener equilibrados ambos frentes. También es importante no deteriorar 
la competitividad y que la producción y la inversión continúen creciendo. Pero para que 
los trabajadores internalicen en mayor medida los vínculos entre la política salarial, la in-
flación y la competitividad, es imprescindible un debate más amplio con la participación 
de todos los actores sobre cuál es el rol de la política salarial y de las relaciones laborales 
en el proceso de desarrollo. 

La política salarial en el proceso de desarrollo   

Pese a que muchos análisis no lo toman en cuenta, la política salarial desempeña un papel 
central a nivel distributivo. Por un lado, determina la distribución de los ingresos totales 
de una economía entre trabajadores y capitalistas. Como se vio en el trabajo, durante la 
última década el peso de la masa salarial en el producto ha registrado un leve incremento 
pero aún no recuperó los niveles previos a la crisis de 2002 y está muy lejos de alcanzar 
los niveles de décadas atrás. 

Además, el contraste con los países de mayor desarrollo es enorme: mientras en Uruguay 
el peso de los salarios en el PIB se ubica por debajo de 35%, para los países desarrollados 
dicho guarismo supera el 60% y en algunos casos llega al 70%. Teniendo en cuenta que 
suele ser considerado como un indicador de justicia dentro de una sociedad, es necesario 
incorporar esta dimensión en el debate.

Plantear que con independencia de las ganancias y los excedentes que existen en cada 
sector de actividad, los aumentos salariales no deben superar los incrementos de la pro-
ductividad, implica asumir que el peso de la masa salarial se mantenga constante en los 
bajos niveles actuales. Es un planteo conservador desde el punto de vista distributivo. En 
el tránsito hacia un mayor desarrollo económico y social, es necesario que los actores 
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incorporen esta problemática y que la negociación colectiva promueva una convergencia 
gradual pero más acelerada con los niveles vigentes en los países más avanzados. 

Por otro lado, la política salarial también incide en las desigualdades que se observan 
entre los trabajadores. Como es sabido, existen diferencias muy importantes en cuanto a 
niveles de formación, capacitación y otros factores, que explican la coexistencia de nive-
les salariales muy distintos en la economía. 

Como se mostró en el trabajo, la desigualdad salarial también se redujo en estos últimos 
años producto de las políticas de salario mínimo implementadas. Aún así, es relativamen-
te alta si se la compara con los países avanzados. La elevada proporción de trabajadores 
con salarios sumergidos es uno de los grandes desafíos que en términos de desarrollo 
enfrenta la economía nacional. 

Junto con la informalidad, estos salarios sumergidos tienen un vínculo importante con 
la pobreza y la desigualdad. Un hogar de Montevideo compuesto por cuatro personas 
precisa un ingreso líquido total de 32.300 pesos para que no se encuentre por debajo de 
la línea de pobreza. Si hay un solo perceptor de ingresos es probable que dicho hogar sea 
pobre, pero aún con dos perceptores de salarios por debajo de los 16.000 pesos líquidos, 
el hogar no logra satisfacer las necesidades básicas de sus integrantes. 

El combate a los salarios sumergidos requiere de un análisis profundo de sus causas y 
de la articulación de diversas herramientas y políticas. Si bien en muchos sectores de 
actividad hay márgenes importantes para desarrollar mejoras en este sentido, también es 
cierto que en otros sectores se combinan la falta de inversión y el rezago tecnológico con 
bajos niveles de calificación de la mano de obra y escasa productividad, lo que provoca 
que las mejoras salariales puedan poner en riesgo el mantenimiento del empleo. 

Incorporando una perspectiva de mediano plazo, en estos casos parece más prudente 
apostar a la instrumentación de políticas públicas que –como se desarrolla más adelante- 
ofrezcan alternativas reales de transformación, en lugar de mantener sectores en base a 
salarios tan deprimidos. A diferencia de hace 10 años, la coyuntura actual parece propicia 
para pensar y discutir estas posibilidades. Lógicamente, se requerirá de un análisis más 
detallado sector por sector. 

Proyectar el país hacia el desarrollo supone, entre otras cosas, incorporar la dimensión 
distributiva de la política salarial. La principal fuente de ingreso de los hogares son los 
salarios por lo que tienen un rol preponderante desde el punto de vista de la equidad. 
Erradicar los salarios sumergidos es un problema de justica pero también de sostenibili-
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dad económica, social y política del proceso. 

Indudablemente la política de salarios mínimos es una herramienta básica para su com-
bate y durante estos años ha mostrado resultados positivos, pero para poder dar un salto 
cualitativo en este aspecto, es necesario complementarla con otras políticas.

Entre las más importantes cabe destacar la capacitación, que permita mejorar la prepara-
ción y formación de la mano de obra menos calificada que actualmente se inserta en los 
sectores menos dinámicos de la economía y con peores salarios relativos. Esto permite 
que los trabajadores más vulnerables cuenten con nuevas oportunidades y alternativas. 
Adicionalmente, también se precisa incentivar la capacitación al más alto nivel, contribu-
yendo a ampliar el potencial de los sectores más dinámicos de la economía y mejorando 
la calidad de la producción nacional. 

Existe un amplio consenso sobre el rol estratégico que tiene la capacitación laboral. Ac-
tualmente, el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional (INEFOP) cumple 
un rol importante pero debe ser reforzado a partir de nuevas políticas y un marco ins-
titucional adecuado y coordinado que permita un alcance más amplio y profundo entre 
los trabajadores. Pero para potenciar la capacitación es necesario integrar al debate las 
políticas productivas.

Esto implica que el país debe identificar qué sectores de actividad son los que pueden 
oficiar como verdaderos motores de la economía y apostar fuertemente por su desarro-
llo. La incorporación de más mano de obra calificada y valor agregado a la producción 
requiere instrumentar políticas públicas y un marco institucional adecuado que estimule 
sectores estratégicos. 

La política salarial y de empleo deben articularse con el proyecto de desarrollo productivo 
y social que se promueve. Una vez superado el modelo desregulador y concentrador de la 
década del 90 y su respectiva crisis, Uruguay ha logrado crecer fuertemente consolidando 
mejoras económicas y sociales que hoy nos ponen ante nuevos desafíos. Sin la profundi-
zación de políticas públicas que articuladamente logren mejorar la capacitación laboral, 
el dinamismo productivo y al mismo tiempo impulsen mejoras distributivas, difícilmente 
Uruguay avance hacia un mayor desarrollo.

En síntesis, consideramos que el debate actual sobre la incorporación de indicadores de 
desempeño sectorial o cláusulas desindexatorias debe darse en el marco de una visión más 
amplia sobre el rol estratégico de la política salarial, la negociación colectiva y el tipo de 
desarrollo que aspiramos como sociedad. El bajo peso de la masa salarial en el producto, 
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el 38% de los asalariados que todavía ganan menos de 14.000 pesos líquidos mensuales así 
como las carencias en términos de capacitación laboral, deben ser aspectos internalizados 
por todos los actores e incorporados en la agenda de la negociación. Ello hará más factible 
que se logren avances en los temas que hoy se plantean como prioritarios.   

Hacia las próximas rondas de Consejos de Salarios

A partir de esta visión más general sobre el rol de los salarios en el proceso de desarrollo 
económico, a continuación reflexionamos en torno a algunos aspectos específicos que sin 
duda formarán parte de las próximas rondas de Consejos de Salarios y otros que podrían 
integrarse a la agenda:

i. La política de salarios mínimos 
La alta proporción de trabajadores con salarios sumergidos exige acelerar la mejora del Salario 
Mínimo Nacional y los mínimos de aquellas categorías laborales más sumergidas. Dado su ca-
rácter estratégico, la progresiva erradicación de estos niveles salariales requiere de la confor-
mación de un ámbito tripartito específico sobre esta problemática, que realice un análisis de-
tallado sobre la realidad de cada sector de actividad e identifique las posibles “rutas de salida”. 

Para ello, por un lado se requerirá mejorar mucho la cantidad y calidad de información 
disponible sobre la realidad objetiva de los diferentes sectores de actividad y sus pers-
pectivas. Por otro lado, como se desarrolló antes, será necesario que los diagnósticos y 
propuestas se articulen adecuadamente con las políticas de capacitación y de desarrollo 
productivo que se implementen. 

El combate a esta realidad salarial no puede supeditarse a mejores o peores desempeños 
de las empresas y sus dueños. No es aceptable para los trabajadores pero tampoco es 
sostenible para el desarrollo del país. Por lo tanto, es necesario profundizar las políticas 
de salarios mínimos que de forma coordinada con otras políticas públicas aceleren las 
mejoras distributivas que el país requiere. 

ii. Los indicadores de desempeño sectorial y la productividad
Enmarcado en el rol estratégico de la política salarial y la necesidad de combatir los sala-
rios sumergidos, es necesario avanzar en vincular los salarios al desempeño de los secto-
res y la productividad. Estos aspectos no son contradictorios sino que, por el contrario, 
deben considerarse de forma integrada al momento de diseñar la política salarial. Para 
que la negociación prospere, es imprescindible que todos los actores internalicen todas 
estas dimensiones. 
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Como se detalló en el trabajo, la negociación colectiva en las últimas rondas ha pro-
movido la incorporación tanto de indicadores de crecimiento económico general como 
asociados al desempeño sectorial. Mientras sobre estos últimos se ha avanzado muy poco, 
varios convenios han incluido el crecimiento del PIB u otros indicadores macroeconómi-
cos, incorporando cierta flexibilidad en la evolución de los salarios. 

La incorporación de indicadores de desempeño sectorial o de productividad involucra 
algunos aspectos complejos. Como se planteó en el punto anterior, es necesario mejorar 
mucho la cantidad y calidad de la información disponible a nivel desagregado. La clasi-
ficación de los Consejos de Salarios en grupos y subgrupos de negociación, a pesar de 
tener implícita una noción de sector de actividad, sigue mayormente los criterios que 
tienen las organizaciones de trabajadores y empresarios y no la clasificación que utilizan 
los organismos oficiales en la publicación de estadísticas sectoriales. 

Esto dificulta contar con estadísticas oficiales creíbles para ambas partes, que den cuenta 
de la evolución del sector en el que se negocian los salarios. Esta realidad requiere de 
un esfuerzo mayor por parte del Estado que mediante un órgano  interinstitucional con 
participación tripartita, debería sistematizar con tanta desagregación como sea posible la 
mayor cantidad de indicadores, facilitando insumos para las partes. 

Adicionalmente, las cámaras empresariales deberán cambiar radicalmente su disposición 
en cuanto a compartir datos que enriquezcan la negociación. Como se señaló antes, quie-
nes más reclaman que se contemplen las especificidades de cada sector y de cada empre-
sa, son quienes manejan dicha información y se han negado sistemáticamente a volcarla 
abiertamente y de forma transparente en la negociación. La ausencia de información 
confiable y objetiva acota significativamente la posibilidad que prospere la incorporación 
de indicadores sectoriales. 

Aún mejorando los niveles de información disponible, es difícil alcanzar acuerdos en tor-
no a qué indicadores se deben incorporar. Medir la productividad no es imposible pero sí 
complejo. En general, en los casos en que fue factible, se han planteado indicadores cuya 
evolución está principalmente vinculada al mayor o menor éxito de estrategias empre-
sariales o incluso a circunstancias ajenas al sector. En ausencia de información objetiva 
sobre la realidad de las empresas y sus niveles de ganancia, ha sido difícil para los traba-
jadores dar esta discusión. 

Es compartible que la evolución de los salarios tenga vínculos con el desempeño de los 
sectores y la productividad. Sin embargo, este no debe ser el único factor a tener en 
cuenta. La política salarial debe diseñarse con una visión estratégica que también con-
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temple aspectos distributivos y vínculos con otras políticas públicas tendientes a reducir 
y si es posible eliminar la competitividad basada en salarios sumergidos. 

La experiencia sobre la incorporación de indicadores sectoriales en los últimos años 
no ha sido buena. La información disponible sólo provino del sector público, fue 
poca y en general de mala calidad, lo que generó desconfianza, rechazo y escepti-
cismo de las partes. Para avanzar, se precisa considerar este aspecto en el marco de 
una política salarial estratégica que contribuya a un mayor desarrollo, con actores 
más involucrados y dispuestos a compartir información que mejore la calidad de la 
negociación y posicione a los actores en un pie de igualdad. 

iii. La desindexación salarial
El vínculo entre los ajustes salariales y la evolución de los precios de la economía es un 
tema complejo y sensible. La indexación salarial es una herramienta que garantiza el 
logro de un determinado crecimiento del salario real acordado entre las partes en un 
convenio colectivo. Ofrece certidumbre a la negociación. Como se mencionó antes, casi 
todos los sistemas de negociación colectiva del mundo desarrollado cuentan con cláusu-
las de este tipo. 

Sin embargo, se argumenta que ante repuntes inflacionarios causados por ejemplo por un 
incremento de los precios internacionales o fenómenos climáticos puntuales, este meca-
nismo refuerza el aumento de los precios en la economía. Esta afirmación requiere de un 
análisis más profundo. Asume como hecho natural e incuestionable que a lo largo de toda 
la cadena, los productores trasladan automáticamente el aumento de costos al precio 
de venta, manteniendo las ganancias inalteradas, sean altas, medias o bajas. El problema 
aparece cuando los salarios pretenden recoger esos aumentos de precios para mantener 
su poder adquisitivo. ¿Por qué focalizarse en la política salarial y no apuntar al proceso de 
formación de precios y la especulación empresarial? En ambos casos, se busca mantener 
el valor real los ingresos percibidos. ¿Quién genera la inflación? 

Las cláusulas de indexación salarial son una herramienta importante para los trabajado-
res pero no son un objetivo en sí mismo. Como ya se mencionó, los objetivos pasan por 
promover una política salarial redistributiva que permita junto a otras políticas, avanzar 
hacia un mayor desarrollo. Mantener la inflación controlada es prioritario para todos, por 
lo que todos debemos contribuir a su moderación. 

Los trabajadores han aceptado algunos cambios desindexatorios como utilizar la meta 
de inflación del gobierno como expectativa futura, y se podría discutir la posibilidad 
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de incorporar otros. Pero para ello se necesita un debate más integral, que en el marco 
de perseguir los objetivos distributivos ya mencionados, exija un fuerte compromiso y 
medidas concretas por parte de todos los actores. De lo contrario, la desindexación sólo 
transfiere riesgos y posibles costos para los trabajadores.  

iv. Los diferentes niveles de negociación
La negociación debe seguir articulándose en los tres niveles definidos actualmente: ma-
cro, sectorial y por empresa y se debe seguir insistiendo en incluir temas como la orga-
nización del trabajo, la capacitación, las condiciones laborales, la seguridad e higiene y la 
participación en la gestión. 

A nivel macro, el Consejo Superior Tripartito debe contar con mayor diálogo e inter-
cambio entre los actores, buscando alcanzar acuerdos en los temas estratégicos. Ello 
facilitaría que las partes tengan visiones más cercanas en cuanto a la evolución del Sala-
rio Mínimo Nacional o los lineamientos que en cada ronda presenta unilateralmente el 
Poder Ejecutivo. Además, el Consejo Superior Tripartito debería gobernar el nuevo es-
quema institucional que permita un salto cualitativo en cuanto a la información sectorial 
disponible por parte de todos los actores. 

Para profundizar los avances en la reducción de la desigualdad salarial y el combate a los 
salarios sumergidos, uno de los aspectos que nos parece necesario integrar al debate es 
la negociación por cadena productiva. Como sabemos, trabajadores con calificaciones y 
capacidades relativamente similares poseen salarios diferentes según la parte del proceso 
productivo en que se desempeñan. Es claro que no gana lo mismo un peón rural que un 
peón de la industria. 

Esta iniciativa no supone abandonar el actual nivel de negociación por sectores de acti-
vidad, sino incorporar en dichas negociaciones la realidad y las diferencias a lo largo de 
cada cadena productiva. De esta forma, se promueve que los actores tengan una visión 
más completa sobre todo el proceso productivo y a partir de esa mirada más general 
incorporen en sus negociaciones una reducción gradual de las diversas asimetrías exis-
tentes. Naturalmente, este acoplamiento entre ambos niveles de negociación no se puede 
generalizar a todos los sectores. 

Por otro lado, la negociación por sectores de actividad actualmente cuenta con  más de 
220 mesas, en un proceso de descentralización que se ha ido profundizando desde 2005. 
Sería deseable frenar este proceso e incluso revertirlo. Además, sería positivo fortalecer 
el rol de los 24 grupos centrales de negociación, promoviendo acuerdos generales sobre 
aspectos salariales y no salariales que alcancen a toda la rama, dejando otros aspectos 
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específicos para los diferentes subgrupos y capítulos. 

Por último, también es necesario profundizar la negociación colectiva a nivel de empre-
sa. Este nivel, que también requiere de un intercambio muy fluido de información, es 
propicio para concretar mejoras en las condiciones de trabajo y los procesos productivos 
específicos, que al incrementar la eficiencia y la productividad permitan aumentos sala-
riales por encima de lo acordado a nivel de rama. 

v. Los lineamientos del gobierno
Desde la reinstalación de los Consejos de Salarios en 2005, en cada una de las rondas 
el Poder Ejecutivo ha aportado pautas o lineamientos para la negociación. Este es un 
elemento positivo que debe mantenerse a futuro, en la medida en que oficia como una 
primera referencia, reduciendo la incertidumbre con la que los actores comienzan la 
negociación. Además, para los sindicatos más débiles ha configurado un piso importante 
a partir del cual elaborar su estrategia. 

Sin embargo, sería deseable introducir algunos cambios en la elaboración y el contenido 
de los lineamientos. Como ya se planteó, es necesario buscar que dichos lineamientos 
sean producto de una discusión más amplia que persiga acuerdos generales sobre los 
aspectos estratégicos de la negociación colectiva. Aún en caso de no lograrse tales acuer-
dos, dicho intercambio hace más explícitos los objetivos y expectativas de cada uno de 
los actores, configurando un insumo relevante para el gobierno al momento de definir 
las pautas. 

Adicionalmente, a partir de un mayor conocimiento de la realidad de cada uno de los 
sectores, será necesario introducir aspectos puntuales para algunos grupos o subgrupos 
de negociación. Esto no significa que se eliminen los lineamientos generales sino que los 
mismos deben ser complementados con referencias específicas que, a partir de la reali-
dad salarial, la competitividad, las ganancias, los subsidios directos o indirectos, el nivel 
de capacitación y otros aspectos del sector, garanticen avances en las múltiples dimensio-
nes mencionadas.     
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Si partimos de la base que los seres humanos nos organizamos socialmente por medio 
del trabajo y que las riquezas que generamos son en definitiva el producto del trabajo de 
una comunidad, Estado o de la ubicación que tengamos en la división internacional del 
trabajo, siendo el lugar que ocupemos uno de los factores que determina de qué parte de 
la riqueza generada nos apropiamos y cuán justa es esa distribución.

Las relaciones laborales pretenden ser el instrumento que resuelve o amortigua las contra-
dicciones y conflictos de intereses que los diferentes actores o clases sociales tienen en las 
disputas que la organización del trabajo produce, especialmente la forma como se distribu-
yen los bienes logrados.

Esta realidad hace que no existan relaciones laborales neutras. Todos los modelos desa-
rrollados expresan las contradicciones en pugna y la búsqueda de la obtención de me-
jores beneficios, cada modelo expresa en última instancia qué relación existe entre los 
diferentes actores en determinado momento y cuánto de equitativo tiene ese modelo de 
relacionamiento.

A lo largo del tiempo estas contradicciones se han expresado en muchas formas y deba-
tes, una de ellas es si las relaciones laborales deben incorporar la negociación colectiva 
como un factor determinante. La historia está llena de ejemplos que demuestran que 
todos los modelos que no tienen alguna forma de negociación colectiva han sido perju-
diciales para los trabajadores.

Por eso tenemos la convicción que para que las relaciones laborales sean más justas deben 
tener negociación colectiva y cuando más amplia mejor. Por eso nos parece sustancial que 
este proceso que analizamos la incorpore como un pilar básico y compartimos que para 
ello es ineludible fomentar y proteger las libertades sindicales, factor fundamental si se 
busca una real y efectiva negociación, porque si no se logran algunos equilibrios previos, 
la negociación da paso a la primacía del más fuerte.

Otro de los debates que los estudios comparados realizados internacionalmente muestran 
es si el Estado debe ser un actor activo en las relaciones laborales o debe tener una actitud 
prescindente y dejarla librada a la autonomía de las partes. Esto también es parte de las 
contradicciones de intereses. La experiencia nos dicta que en los países subdesarrollados 
el Estado debe jugar un papel preponderante, producto del menor nivel de desarrollo de 
sus organizaciones productivas, sin su accionar el poder del capital es inmensamente su-
perior al del trabajado, haciendo que la negociación carezca de un mínimo de paridad que 
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la haga posible. Quizás en países desarrollados con otra estructura productiva sea posible 
la prescindencia del Estado en las relaciones laborales. Para los trabajadores uruguayos, 
como para el resto de los trabajadores de Latinoamérica la experiencia demuestra que 
cuanto más lejos está el Estado de las relaciones laborales, peor les va, siendo aún el con-
tinente más desigual.

A partir de este trabajo, queremos resumir algunas reflexiones finales con el objetivo de 
que oficien de disparador del debate en el camino de enfrentar futuros desafíos.

Acerca de la normativa

Los cambios normativos producidos en los últimos 10 años recogen gran parte de la 
historia de las relaciones laborales del país y reafirman a la negociación colectiva como 
el instrumento fundamental para una distribución más equitativa de la riqueza. Con-
firman la obligatoriedad de la negociación colectiva, ampliando el concepto básico de 
universalidad de la negociación sin exclusiones, siendo abarcativo para todos los sectores 
de actividad, públicos y privados, inclusive para los trabajadores y trabajadoras rurales 
y del servicio doméstico, que nunca antes habían estado incluidos. Crean un sistema de 
negociación en tres niveles en la actividad privada, dos tripartitos (nacional y sectorial 
o por cadenas productivas), y uno bipartito en la empresa, así como un sistema similar 
bipartito para la actividad pública. 

Para que este modelo pudiera prosperar y desarrollarse se legisló sobre los derechos de  libre 
sindicalización, promoviendo y protegiendo la libertad sindical en consonancia con los Con-
venios Internacionales 87 y 98 de la OIT. Los cambios normativos en las relaciones laborales 
no sólo fueron en lo colectivo, también abarcaron las relaciones individuales de trabajo, ex-
tendiendo derechos a trabajadores de diversas actividades, como fueron la aprobación de la ley 
de 8 horas para la actividad rural y la protección subsidiaria para los trabajadores tercerizados. 

Muchos de los cambios operados recogieron viejas aspiraciones del movimiento sindical 
y ubicaron en un nuevo escenario a las relaciones laborales. Para muchos se construyó 
una nueva arquitectura del sistema de relaciones laborales que con el paso del tiempo se 
vuelve difícil de revertir, al punto que desde ningún sector político se plantea derogar 
estos instrumentos. 

Un proceso vertiginoso de reformas necesita de tiempo para su adaptación, para consoli-
dar las reformas y la adaptación de todos los actores a las nuevas reglas, y en este proceso 
está nuestro país, analizando el desarrollo global y corrigiendo los errores o retrasos que 
la experiencia va manifestando.
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Una primera constatación a partir de la experiencia es que el sistema tiene una mayor 
adaptabilidad en el sector privado que en el público. Esto puede explicarse por muchas 
razones, como puede ser la experiencia histórica y de adaptabilidad de los actores, pero 
es una luz amarilla ya que en este plano el sistema no funciona bien y es fundamental 
corregirlo en la medida en que los trabajadores estatales son una parte medular de cual-
quier sistema de relaciones laborales. 

Un segundo aspecto es la necesidad de una revisión de la estructura actual de los Conse-
jos de Salarios de rama (segundo nivel de negociación) que permita a éstos adecuarse a 
los cambios operados en las formas de organización de la producción y las relaciones de 
trabajo en el país. La estructura imperante tiene más de 40 años y es estrictamente sec-
torial, se ha atomizado en exceso con más de 200 subgrupos de negociación y la realidad 
cambió: hoy existen nuevas formas de producción más complejas e integradas (cadenas 
de valor, agroindustrias, etc.) que se deben tener en cuenta e integrarlas como un todo 
en el sistema de negociación e incluso aprovecharlas para reducir las asimetrías existentes 
a lo largo de esos procesos productivos.   

Una tercera constatación es la necesidad de fortalecer el Ministerio de Trabajo y de Se-
guridad Social otorgándole un presupuesto adecuado a sus tareas y modernizando las he-
rramientas de que dispone para actuar en este sistema nuevo de relaciones laborales tan 
exigente. No se puede construir una nueva arquitectura de relaciones laborales con las 
mismas herramientas organizativas. Especialmente se hace necesario progresar en cuanto 
a la desconcentración territorial de los servicios de la Dirección Nacional del Trabajo y 
de la Inspección General del Trabajo. 

Por último, hay que avanzar en la justicia laboral y en aspectos normativos como son la 
creación de tribunales de primera y segunda instancia en materia laboral en el Interior 
del país al igual que en leyes que incorporen los avances en salud e higiene laboral con 
la de responsabilidad empresarial en los accidentes laborales o la creación de fondos de 
garandía ante insolvencia patronal.  

Empleo

No hay mejor política social que el empleo de calidad y en este aspecto se ha avanzado 
mucho en estos últimos 10 años. Con el desempleo en los niveles históricos más bajos 
en el país (con guarismos entre 5% y 6%) surge otro problema que es la falta de mano 
de obra calificada y el riesgo de que esto se transforme en un gran cuello de botella en el 
crecimiento económico. Para sostener el proceso de crecimiento las políticas de empleo 
deben apuntar en dos direcciones. Por un lado, promover la alta calificación, con polí-
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ticas selectivas y de formación profesional por ramas de actividad. En este aspecto aún 
estamos lejos y no hay soluciones inmediatas, se necesita una complementación activa del 
sector empresarial y la coordinación de varios organismos del Estado.  

En segundo lugar, debemos reducir el llamado desempleo estructural, núcleo duro del 
desempleo donde se ubican mayormente trabajadores sin calificación y con escasa o nula 
experiencia previa, vinculados a los sectores de menores ingresos y escasa educación for-
mal. La educación e inclusión de los jóvenes y las mujeres jefas de hogar ocupadas actual-
mente en sectores informales debe ser preocupación conjunta de todos, especialmente 
de la educación y el Instituto Nacional de Empleo y Formación Profesional. Para trabajar 
en esta dirección es fundamental también el papel coordinado de varios organismos del 
Estado.   

La mano de obra calificada requiere además de una organización del trabajo basada en un 
desarrollo productivo concentrado en la alta calidad y para esto se necesita una alta par-
ticipación de los trabajadores en la gestión de la empresa, en las metas a conseguir y en la 
distribución de la renta. La formación profesional continua, el desarrollo de evaluación 
de tareas y definición de nuevas categorías de acuerdo a los cambios tecnológicos (hay 
sectores que hace más de 30 años que no adecuan escalafones), los problemas de seguri-
dad e higiene laboral y los de medio ambiente son todos temas prioritarios a incluir en 
las relaciones laborales colectivas. Una buena organización del trabajo no puede ser ajena 
tampoco a los problemas de discriminación (género, raza o etarios), los que no sólo se 
resuelven con la pelea cultural o con cláusulas de protección sino que se necesita avanzar 
en medidas concretas, como puede ser la incorporación de la carrera funcional en em-
presas de mediano y gran porte que aseguren la igualdad de oportunidades y eviten los 
“subjetivismos” de los que muchas veces hacen gala los cuerpos gerenciales.                 

Reducción de la jornada laboral  

A 100 de la reducción de la jornada a ocho horas es una buena oportunidad de colocar 
este tema en el debate. No es un planteo nuevo, el movimiento sindical lo viene incor-
porando a la discusión en las últimas rondas de Consejos de Salarios y hay sectores que 
han acordado mejoras en este sentido. Es un tema muy importante ya que tiene impac-
tos positivos en varias direcciones: en el empleo, la calidad de vida, la distribución del 
ingreso, etc. Debe ser un objetivo no para promover el multiempleo sino para avanzar 
en una organización del trabajo de alta calidad y más humana. Avanzar en esta dirección 
debe contemplar la multiplicidad de realidades, las formas pueden ser diferentes, por 
día, semanales, por quincena, etc. y debe ser parte de la negociación y de los convenios 
colectivos.         
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Salarios  
De los resultados de la negociación salarial depende en gran parte la forma como se 
distribuye la riqueza en una sociedad. El salario ha crecido de forma constante en los 
últimos 10 años, lo que sumado al crecimiento del empleo plantea una realidad muy di-
ferente para los trabajadores a la de una década atrás. Sin embargo, pese al crecimiento, 
la participación de la masa salarial en el producto nacional no llega a alcanzar los niveles 
que tuvo en otros momentos de la historia del país. Tampoco existen estadísticas oficiales 
al respecto de manera que es necesario estudiar el tema en profundidad y acordar una 
metodología que evite diferentes lecturas sobre este fenómeno.  

Además hay que incorporar a la negociación colectiva los nuevos desafíos que el desarro-
llo productivo más global impone, donde los salarios y las categorías laborales se ven más 
por cadena de valor que por definiciones sectoriales. 

La negociación debe seguir contemplando el incremento del Salario Mínimo Nacional, 
esta línea de acción no sólo beneficia a parte de los trabajadores formales sino que tam-
bién suele impactar favorablemente en las remuneraciones de la importante masa de 
ocupados que todavía no están registrados en la seguridad social y que carecen de nego-
ciación colectiva. En el mismo sentido se debe avanzar en seguir incorporando aumentos 
especiales para los salarios más sumergidos y criterios de crecimiento del salario real 
teniendo en cuenta el crecimiento de la economía. 

Seguridad Social

La regulación de las relaciones de trabajo, y la reimplantación de la negociación colectiva, 
contrariamente a lo sostenido por las corrientes más liberales, han impactado favora-
blemente en la cantidad de empleo, y en la calidad del mismo, aumentando los puestos 
cotizantes a la seguridad social, lo que significa un gran avance en la formalización y pro-
tección social de los trabajadores.

Sin perjuicio de reconocer estos logros se debe continuar con la política de ajustes diferenciales 
en las pasividades más bajas que mejoren el ingreso de jubilados y pensionistas cuyos topes mí-
nimos son aún insuficientes y tienen un claro impacto en la disminución de la pobreza y en la 
mejora de la distribución de la riqueza. Asimismo, se hace necesaria una urgente reforma del sis-
tema de ahorro individual por ser un sistema que rompe con la solidaridad, puntal fundamental 
de la Seguridad Social. A esto se agrega que es un sistema que cobra comisiones demasiado altas 
para los “servicios” que brinda, lo que le ha permitido a las Administradoras de Fondos de Ahorro 
Previsional (AFAP) uruguayas, ser porcentualmente las que más ganan en el mundo.   
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Sistema de Cuidados

Las nuevas formas de organización familiar, así como el aumento de la expectativa de 
vida y la demanda de una mayor incorporación de hombres y mujeres al mercado de 
trabajo, obligan a instrumentar algún mecanismo que apoye y auxilie a las familias, tanto 
en el cuidado de los ancianos como de las personas con discapacidad y de los niños y 
niñas, para que esa incorporación pueda ser una realidad. En una sociedad que cuestiona 
y discute los resultados de su sistema educativo, no puede soslayar, que los resultados 
del mismo, están indisolublemente ligados a la situación social de niños y adolescentes. 
Seguridad social y educación deben ir de la mano. 

Es necesario instrumentar un plan gradual que vaya incorporando a estos sectores a un 
sistema que garantice su atención, consientes que un sistema de estas características tiene 
un alto costo presupuestal. 

La estructura sindical
Los cambios producidos en las relaciones laborales tuvieron un fuerte impacto positivo en 
todas las organizaciones sindicales del país. En 2004 el movimiento sindical se encontraba 
muy disminuido, con una tasa de afiliación muy baja y con sectores enteros de trabajadores 
sin organización sindical que los representara y en los casos que había organización sindical, 
ésta estaba muy limitada. Sin embargo, en un período relativamente corto en la historia 
se comienza a vivir un proceso de crecimiento explosivo del movimiento sindical como 
nunca antes había pasado. La historia de la construcción de las organizaciones sindicales en 
Uruguay dice que las mismas siempre se desarrollaron en procesos largos de acumulación, 
ladrillo a ladrillo se fueron construyendo sus bases ideológicas, reivindicativas y organiza-
tivas. Pero en esta oportunidad a partir de la convocatoria a la negociación colectiva y la 
aprobación de la ley de protección de las libertades sindicales comenzó a vivirse un proceso 
explosivo y acelerado del movimiento sindical, llegando a triplicarse la tasa de afiliación. 

Este fenómeno abarcó a todos los sectores de actividad, apoyado además por el creci-
miento económico del país, que bajaba abruptamente la desocupación llevándola a mí-
nimos históricos. Este crecimiento tuvo algunas características especiales, como ser la 
irrupción masiva de sindicatos en sectores que nunca antes habían existido o cuando 
existieron previamente fueron experiencias muy débiles. Algunos ejemplos son los del 
comercio, los supermercados, varios servicios, las trabajadoras domésticas, algunos sec-
tores rurales y en la administración pública, la particularidad de que miles de policías se 
organizaran sindicalmente. 
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Este proceso se desarrolló además en medio de importantes transformaciones de la so-
ciedad uruguaya, obligando a los sindicatos a tener que dar respuesta inmediata a los 
reclamos y desafiando la concepción del necesario proceso de acumulación y maduración 
que cualquier organización necesita para fortalecerse. A esto se sumó la incorporación de 
una gran cantidad de hombres y mujeres, especialmente jóvenes, al mercado de trabajo 
que no contaban con la experiencia de las viejas generaciones a la vez que se daba el pro-
ceso de renovación de muchos cuadros sindicales de primera línea por edad y de otros 
que accedieron a cargos de gobierno, perdiendo con ello la experiencia necesaria para 
afrontar momentos de estas características. 

Este desarrollo, sólo comparable con el vivido a la salida de la dictadura en 1985, pero 
de mayor dimensión por la incorporación de vastos sectores de trabajadores a las orga-
nizaciones sindicales por primera vez y con derechos que nunca antes existieron, plantea 
un enorme desafío para todos los sindicatos y el propio PIT-CNT. En primer lugar, el 
enorme desafío de consolidar su organización y reafirmar su identidad. 

El movimiento sindical uruguayo se construyó sobre tres pilares básicos. El primero de 
ellos es su ideología de clase, su concepción del mundo y su objetivo de construir una 
sociedad sin explotados ni explotadores como su declaración de principios establece y 
sigue vigente, lo que lo hace estar muy lejos de concepciones corporativistas.  

El segundo pilar es concebir sus reivindicaciones más inmediatas en el marco de la rea-
lidad general del país, lo que hace que sus aspiraciones se conciban como plataformas 
políticas reivindicativas, donde los intereses particulares se mezclan con los generales, es 
decir los intereses de un grupo de trabajadores deben ser parte de un todo, especialmen-
te de los más postergados.  

El tercer pilar es su unidad, concebida como un tema de principios, unidad en todos los 
niveles, un sólo sindicato de base, una sola organización por rama de actividad, una sola 
central sindical, la fuerza reposa en este postulado. Estos pilares que permitieron cons-
truir los cimientos históricos donde se para el movimiento sindical uruguayo, han per-
mitido moldear sus características fundamentales de lucha y de pelea por sus postulados 
y su clara independencia en su accionar, valores todos estos reconocidos positivamente a 
nivel internacional, tanto en la OIT, como en otros movimientos sindicales del mundo. 

Reafirmar y ampliar estos valores en las nuevas generaciones y consolidar un modelo or-
ganizativo que incorpore a las viejas estructuras todo lo nuevo de esta época de cambios 
vertiginosos en las comunicaciones y en la organización del trabajo, es todo un desafío, el 
gran desafío para los próximos años.     



136

Reflexiones finales

En síntesis
En estos últimos 10 años Uruguay comenzó a gestar un nuevo sistema de relaciones 
laborales, que de continuar y consolidarse llegará a tener igual o más importancia en la 
historia del país que la ley de 8 horas o la de Consejos de Salarios del año 43. Hoy, como 
lo demuestran casi 100 años de historia, las relaciones laborales en el país pugnan entre 
modelos que, intrínsecamente, son parte de concepciones más generales respecto a qué 
país queremos, a cómo concebimos el desarrollo y la justicia social. 

Si este proceso de cambios se detiene y volvemos a relaciones laborales de exclusión, 
donde el salario y las condiciones de trabajo son un precio más en el mercado, el dete-
rioro en las condiciones de vida y de trabajo de la inmensa mayoría de los uruguayos será 
muy grande. Siempre los retrocesos son más duros y nos dejan más atrás que el punto de 
partida. Si aspiramos a un país con altos niveles de calidad en el producto, si queremos un 
país socialmente incluido y con justicia social, se necesita trabajo con un gran desarrollo 
de valor agregado, con mucha formación profesional y educación, con involucramiento 
de los trabajadores en la organización del trabajo, la productividad y una mejor distribu-
ción de la rentabilidad de las empresas y cadenas productivas. Esto se resume en más y 
mejor negociación colectiva, más trabajadores organizados participando, más y mejores 
sindicatos. Hay momentos en que algunas definiciones tienen efectos muy importantes 
para las sociedades y moldean características para muchos años después. Así fue con la ley 
de 8 horas y con la de Consejos de Salarios del 43.
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